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A. Los efectos de las reservas, las aceptaciones 
y las objeciones (continuación)

1. Las reservas váLIdas (contInuacIón)

a) Los efectos de una objeción a una reserva válida

1. A diferencia de lo que ocurre con la aceptación de 
una reserva válida, la objeción a una reserva puede pro-
ducir efectos muy diversos entre el autor de la reserva 
y el autor de la objeción. La elección queda en gran 
medida (aunque no totalmente) a criterio de este último, 
que puede modular los efectos jurídicos posibles del 
binomio reserva-objeción. Así, puede decidir, conforme 
al artículo 20, párr. 4, apdo. b, de la Convención de Viena 
sobre el derecho de los tratados (en adelante, la Conven-
ción de Viena de 1969) y la Convención de Viena sobre 
el derecho de los tratados entre Estados y organizacio-
nes internacionales o entre organizaciones internacio-
nales (en adelante, la Convención de Viena de 1986), 
que el tratado no entrará en vigor entre sí mismo y el 
autor de la reserva manifestando «inequívocamente» (la 
versión inglesa utiliza el término «definitely») esa inten-
ción. Pero el autor de la objeción también puede «optar» 
por no oponerse a la entrada en vigor del tratado entre 
sí mismo y el autor de la reserva o, más exactamente, 
abstenerse de manifestar la intención contraria. En este 
último caso, y si el tratado entra efectivamente en vigor 
para ambas partes1, las relaciones convencionales entre 
el autor de la reserva y el autor de la objeción se modi-
fican conforme a lo dispuesto en el artículo 21, párr. 3, 
de las Convenciones de Viena de 1969 y 1986 (en ade-
lante, las Convenciones de Viena). Por consiguiente, los 
efectos concretos de una objeción a una reserva válida 
sobre la propia existencia de una relación convencional 
o sobre su contenido pueden ser múltiples y variar en 
relación con un mismo tratado.

2. No obstante, la función principal de cada objeción y 
su efecto básico siguen siendo muy simples. Al contrario 
que la aceptación, la objeción constituye el rechazo de la 
reserva por su autor. Como afirmó claramente la CIJ en 
su opinión consultiva de 1951 Réserves à la convention 
pour la prévention et la répression du crime de génocide, 
ningún Estado puede estar vinculado por una reserva a la 
que no haya consentido2.

Ese es el efecto fundamental del propio principio del con-
sensualismo en que se basa todo el derecho de los tratados 
y, particularmente, el régimen de las reservas: el tratado 
es un instrumento consensual por excelencia, cuya fuerza 
procede de la voluntad de los Estados. Las reservas son 
«consustanciales» al consentimiento de un Estado a que-
dar vinculado por el tratado3.

1 Sobre la cuestión de cuándo entra en vigor el tratado para el au- 
tor de la reserva, véase la directriz 4.2.1 (Calidad del autor de la reser-
va efectiva) (Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento  
A/CN.4/614 y Add.1 y 2, párr. 250) y los párrafos 7 a 29 infra.

2 C.I.J. Recueil 1951, pág. 26. Véase también C.I.J. Resúmenes 
1948-1991, pág. 25.

3 Véase, por ejemplo, Anuario… 1997, vol. II (segunda parte), 
pág. 49, párr. 83.

3. Por consiguiente, la objeción se analiza ante todo 
como el rechazo del Estado que la formula a consentir 
la reserva e impide, como tal, la efectividad de la reserva 
en relación con el Estado o la organización internacional 
autor de la objeción, en el sentido del artículo 21, párr. 1, 
de las Convenciones de Viena y de la directriz 4.14. Como 
ha subrayado la Comisión en su comentario a la direc-
triz 2.6.1 (Definición de objeción): 

La negativa a aceptar una reserva es exactamente el objeto mismo de 
una objeción en el sentido pleno y habitual de la palabra5.

4. Por consiguiente, a diferencia de la aceptación, la 
objeción impide oponer la reserva a quien la formula. 
Es evidente que este efecto sólo puede producirse si la 
reserva no ha sido ya aceptada (expresa o tácitamente) por 
el autor de la objeción. Una cosa excluye definitivamente 
a la otra, en lo que respecta en todo caso a los efectos de 
la aceptación. A este respecto, la directriz 2.8.12 (Carácter 
definitivo de la aceptación de una reserva) establece:

La aceptación de una reserva no podrá ser retirada ni modificada6.

5. Para poner de relieve esta función, a la vez primaria y 
fundamental, de la objeción, la directriz 4.3, que inaugura 
la sección de la Guía de la práctica relativa a los efectos 
de una objeción a una reserva válida, podría reafirmar, por 
una parte, que la aceptación de una reserva es irreversible 
y, por otra, que la objeción impide que la reserva pueda 
oponerse al Estado objetante:

4.3 Efecto de la objeción a una reserva válida

La formulación de una objeción a una reserva válida 
impide que ésta pueda oponerse al Estado o la organiza-
ción internacional autor de la objeción, a no ser que la 
reserva sea efectiva en relación con ese Estado o esa orga-
nización internacional.

6. No obstante, la imposibilidad de oponer la reserva al 
Estado o la organización internacional autor de la obje-
ción dista de resolver todas las cuestiones relacionadas 
con el efecto de una objeción. La inoponibilidad puede 
tener diversos efectos tanto en lo que respecta a la entrada 
en vigor del tratado como en lo que se refiere, una vez que 
el tratado entra en vigor entre el autor de la reserva y el de 
la objeción, al propio contenido de la relación convencio-
nal establecida.

i) La entrada en vigor del tratado

a. La presunción de entrada en vigor del tratado entre 
el Estado autor de la reserva y el que formula la 
objeción

7. Del artículo 20, párr. 4, apdo. b, de la Convención 
de Viena de 1986 —que, dejando de lado la referencia 
a una organización internacional contratante, es de todo 
punto comparable a la disposición correspondiente de la 

4 Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 y 
Add.1 y 2, párrs. 199 a 206.

5 Anuario… 2005, vol. II (segunda parte), pág. 84, párr. 13 del 
comentario in fine.

6 Anuario… 2009, vol. II (segunda parte), párr. 83.

Los efectos de las reservas y las declaraciones interpretativas (continuación)
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Convención de Viena de 1969— se desprende que, en 
principio, la objeción a una reserva tiene como conse-
cuencia que el tratado entra en vigor entre el Estado que 
formula la objeción y el Estado autor de la reserva: 

La objeción hecha por un Estado contratante o por una organización 
contratante a una reserva no impedirá la entrada en vigor del tratado 
entre el Estado o la organización internacional que haya hecho la obje-
ción y el Estado o la organización autor de la reserva.

Si bien tal objeción, denominada «simple» o de «efecto 
mínimo»7, no tiene como efecto inmediato la entrada en 
vigor del tratado en las relaciones entre ambos Estados8 
—como ocurre con la aceptación—, no se opone a que 
dicha entrada en vigor se produzca.

8. No obstante, sólo se trata de una presunción, que 
puede ser revertida por el autor de la objeción. En efecto, 
el artículo 20, párr. 4, apdo. b, de la Convención de Viena 
de 1986 continúa del siguiente modo: «a menos que el 
Estado o la organización autor de la objeción manifieste 
inequívocamente la intención contraria». Por tanto, el 
autor de la objeción también puede optar por que no exista 
ninguna relación convencional con el autor de la reserva, 
siempre que lo haga «inequívocamente».

9. El sistema establecido por las Convenciones de Viena 
corresponde a la solución adoptada por la CIJ desde su ya 
mencionada opinión consultiva Réserves à la convention 
pour la prévention et la répression du crime de génocide, 
según la cual:

Cada Estado que formula una objeción a una reserva […] puede o no 
considerar al Estado autor de la reserva como parte en la Convención9.

10. El sentido de la presunción no deja de ser sorpren-
dente. Tradicionalmente, en relación directa con el prin-
cipio del consensualismo, la objeción tenía como efecto 
inmediato que el Estado autor de la reserva no podía 
aspirar a la condición de Estado parte en el tratado10, 
lo que acostumbra a calificarse de efecto «máximo» de 
la objeción. Esta solución se imponía en el sistema de 
unanimidad, en el que incluso una sola objeción impedía 
el consentimiento unánime de los demás Estados con-
tratantes; no se admitía ninguna excepción. El Estado 
autor de la reserva debía forzosamente retirar o modifi-
car su reserva para llegar a ser parte en el tratado. Esta 
norma era tan evidente que los primeros Relatores Espe-
ciales de la Comisión, que se atenían al sistema de la 
unanimidad, ni siquiera la formularon en sus proyectos 
sucesivos.

11. La «revolución» introducida por el sistema «flexi-
ble» preconizado por el Sr. Waldock11 no le llevó sin 
embargo a renunciar al principio tradicional según el cual 

7 Anuario… 2003, vol. II (primera parte), pág. 53, párr. 95. Véase 
también Riquelme Cortado, Las reservas a los tratados. lagunas y 
ambigüedades del Régimen de Viena, págs. 279 y 280; y Horn, Reser-
vations and Interpretative Declarations to Multilateral Treaties, 
págs. 170 a 172.

8 Dado que el tratado está ya en vigor o llega a estarlo por la adhe-
sión del Estado autor de la aceptación (véanse las directrices 4.2.1 a 
4.2.3 y Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 
y Add.1 y 2, párrs. 239 a 252).

9 Véase la nota 2 supra.
10 Imbert, Les réserves aux traités multilatéraux, págs. 155 y 260.
11 Pellet, «Article 19», págs. 664 a 668, párrs. 44 a 55.

la objeción «impedirá la entrada en vigor del tratado»12. 
El Relator Especial tampoco admitía ninguna diferencia 
importante en relación con el sistema tradicional, ya que 
consideraba que la objeción sólo tenía un efecto relativo: 
en lugar de impedir que el Estado autor de la reserva lle-
gara a ser parte en el tratado, sólo estaba llamada a entrar 
en juego en las relaciones entre el Estado que había for-
mulado la reserva y el Estado autor de la objeción13.

12. No obstante, a fin de acercar el proyecto a la solu-
ción adoptada en la opinión consultiva Réserves à la 
convention pour la prévention et la répression du crime 
de génocide de la CIJ14 y a raíz de las críticas y dudas 
expresadas por numerosos miembros de la Comisión15, la 
solución radical propuesta por el Sr. Waldock fue abando-
nada en aras de una mera presunción en favor del efecto 
máximo, con la posibilidad de optar por el efecto mínimo. 
Así, el proyecto de artículo 20, párr. 2, apdo. b, aprobado 
en primera lectura, establecía:

Toda objeción hecha a una reserva por un Estado que la considere 
incompatible con el objeto y finalidad del tratado impedirá la entrada 
en vigor del tratado entre el Estado que hubiere formulado la reserva 
y el que hubiere formulado la objeción, salvo que este último hubiere 
manifestado la intención contraria16.

13. Sin embargo, durante la discusión en la Sexta 
Comisión de la Asamblea General, Checoslovaquia y 
Rumania defendieron que se invirtiera la presunción a fin 
de que la norma contribuyera más «a ampliar las relaciones 
convencionales entre los Estados e [impidiera] la forma-
ción, poco deseable, de una solución de continuidad en los 
lazos jurídicos que unen a los Estados»17. No obstante, pese 
a las intervenciones favorables de ciertos miembros de la 
CDI durante el examen en segunda lectura del proyecto18, 
esta postura no se reprodujo en el proyecto final de la CDI.

14. Sin embargo, la cuestión volvió a plantearse con 
motivo de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho de los Tratados. Las propuestas de Checoslova-
quia19, la República Árabe Siria20 y la Unión de Repúblicas 

12 Véase el proyecto de artículo 19, párr. 4, apdo. c, presentado por 
el Sr. Waldock en 1962, en su primer informe sobre el derecho de los 
tratados, Anuario… 1962, vol. II, pág. 71. Por lo demás, esta solución 
suele presentarse como la única basada en el sentido común. Véase, por 
ejemplo, Reuter, Introduction au droit des traités, pág. 75, párr. 132.

13 Sobre este extremo, véanse también los comentarios de la 
Comisión al proyecto de artículo 20, párr. 2, apdo. b, en Anuario… 1962, 
vol. II, pág. 209, párr. 23.

14 Véase la nota 2 supra.
15 Véanse especialmente las declaraciones de los Sres. Tunkin 

(Anuario… 1962, vol. I, 653.a sesión, pág. 168, párr. 26, y 654.a sesión, 
pág. 174, párr. 11); Rosenne (ibíd., 653.a sesión, párr. 30); Jiménez de 
Aréchaga (ibíd., pág. 170, párr. 48); de Luna (ibíd., pág. 172, párr. 66) 
y Yasseen (ibíd., 654.a sesión, pág. 173, párr. 6). El Relator Especial, 
Sr. Waldock, también se mostró favorable a introducir la presunción 
(ibíd., págs. 174 y 175, párrs. 17 y 20).

16 Ibíd., vol. II, pág. 203 y pág. 209, párr. 23.
17 Véase el resumen de las observaciones de Checoslovaquia y 

Rumania en Anuario… 1965, vol. II, pág. 50.
18 Véanse las intervenciones de los Sres. Tunkin (ibíd., vol. I, 

799.a sesión, pág. 174, párr. 39) y Lachs (ibíd., 813.a sesión, pág. 278, 
párr. 62).

19 A/CONF.39/C.1/L.85, en Documentos Oficiales de la Conferen-
cia de las Naciones Unidas sobre el Derecho de los Tratados, períodos 
de sesiones primero y segundo, Viena, 26 de marzo a 24 de mayo de 
1968 y 9 de abril a 22 de mayo de 1969, Documentos de la Conferen-
cia, A/CONF.39/11/Add.2 (publicación de las Naciones Unidas, n.º de 
venta: S.70.V.5), pág. 146.

20 A/CONF.39/C.1/L.94, ibíd.
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Socialistas Soviéticas21 tenían por objeto invertir la pre-
sunción establecida por la Comisión. Aunque calificada 
de anodina por algunas delegaciones22, esta inversión de 
la presunción constituía una modificación considerable 
de la propia lógica del mecanismo de la aceptación y la 
objeción23. Fue justamente ese motivo lo que justificó el 
rechazo del principio de la inversión de la presunción en 
196824. Sin embargo, durante el segundo período de sesio-
nes de la Conferencia, la Unión de Repúblicas Socialistas 
Soviéticas volvió a presentar una enmienda profusamente 
argumentada en este sentido25 insistiendo en el derecho 
soberano de cada Estado de formular reservas y apoyán-
dose en la opinión consultiva Réserves à la convention 
pour la prévention et la répression du crime de génocide 
de la CIJ26. Esa enmienda fue finalmente aprobada27 y la 
presunción del artículo 20, párr. 4, apdo. b, de la Conven-
ción quedó invertida en relación con la propuesta por la 
Comisión.

15. Las dificultades con que tropezó la Conferencia para 
aceptar la enmienda de la Unión de Repúblicas Socialistas 
Soviéticas indican claramente que la inversión de la pre-
sunción distaba de ser tan anodina como había afirmado 
el Sr. Waldock, que ejerció la función de consultor técnico 
durante la Conferencia. En efecto, el problema no se limita 
en modo alguno a «formular una norma de una manera o 
de otra»28: en particular, esta nueva fórmula se encuentra 
en el origen de las dudas que a menudo se expresan en 
relación con la función de la objeción y las diferencias 
reales que existen entre la aceptación y la objeción29.

16. En cualquier caso, la presunción nunca se ha cues-
tionado desde la aprobación de la Convención de Viena de 
1969. Durante la elaboración de la Convención de Viena 
de 1986, la Comisión se limitó pura y simplemente a 

21 A/CONF.39/C.1/L.115, ibíd., pág. 143, párr. 175, apdo. a.
22 Por ejemplo, la República Árabe Unida consideraba que esas 

enmiendas planteaban una cuestión meramente formal (ibíd., primer 
período de sesiones, Viena, 26 de marzo a 24 de mayo de 1968, Actas 
resumidas de las sesiones plenarias y de las sesiones de la Comisión 
Plenaria, A/CONF.39/11 (publicación de las Naciones Unidas, n.º de 
venta: S.68.V.7), 24.a sesión, pág. 140, párr. 24).

23 Véase la intervención a este respecto de Suecia, que subrayaba 
que «la fórmula de la Comisión de Derecho Internacional puede tener 
la ventaja de disuadir a los Estados de que formulen reservas» (ibíd., 
22.a sesión, pág. 129, párr. 35). Polonia expresó su apoyo a las enmien-
das precisamente porque tendían a favorecer la formulación de reservas 
y el establecimiento de un vínculo contractual (ibíd., pág. 130, párr. 44), 
lo que, en opinión de la Argentina, «sería excederse en la aplicación del 
criterio de la flexibilidad» (ibíd., 24.a sesión, pág. 143, párr. 43).

24 Ibíd., 25.a sesión, pág. 149, párrs. 35 y ss.
25 A/CONF.39/L.3, ibíd., períodos de sesiones primero y segundo, 

Viena, 26 de marzo a 24 de mayo de 1968 y 9 de abril a 22 de mayo de 
1969, Documentos de la Conferencia, A/CONF.39/11/Add.2, págs. 283 
y 284.

26 Especialmente en relación con la respuesta a la segunda cuestión, 
en la que la Corte afirmaba que el Estado autor de una objeción «puede, 
de hecho, considerar que el Estado que ha formulado esa reserva es 
parte en la Convención» (C.I.J. Recueil 1951, pág. 30).

27 Por 49 votos contra 21 y 30 abstenciones (Documentos Oficia-
les de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho de 
los Tratados, segundo período de sesiones, Viena, 9 de abril a 22 de 
mayo de 1969, Actas resumidas de las sesiones plenarias y de las sesio-
nes de la Comisión Plenaria, A/CONF.39/11/Add.1 (publicación de 
las Naciones Unidas, n.º de venta: S.70.V.6), décima sesión plenaria, 
pág. 37, párr. 79).

28 Ibíd., pág. 36, párr. 74. Véase también Imbert, op. cit., págs. 156 
y 157.

29 Horn, op. cit., págs. 172 y 173.

transponerla. Por consiguiente, no parece posible ni real-
mente necesario que, en el marco de los trabajos sobre 
las reservas a los tratados, se deshaga el compromiso 
alcanzado in extremis durante la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho de los Tratados, por 
singular que sea. Según la presunción que actualmente 
forma parte del derecho internacional positivo, la norma 
sigue siendo que la objeción no impide la entrada en vigor 
del tratado, a menos que no exista ninguna relación con-
vencional entre el autor de la objeción y el de la reserva.

b. El efecto de una objeción de efecto máximo: exclu-
sión de las relaciones convencionales entre el autor 
de la objeción y el autor de la reserva

17. El artículo 20, párr. 4, apdo. b, de las Convencio-
nes de Viena no deja ninguna duda sobre el efecto que 
produce una objeción acompañada de la intención mani-
festada inequívocamente de no aplicar el tratado entre el 
autor de la objeción y el autor de la reserva conforme a la 
directriz 2.6.8 (Manifestación de la intención de impedir 
la entrada en vigor del tratado)30. En ese caso, la objeción 
produce su «efecto máximo».

18. Esta norma es objeto de la directriz 4.3.4, que repro-
duce, en lo esencial, los términos del artículo 20, párr. 4, 
apdo. b, de la Convención de Viena de 1986:

4.3.4 No entrada en vigor del tratado entre el autor de 
la reserva y el autor de una objeción de efecto máximo

La objeción hecha por un Estado contratante o por una 
organización contratante a una reserva válida no impedirá 
la entrada en vigor del tratado entre el Estado o la orga-
nización internacional que haya hecho la objeción y el 
Estado o la organización autor de la reserva, a menos que 
el Estado o la organización autor de la objeción manifieste 
inequívocamente la intención contraria [, conforme a la 
directriz 2.6.8].

19. La expresión entre corchetes tiene por objeto remi-
tir a una directriz estrechamente relacionada con ella. No 
obstante, esta precisión podría incluirse únicamente en el 
texto del comentario.

20. Como indicó la Comisión en el comentario de la 
directriz 2.6.8, las Convenciones de Viena no especifican 
el momento en el que el autor de la objeción debe mani-
festar la intención de oponerse a la entrada en vigor del 
tratado31. No obstante, la Comisión estimó que, de con-
formidad con la presunción establecida en el artículo 20, 
párr. 4, apdo. b, de las Convenciones de Viena, una obje-
ción que no va acompañada de la manifestación inequí-
voca de esa intención no impide la entrada en vigor del 
tratado entre el autor de la objeción y el autor de la reserva 
ni, en ciertos casos, la entrada en vigor del propio tra-
tado. Este efecto jurídico no puede cuestionarse por la 

30 Esta directriz está redactada del siguiente modo: «Cuando un 
Estado o una organización internacional que hace una objeción a una 
reserva quiera impedir la entrada en vigor del tratado entre ese Estado o 
esa organización y el Estado o la organización internacional autor de la 
reserva, deberá manifestar inequívocamente esa intención antes de que 
de otro modo el tratado entre en vigor entre ellos» (Anuario… 2008, 
vol. II (segunda parte), párr. 123).

31 Ibíd., párr. 4 del comentario a la directriz 2.6.8.
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formulación posterior de la intención contraria. Por lo 
demás, esta idea ya ha sido expresada en la directriz 2.6.8, 
que dispone que la intención de oponerse a la entrada 
en vigor del tratado debe manifestarse «antes de que de 
otro modo el tratado entre en vigor entre [el autor de la 
objeción y el autor de la reserva]»32. En cualquier caso, 
esta directriz se refiere al procedimiento de formulación 
de la intención que debe seguirse y no a sus efectos; tal 
vez sea útil recordar este principio en la parte de la Guía 
de la práctica relativa al efecto jurídico de una objeción 
de efecto máximo. Sin embargo, la directriz 4.3.4 utiliza 
la expresión «no impedirá la entrada en vigor», lo que 
implica que el tratado no está en vigor entre el autor de la 
reserva y el autor de la objeción cuando ésta se formula.

21. En concreto, la no entrada en vigor del tratado entre 
el autor de la reserva y el autor de la objeción tiene como 
consecuencia que no exista ninguna relación convencio-
nal entre ellos, incluso si, como suele ser el caso, uno y 
otro pueden ser considerados partes contratantes en el tra-
tado en el sentido de las Convenciones de Viena. El mero 
hecho de que una parte rechace la reserva y no desee estar 
vinculada por las disposiciones del tratado en sus relacio-
nes con el autor de la reserva no implica necesariamente 
que este último no pueda pasar a ser parte contratante con-
forme a la directriz 4.2.1. En efecto, en el marco del régi-
men general, basta con que otro Estado u otra organización 
internacional acepte expresa o tácitamente la reserva para 
que el autor de ésta sea considerado parte contratante en 
el tratado. La falta de relación convencional entre el autor 
de la objeción de efecto máximo y el autor de la reserva 
sólo produce, a priori, efectos entre ellos33.

c. El efecto de las demás objeciones en la entrada en 
vigor del tratado

22. En cualquier caso, a falta de manifestación inequí-
voca de la intención contraria, una objeción —que puede 
calificarse de «simple»— a una reserva válida no implica 
ipso facto la entrada en vigor del tratado entre el autor 
de la reserva y el autor de la objeción, como ocurre con 
las aceptaciones. Eso constituye, por lo demás, una de las 
diferencias fundamentales entre la objeción y la acepta-
ción, lo que, junto a otras consideraciones, permite afirmar 
que la objeción no es «el equivalente de la aceptación», 
como a menudo se ha sostenido y se sostiene34. Según el 

32 Véase la nota 30 supra, e ibíd., párr. 5 del comentario a la 
directriz 2.6.8.

33 La CIJ reconoció en su opinión consultiva Réserves à la con-
vention pour la prévention et la répression du crime de génocide que  
«[t]al decisión normalmente sólo tendrá efectos en las relaciones entre 
el Estado autor de la reserva y el que ha formulado una objeción al res-
pecto» (C.I.J. Recueil 1951, pág. 26). Véase, no obstante, el párrafo 27 
infra.

34 Véanse la intervención del Sr. Yasseen (Anuario… 1965, vol. I, 
814.a sesión, pág. 282, párr. 5) y las dudas expresadas por el Sr. Tsu-
ruoka (ibíd., 800.a sesión, pág. 181, párr. 40); Koh, «Reservations to 
Multilateral Treaties: How International Legal Doctrine Reflects World 
Vision», pág. 102; Coccia, «Reservations to multilateral treaties on 
human rights», pág. 35; Gaja, «Unruly treaty reservations», págs. 326 a 
329; Klabbers, «Accepting the Unacceptable? A New Nordic Approach 
to Reservations to Multilateral Treaties», pág. 181; Ruda, «Reserva-
tions to treaties», págs. 198 y 199; Sucharipa-Behrmann, «The legal 
effects of reservations to multilateral treaties», pág. 74; y Zemanek, 
«Some unresolved questions concerning reservations in the Vienna 
Convention on the Law of Treaties», págs. 332 y 333. Véase también 
el primer informe sobre la ley y la práctica en materia de reservas a los 
tratados, Anuario… 1995, vol. II (primera parte), pág. 158, párr. 123.

tenor del artículo 20, párr. 4, apdo. b, de la Convención 
de Viena de 1986, que se reproduce en la directriz 4.3.4, 
una objeción de ese tipo «no impedirá la entrada en vigor 
del tratado entre el Estado o la organización internacional 
que haya hecho la objeción y el Estado o la organización 
autor de la reserva». De todos modos, si bien tal objeción 
no impide la entrada en vigor del tratado, no afecta a la 
cuestión de si el autor de la reserva pasa o no a ser parte 
contratante en el tratado y no lleva necesariamente apa-
rejado que el tratado entre en vigor entre el autor de la 
objeción y el autor de la reserva.

23. Ese efecto —o más bien esa falta de efecto— de la 
objeción simple en el establecimiento y la existencia de 
una relación convencional entre su autor y el autor de la 
reserva se desprende directamente de la redacción del ar-
tículo 20, párr. 4, apdo. b, de las Convenciones de Viena, 
como a veces recuerdan los Estados cuando formulan 
una objeción. La objeción hecha por los Países Bajos a la 
reserva formulada por los Estados Unidos al Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos constituye un 
ejemplo particularmente esclarecedor:

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 21 de la 
Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, las presentes 
objeciones no constituyen un obstáculo para la entrada en vigor del 
Pacto entre el Reino de los Países Bajos y los Estados Unidos35.

En este caso, los Países Bajos estimaron útil recordar que 
su objeción no constituye un obstáculo para la entrada en 
vigor del tratado en relación con los Estados Unidos y 
que, si el tratado entra en vigor, su relación convencional 
deberá determinarse conforme al artículo 21, párr. 3, de la 
Convención de Viena de 1969.

24. Ese efecto —o falta de efecto— de una objeción 
simple en la entrada en vigor del tratado podría enun-
ciarse en la directriz 4.3.1, que, al margen de algunos 
ajustes meramente formales, reproduce fielmente los tér-
minos del artículo 20, párr. 4, apdo. b, de la Convención 
de Viena de 1986:

4.3.1 Efecto de la objeción en la entrada en vigor del 
tratado entre su autor y el autor de la reserva

La objeción hecha por un Estado contratante o por una 
organización contratante a una reserva válida no impedirá 
la entrada en vigor del tratado entre el Estado o la orga-
nización internacional que haya hecho la objeción y el 
Estado o la organización autor de la reserva, con la excep-
ción del caso previsto en la directriz 4.3.4.

25. Para que el tratado entre efectivamente en vigor entre 
el autor de la objeción y el autor de la reserva es necesario 
y suficiente que el tratado haya entrado en vigor y que el 
autor de la reserva y el autor de la objeción sean partes 
contratantes en él. Dicho de otro modo, la reserva debe 
hacerse efectiva mediante la aceptación de otro Estado u 
otra organización internacional, en el sentido de la direc-
triz 4.2.1. Por consiguiente, dejando de lado el supuesto 
previsto en la directriz 4.3.2, la entrada en vigor efectiva 
del tratado entre el autor de la reserva y el autor de una 

35 Traités multilatéraux déposés auprès du Secrétaire général – État 
au 1er avril 2009 (publicación de las Naciones Unidas, n.º de venta: 
F.09.V.3) (ST/LEG/SER.E/26), cap. IV.4.
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objeción a esa reserva no depende de la propia objeción, 
sino de la efectividad de la reserva; tal efectividad escapa 
completamente al autor de la objeción.

26. En concreto, un tratado que está sometido al régimen 
general de consentimiento establecido en el artículo 20, 
párr. 4, de las Convenciones de Viena sólo entra en vigor 
para el Estado o la organización internacional que formula 
la reserva si ésta ha sido aceptada al menos por otra parte 
contratante (conforme al artículo 20, párr. 4, apdo. c, de las 
Convenciones de Viena). Sólo si la reserva se hace efectiva 
de este modo podrá establecerse una relación convencional 
entre el autor de la reserva y el autor de una objeción sim-
ple. No obstante, esta relación convencional está sometida 
a las restricciones del artículo 21, párr. 3, de las Conven-
ciones de Viena36. La directriz 4.3.2 se propone aclarar el 
momento en que el tratado entra efectivamente en vigor 
entre el autor de la objeción y el autor de la reserva:

4.3.2 Entrada en vigor del tratado entre el autor de la 
reserva y el autor de la objeción

El tratado entrará en vigor entre el autor de la reserva 
y el Estado contratante o la organización contratante que 
haya hecho la objeción una vez que el tratado entre en 
vigor y el autor de la reserva pase a ser parte contratante 
conforme a la directriz 4.2.1.

27. No obstante, la situación varía cuando, por un motivo 
u otro, la reserva sólo se hace «efectiva» si las partes con-
tratantes la aceptan unánimemente, como sucede, por 
ejemplo, con los tratados de participación restringida37. 
En tal caso, cualquier objeción —simple o calificada— 
tiene efectos mucho más importantes en la cuestión de 
la entrada en vigor del tratado en las relaciones entre 
todas las partes contratantes, por un lado, y el autor de la 
reserva, por otro. En efecto, la objeción impide la efectivi-
dad de la reserva como tal. Aunque el artículo 20, párr. 4, 
apdo. b, de las Convenciones de Viena fuera aplicable a 
este caso concreto —lo que dista de ser seguro si se tiene 
en cuenta el encabezamiento de este párrafo38— la reserva 
no sería efectiva y, por consiguiente, el autor de la reserva 
nunca podría pasar a ser parte contratante. En ese caso, la 
objeción —simple o calificada— constituye un obstáculo 
insuperable para el autor de la reserva y para que todas las 
partes contratantes establezcan relaciones convencionales 
con el autor de la reserva. Sólo el retiro de la reserva o de 
la objeción puede desbloquear esta situación.

28. Aunque esta solución se desprende ya de las direc-
trices 4.1.2 y 4.2.1, no es ocioso recordar este importante 
efecto de la objeción a una reserva cuando se requiere la 
aceptación unánime:

4.3.3 No entrada en vigor del tratado para el autor de 
la reserva cuando se requiere la aceptación unánime

Si la aceptación unánime es necesaria para la efec-
tividad de la reserva, la objeción hecha por un Estado 

36 Véanse los párrafos 31 a 64 infra.
37 En «los casos no previstos en los párrafos precedentes y a menos 

que el tratado disponga otra cosa»; véase Anuario… 2009, vol. II (pri-
mera parte), documento A/CN.4/614 y Add.1 y 2, párrs. 223 a 233.

38 «En los casos no previstos en los párrafos precedentes y a menos 
que el tratado disponga otra cosa:».

contratante o por una organización contratante a una 
reserva válida impedirá la entrada en vigor del tratado 
para el Estado o la organización autor de la reserva.

29. Por lo demás, puede plantearse el caso de que un 
Estado o una organización miembro de una organización 
internacional formule una objeción a una reserva hecha 
por otro Estado u otra organización internacional al acto 
constitutivo de la organización. No obstante, tal objeción, 
con independencia de su contenido, carece de todo efecto 
jurídico. La Comisión aprobó ya la directriz 2.8.11 (Reac-
ción de un miembro de una organización internacional a 
una reserva al instrumento constitutivo), según la cual:

La directriz 2.8.7 no excluye que los Estados o las organizaciones 
internacionales miembros de una organización internacional tomen 
posición sobre la validez o la oportunidad de una reserva al instrumento 
constitutivo de la organización. Tal posicionamiento carece en sí mismo 
de efectos jurídicos39.

ii) El contenido de las relaciones convencionales entre 
el autor de la reserva y el autor de la objeción

30. El abanico de posibles efectos de una objeción es 
bastante amplio40. La no aplicación pura y simple del tra-
tado entre el autor de la reserva y el autor de la objeción 
es el supuesto más simple (objeción de efecto máximo 
(secc. d infra)), aunque actualmente no es sino un caso 
marginal, sobre todo debido a la inversión de la presun-
ción del artículo 20, párr. 4, apdo. b, de las Convenciones 
de Viena41. Hoy día, la inmensa mayoría de las objeciones 
está destinada a producir efectos muy distintos: el Estado 
que objeta no se opone a la entrada en vigor del tratado 
en relación con el autor de la reserva, sino que su inten-
ción es modular la relación convencional adaptándola a 
sus propias posiciones. Conforme al artículo 21, párr. 3, 
de las Convenciones de Viena, esta relación se traduce en 
principio en la no aplicación parcial del tratado (objeción 
de efecto mínimo (secc. a infra)). Sin embargo, la práctica 
de los Estados ha desarrollado otras formas de objeción 
cuyos efectos se alejan de los previstos en el artículo 21, 
párr. 3, de las Convenciones de Viena, bien porque exclu-
yen la aplicación de ciertas disposiciones del tratado a 
las que (como tales) no se refiere la reserva (objeción de 
efecto intermedio (secc. b infra)), bien porque pretenden 
que el tratado se aplique sin ninguna modificación (obje-
ción de efecto supermáximo (secc. c infra)).

a. El efecto de la objeción de efecto mínimo en las 
relaciones convencionales

31. En el marco del sistema tradicional de la unanimi-
dad era inconcebible que una objeción pudiera tener cual-
quier efecto que no fuera la no participación del autor de 
la reserva en el tratado42: la objeción ponía en peligro la 

39 Para los comentarios de esta directriz, véase Anuario… 2009, 
vol. II (segunda parte), párr. 84. La directriz 2.8.7 (Aceptación de una 
reserva al instrumento constitutivo de una organización internacional) 
estipula lo siguiente: «Cuando el tratado sea un instrumento constitu-
tivo de una organización internacional y a menos que en él se disponga 
otra cosa, una reserva exigirá la aceptación del órgano competente de 
esa organización».

40 Véase el párrafo 1 supra.
41 Véase Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/

CN.4/614 y Add.1 y 2, párr. 192, y los párrafos 7 a 16 supra.
42 Véase Greig, «Reservations: equity as a balancing factor?», 

pág. 146; y Horn, op. cit., pág. 170.
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unanimidad e impedía que el Estado autor de la reserva 
pasara a ser parte en el tratado. Ante lo que a la sazón 
se presentaba como una evidencia, ni los Sres. Brierly ni 
Fitzmaurice discutieron los efectos de las objeciones a las 
reservas, y el Sr. Lauterpacht apenas los mencionó en sus 
propuestas de lege ferenda43.

32. En su primer informe, el Sr. Waldock tampoco 
estimó necesario interesarse por la cuestión de los efectos 
de una objeción a una reserva. Ello se explica porque en 
virtud de su proyecto de artículo 19, párr. 4, apdo. c, la 
objeción impedía que el tratado entrara en vigor en las 
relaciones bilaterales entre el Estado autor de la reserva 
y el Estado objetante44. Pese al cambio de esta solución 
categórica por una simple presunción, el proyecto de 
artículos aprobado en primera lectura guardaba silencio 
sobre los efectos concretos de una objeción que no impi-
diera la entrada en vigor del tratado entre su autor y el 
Estado autor de la reserva. En cualquier caso, a pocos 
Estados les preocupó este silencio45.

33. Sin embargo, la observación formulada por los Esta-
dos Unidos46 atrajo la atención del Relator Especial y de 
la Comisión sobre este problema. Aunque el estableci-
miento de relaciones convencionales pese a la existencia 
de una objeción fuera considerado, acertadamente en ese 
momento, como un caso «poco corriente»47, los Esta-
dos Unidos estimaron que era necesario contemplar ese 
tipo de situaciones y propusieron incluir un párrafo nuevo 
con el siguiente tenor:

Cuando un Estado rechazara u objetare una reserva pero se conside-
rare en relaciones convencionales con el Estado que la hubiere formu-
lado, las disposiciones objeto de la reserva no se aplicarán entre los dos 
Estados48.

34. Las explicaciones de los Estados Unidos conven-
cieron al Sr. Waldock en cuanto a la necesidad «lógica» 
de integrar ese supuesto en el proyecto de artículo 21. El 
Relator Especial propuso un nuevo párrafo, redactado 
de forma sensiblemente diferente a la propuesta de los 
Estados Unidos:

Cuando un Estado opusiere objeciones a la reserva de otro Estado, pero 
a pesar de ello los dos Estados se consideraren recíprocamente obli-
gados por el tratado, la disposición a que se refiere la reserva no se 
aplicará en las relaciones entre esos dos Estados49.

Por lo demás, la CIJ se pronunció en el mismo sentido en 
1951 en su opinión consultiva Réserves à la convention 
pour la prévention et la répression du crime de génocide:

Por último, es posible que un Estado, sin invocar que una reserva es 
incompatible con el objeto y el fin de la Convención, formule no obs-
tante una objeción contra ella, pero que exista un acuerdo entre dicho 

43 Proyectos alternativos C y D de artículo 9, primer informe sobre 
el derecho relativo a los tratados, Yearbook of the International Law 
Commission 1953, vol. II, pág. 92. En español, véase el documento  
A/CN.4/63, págs. 9 y 10.

44 Véase el párrafo 11 supra.
45 Sólo dos Estados plantearon claramente el problema: Dina-

marca (Anuario… 1965, vol. II, pág. 47) y los Estados Unidos 
(ibíd., págs. 49 y 57).

46 Ibíd., pág. 57.
47 Ibíd.
48 Ibíd.
49 Ibíd., pág. 58, párr. 3 de las observaciones y propuestas del Rela-

tor Especial sobre el artículo 21.

Estado y el autor de la reserva en virtud del cual la Convención entre 
en vigor entre ellos, con la excepción de las cláusulas afectadas por la 
reserva50.

35. La Comisión mantuvo una animada discusión sobre 
el proyecto de párrafo 3. El Sr. Castrén fue el único que 
sostuvo que el supuesto de una reserva contra la que se 
había formulado una objeción simple estaba suficiente-
mente regulado por el párrafo 1, apdo. b, del proyecto 
de artículo 2151. La mayoría de los miembros52 estimaba 
necesario, e incluso «indispensable»53, introducir una 
disposición «para evitar situaciones confusas»54. Sin 
embargo, los miembros de la Comisión permanecieron 
divididos sobre la explicación del efecto previsto por el 
nuevo párrafo propuesto por los Estados Unidos y por el 
Relator Especial: mientras que la propuesta del Sr. Wal-
dock hacía hincapié en el fundamento consensual de la 
relación convencional establecida pese a la objeción, la 
disposición propuesta por los Estados Unidos parecía 
implicar que el efecto previsto sólo se desprendía del acto 
unilateral del Estado objetante, es decir, de la objeción, 
sin que el Estado autor de la reserva tuviera verdadera-
mente posibilidad de elegir. Las dos tesis encontraron par-
tidarios en el seno de la Comisión55.

36. Sin embargo, el texto finalmente aprobado por la 
Comisión por unanimidad56 es muy neutro e indica cla-
ramente que la cuestión no quedó zanjada en el seno de 
la Comisión. En efecto, el Relator Especial consideró que 
podía «admitir las dos tesis acerca del párrafo que se aña-
diría» dado que «el efecto práctico de ambas versiones 
sería aproximadamente el mismo y en esa situación con-
creta ambos Estados estarían sin duda dispuestos a consi-
derar en vigor entre ellos el tratado sin las disposiciones 
objeto de la reserva»57.

37. En la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
el Derecho de los Tratados, el párrafo 3 de lo que más 
tarde se convirtió en artículo 21 apenas suscitó problemas 
durante los debates, con excepción de algunos cambios 
desafortunados, que la Conferencia rectificó con bastante 
rapidez.

38. Sin embargo, el episodio reviste cierto interés para 
comprender el artículo 21, párr. 3. El Comité de Re- 
dacción de la Conferencia, presidido por el Sr. Yasseen 
—quien en el seno de la Comisión había expresado dudas 
sobre la distinción entre la aceptación y la objeción en lo 
que respecta a sus efectos respectivos en las relaciones 

50 C.I.J. Recueil 1951, pág. 27. 
51 Anuario… 1965, vol. I, 800.a sesión, pág. 179, párr. 15.
52 Sres. Ruda (ibíd., párr. 13); Ago (ibíd., 814.a sesión, pág. 282, 

párrs. 7 y 11); Tunkin (ibíd., párr. 8) y Briggs (págs. 282 y 283, párr. 14).
53 Véase la intervención del Sr. Ago (ibíd., pág. 282, párr. 7).
54 Ibíd.
55 Los Sres. Yasseen (ibíd., 800.a sesión, pág. 179, párr. 7, y pág. 180, 

párrs. 21 a 23 y 26), Tunkin (ibíd., párr. 18) y Pal (ibíd., párr. 24) 
expresaron las mismas dudas que el Relator Especial (ibíd., pág. 181, 
párr. 31); por el contrario, el Sr. Rosenne, apoyado por el Sr. Ruda 
(ibíd., pág 179, párr. 13), consideró que el «enfoque unilateral dado por 
los Estados Unidos a la situación que han planteado en relación con el 
párrafo 2 se ajusta más a la estructura general de las disposiciones de la 
Comisión sobre reservas y es preferible a la fórmula de reciprocidad del 
Relator Especial» (ibíd., pág. 179, párr. 10).

56 Ibíd., 816.a sesión, pág. 296.
57 Ibíd., 800.a sesión, pág. 181, párr. 31.
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convencionales58—, propuso un texto modificado del ar-
tículo 21, párr. 3, con el fin de tener en cuenta la nueva 
presunción en favor del efecto mínimo de la objeción 
aprobado a raíz de la enmienda de la Unión de Repúblicas 
Socialistas Soviéticas. Según esa enmienda:

Cuando un Estado que haya objetado a una reserva no se oponga a 
la entrada en vigor del tratado entre él y el Estado autor de la reserva, 
ésta tendrá los efectos indicados en los párrafos 1 y 259.

De lo anterior se desprendía con claridad que la objeción 
simple producía supuestamente el mismo efecto que una 
aceptación. Aunque esta disposición fue aprobada por la 
Conferencia60, varios días antes del fin de ésta se presentó 
una enmienda conjunta de la India, el Japón, los Países 
Bajos y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas61 
destinada a sustituir el final de la frase por el texto inicial-
mente propuesto por la Comisión con el fin de restablecer 
la distinción entre los efectos de una objeción y de una 
aceptación.

39. La enmienda conjunta fue introducida en el texto 
por el Comité de Redacción y aprobada por la Conferen-
cia62. El Sr. Yasseen explicó que

[c]onviene hacer una distinción entre el caso en que un Estado formula 
una objeción a una reserva aceptando no obstante que el tratado entre en 
vigor y el caso en que se acepta la reserva formulada63. 

40. Por lo tanto, los trabajos preparatorios no dejan nin-
guna duda de que el punto de vista según el cual la ins-
titución de las objeciones carece a fin de cuentas de todo 
efecto específico es incómodo, dado que dicha institución 
fue concebida por los redactores de la Convención de 
Viena como el instrumento mediante el cual las partes en 
un tratado se protegían contra reservas indeseables64. El 
restablecimiento del texto inicialmente propuesto por la 
Comisión devuelve a la objeción su auténtico significado 
y sus verdaderos efectos y pone coto a las vías doctrina-
les que cuestionan la especificidad de la institución de la 
objeción en relación con la de la aceptación65.

41. No obstante, el párrafo 3 del artículo 21 de la Con-
vención de 1969 no fue fruto de una labor de codificación 
stricto sensu cuando fue aprobado por la Comisión y pos-
teriormente por la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho de los Tratados. Fue incorporado por la 
Comisión «con el fin de no dejar lagunas»66, pero no como 

58 Ibíd., 814.a sesión, pág. 282, párr. 5.
59 Documentos Oficiales de la Conferencia de las Naciones Unidas 

sobre el Derecho de los Tratados, segundo período de sesiones, Viena, 
9 de abril-22 de mayo de 1969, Actas resumidas de las sesiones plena-
rias y de las sesiones de la Comisión Plenaria (A/CONF.39/11/Add.1), 
11.a sesión plenaria, pág. 38.

60 Por 94 votos contra ninguno (ibíd., párr. 10). 
61 A/CONF.39/L.49, en ibíd., períodos de sesiones primero y 

segundo, Viena, 26 de marzo a 24 de mayo de 1968 y 9 de abril a 22 de 
mayo de 1969, Documentos de la Conferencia, A/CONF.39/11/Add.2, 
pág. 295.

62 Ibíd., segundo período de sesiones, Viena, 9 de abril-22 de mayo 
de 1969, Actas resumidas de las sesiones plenarias y de las sesiones 
de la Comisión Plenaria (A/CONF.39/11/Add.1), 33.a sesión plenaria, 
pág. 192, párr. 12.

63 Ibíd., pág. 191, párr. 2.
64 Horn, op. cit., págs. 173 y 174.
65 Véanse las referencias doctrinales citadas en la nota 34 supra.
66 Anuario… 1966, vol. II, pág. 229, párr. 2 del comentario del pro-

yecto de artículo 19.

norma consuetudinaria67. Aunque este párrafo 3 fue ela-
borado un tanto precipitadamente por la Comisión y dio 
lugar a discusiones y propuestas de modificación hasta 
los últimos días de la Conferencia, ciertos miembros de la 
Comisión, durante los trabajos preparatorios del proyecto 
de lo que posteriormente sería la Convención de Viena 
de 1986, consideraron que esta disposición era clara68 y 
aceptable69. Esa pareció ser la posición de la Comisión 
en su conjunto, ya que la aprobó en primera lectura intro-
duciendo únicamente las modificaciones en su redacción 
que se habían hecho necesarias desde 1977. Tal respaldo 
pone de manifiesto el carácter consuetudinario adquirido 
por el párrafo 3 del artículo 2170, que se vio confirmado 
por la decisión del tribunal arbitral franco-británico en el 
caso Mer d’Iroise recaída poco más tarde71. Se trata en 
este caso de un elemento del sistema «flexible» de las 
reservas a los tratados.

42. Por consiguiente, el efecto que desde entonces se 
considera «normal» de la objeción a una reserva válida es 
el previsto en el artículo 21, párr. 3, de las Convenciones 
de Viena. Esta disposición, en la redacción más completa 
de la Convención de Viena de 1986, establece:

Cuando un Estado o una organización internacional que haya hecho 
una objeción a una reserva no se oponga a la entrada en vigor del tra-
tado entre él o ella y el Estado o la organización autor de la reserva, las 
disposiciones a que se refiera ésta no se aplicarán entre el autor de la 
reserva y el Estado o la organización que ha formulado la objeción en la 
medida determinada por la reserva.

43. Pese a su redacción aparentemente complicada, el 
sentido de la disposición es claro: desde el momento en 
que el tratado entra efectivamente en vigor en las relacio-
nes bilaterales entre el autor de la reserva y el autor de la 
objeción —detalle que el artículo 21, párr. 3, no menciona 
pero que es a todas luces evidente—, su relación conven-
cional queda amputada de la disposición o las disposicio-
nes a que se refiere la reserva en la medida determinada 
por ella. No obstante, en relación con el artículo 21, 
párr. 3, es preciso realizar tres observaciones.

44. En primer lugar, el efecto previsto de la objeción 
es en realidad diametralmente opuesto al de una acepta-
ción. La aceptación tiene como consecuencia modificar el 
efecto jurídico de las disposiciones a las que se refiere la 
reserva en la medida determinada por ella, mientras que 
la objeción excluye la aplicación de tales disposiciones en 
esa misma medida. Si bien es cierto que en algunos casos 
específicos el efecto concreto que se produce en la rela-
ción convencional establecida pese a la objeción puede 
ser idéntico al de una aceptación72, no lo es menos que los 
regímenes jurídicos de los binomios reserva/aceptación, 
por un lado, y reserva/objeción, por otro, son claramente 
distintos desde el punto de vista del derecho.

67 Edwards, Jr., «Reservations to treaties», pág. 398.
68 Sr. Calle y Calle, Anuario… 1977, vol. I, 1434.a sesión, pág. 104, 

párr. 8.
69 Sr. Tabibi, ibíd., párr. 7.
70 Edwards, Jr., loc. cit., pág. 398; Gaja, «Unruly treaty reserva-

tions», pág. 308.
71 Delimitation du plateau continental entre Royaume-Uni de 

Grande-Bretagne et d’Irlande du Nord et République française, laudo 
de 30 de junio de 1977, Naciones Unidas, RSA, vol. XVIII (publicación 
de las Naciones Unidas, n.º de venta: E/F.80.V.7), pág. 130.

72 Sobre esta cuestión, véase el párrafo 61 infra.
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45. En segundo lugar, es sorprendente —y lamenta-
ble— que el párrafo 3 no limite su ámbito de aplicación 
únicamente a las reservas «válidas» en el sentido del ar-
tículo 19 y del artículo 23, como sucede con el párrafo 173. 
Es altamente dudoso que la objeción a una reserva invá-
lida pueda producir el efecto previsto en el párrafo 3, aun-
que la práctica estatal parezca admitirlo. En efecto, los 
Estados suelen hacer objeciones a reservas que conside-
ran inválidas debido a la incompatibilidad con el objeto y 
el fin del tratado, sin que ello implique que se opongan a 
la entrada en vigor del tratado, o precisando expresamente 
que su objeción no impide que el tratado entre en vigor en 
sus relaciones con el Estado autor de la reserva.

46. Un ejemplo elocuente es la objeción de la República 
Federal de Alemania a la reserva formulada por Myanmar 
a la Convención sobre los Derechos del Niño:

La República Federal de Alemania, considerando que las reservas 
hechas por la Unión de Myanmar en relación con los artículos 15 y 37 
de la Convención sobre los Derechos del Niño son incompatibles con el 
objeto y el fin de la referida Convención (art. 51, párr. 2), formula una 
objeción a tales reservas.

Esta objeción no impedirá que la Convención entre en vigor entre la 
Unión de Myanmar y la República Federal de Alemania74.

Este ejemplo dista de ser un caso aislado; son muchas las 
objeciones de «efecto mínimo» que, pese a la convicción 
expresada por sus autores en cuanto a la invalidez de la 
reserva, no se oponen a la entrada en vigor del tratado y 
así lo manifiestan claramente75. Por lo tanto, las objecio-
nes simples a reservas consideradas inválidas no son ni 
mucho menos un supuesto hipotético76.

47. La Convención de Viena de 1969 no da respuesta 
a este espinoso problema y parece tratar los efectos de la 
objeción en el contenido de las relaciones convencionales 

73 El encabezamiento del párrafo 1 del artículo 21 establece: «Una 
reserva que sea efectiva con respecto a otra parte en el tratado de con-
formidad con los artículos 19, 20 y 23:». Véase Anuario… 2009, vol. II 
(primera parte), documento A/CN.4/614 y Add.1 y 2, párr. 205.

74 Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. IV.11.
75 Véanse también, entre otros numerosos ejemplos, las objeciones 

de Bélgica a las reservas formuladas por Egipto y Camboya a la Con-
vención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas (ibíd., cap. III.3) o 
las objeciones de la República Federal de Alemania a varias reservas 
relativas a la misma Convención (ibíd.). No obstante, en relación con la 
reserva de Alemania que considera las reservas como «incompatible[s] 
con la letra y el espíritu de la Convención» es interesante observar que 
sólo con respecto a ciertas objeciones el Gobierno declaró que no impe-
dían la entrada en vigor del tratado entre Alemania y los Estados res-
pectivos, sin manifestar expresamente su posición en los demás casos 
en que objetaba a una reserva por los mismos motivos. Pueden encon-
trarse abundantes ejemplos en las objeciones a las reservas formuladas 
al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; en particular, las 
objeciones hechas por Bélgica, Dinamarca, España, Finlandia, Fran-
cia, Italia, Noruega, los Países Bajos, Portugal y Suecia a la reserva 
formulada por los Estados Unidos en relación con el artículo 6 (ibíd., 
cap. IV.4). Esos Estados consideraron que la reserva era incompatible 
con el objeto y el fin del Pacto, aunque no se opusieron a la entrada en 
vigor del Pacto en sus relaciones con los Estados Unidos; a diferencia 
del caso de Alemania, que no guardó silencio sobre esta cuestión, aun-
que su objeción también estuviera motivada por la incompatibilidad de 
la reserva de los Estados Unidos «tanto con los términos como con el 
espíritu y el propósito del artículo 6» (ibíd.). En cualquier caso, el fenó-
meno no se limita a los tratados de derechos humanos; véanse las obje-
ciones de Alemania, Austria, Francia e Italia en relación con la reserva 
de Viet Nam a la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico 
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas (ibíd., cap. VI.19).

76 Zemanek, loc. cit., pág. 331.

con independencia de la cuestión de la validez de la reserva. 
Sobre este extremo, puede considerarse que la Comisión ha 
ido más allá de lo necesario en lo que respecta a la des-
conexión entre los criterios de validez de la reserva y los 
efectos de la objeción. Una cosa es permitir a los Estados 
y las organizaciones internacionales objetar a cualquier 
reserva77, sea válida o inválida, y otra es atribuir efectos 
idénticos a todas esas objeciones, y es más que dudoso que 
el artículo 21, párr. 3, de las Convenciones de Viena sea 
aplicable a las objeciones a las reservas que no satisfacen 
los requisitos de validez del artículo 19 y del artículo 2378. 
No obstante, por el momento no es necesario zanjar defi-
nitivamente esta cuestión: en la presente etapa del análisis 
sólo se trata de examinar los efectos de una reserva válida79.

48. En tercer lugar, aunque está claro, en virtud del texto 
del artículo 21, párr. 3, de las Convenciones de Viena, que 
las disposiciones a las que se refiere la reserva no se apli-
can en relación con el autor de la objeción, la frase «en 
la medida determinada por la reserva» deja a una dele-
gación «sin saber a qué atenerse»80 y requiere mayores 
explicaciones.

49. En la decisión del tribunal arbitral en el caso Mer 
d’Iroise81 se precisa el significado de esta expresión. En el 
momento de la ratificación, Francia formuló una reserva 
al artículo 6 de la Convención sobre la plataforma con-
tinental, cuya parte pertinente a los efectos de ese caso 
estaba redactada de la siguiente manera: 

El Gobierno de la República Francesa no aceptará que se le oponga, 
sin previo acuerdo expreso, una delimitación entre plataformas conti-
nentales en que se aplique el principio de la equidistancia:

Si se calcula a partir de líneas de base establecidas con posterioridad 
al 29 de abril de 1958;

Si se extiende más allá de la isóbata de 200 metros de profundidad;

Si se sitúa en zonas en las que considera que existen «circunstancias 
especiales» en el sentido de los párrafos 1 y 2 del artículo 6, a saber: 
el Golfo de Vizcaya, la Bahía de Granville y los espacios marítimos de 
Pas-de-Calais y del Mar del Norte frente a las costas francesas82.

El Reino Unido formuló una objeción a esta parte de la 
reserva francesa, señalando únicamente que:

El Gobierno del Reino Unido no puede aceptar las reservas formu-
ladas por el Gobierno de la República Francesa83.

Francia sostuvo ante el tribunal arbitral que, debido al 
efecto combinado de su reserva y de la objeción del Reino 
Unido, y en virtud del principio del consensualismo, el 
artículo 6 en su conjunto no era aplicable en las relaciones 

77 Véase Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento  
A/CN.4/614 y Add.1 y 2, párrs. 96 a 100.

78 Véase especialmente Gaja, «Il regime della Convenzione di 
Vienna concernente le riserve inammissibili».

79 Véase Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento  
A/CN.4/614 y Add.1 y 2, párr. 196.

80 Según las palabras del representante de los Estados Unidos, 
Documentos Oficiales de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
el Derecho de los Tratados, Segundo período de sesiones, Viena, 9 de 
abril-22 de mayo de 1969, Actas resumidas de las sesiones plenarias 
y de las sesiones de la Comisión Plenaria (A/CONF.39/11/Add.1), 
33.a sesión plenaria, pág. 192, párr. 9.

81 Naciones Unidas, RSA, vol. XVIII, pág. 130.
82 Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. XXI.4.
83 Ibíd.
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entre ambas partes84. El Reino Unido, por su parte, sos-
tuvo que, de conformidad con el artículo 21, párr. 3, de la 
Convención de Viena de 1969 (que en ese momento aún 
no había entrado en vigor y ni siquiera ha sido firmada por 
Francia), «las reservas de Francia no pueden hacer que el 
artículo sea inaplicable in toto, sino, como mucho, ‘en la 
medida determinada por la reserva’»85.

50. El Tribunal consideró que:

la respuesta que deba darse a la cuestión de los efectos jurídicos de 
las reservas de Francia se deriva en parte de los argumentos de la 
República Francesa y en parte de los del Reino Unido. Es evidente que 
la República Francesa tiene razón al afirmar que el establecimiento de 
relaciones convencionales entre ella y el Reino Unido en el marco de la 
Convención depende del consentimiento otorgado por cada Estado en 
quedar vinculado por las disposiciones de esa Convención y que, al for-
mular sus reservas al artículo 6, Francia supeditó su consentimiento en 
quedar vinculada por las disposiciones de ese artículo a las condiciones 
expuestas en las reservas. Por otro lado, la observación del Reino Unido 
según la cual su rechazo se refería únicamente a las reservas y no al 
artículo 6 en su conjunto es muy pertinente. En resumen, el desacuerdo 
entre ambos Estados no se refiere a la cuestión de la aplicabilidad del 
artículo 6 en sus relaciones mutuas, sino a las materias excluidas del 
ámbito de aplicación de dicho artículo en virtud de las reservas de la 
República Francesa. Por tanto, los efectos del rechazo a las reservas 
manifestado por el Reino Unido se limitan a las propias reservas86.

El Tribunal señaló asimismo lo siguiente:

[N]o obstante, en un sentido más limitado, puede considerarse que 
el rechazo tiene por efecto que las reservas sean inoponibles al Reino 
Unido. Del mismo modo que las reservas de Francia tienen por efecto 
impedir que el Reino Unido invoque las disposiciones del artículo 6, 
salvo en las condiciones establecidas en esas reservas, el rechazo de 
éstas también tiene por efecto impedir que la República Francesa 
imponga sus reservas al Reino Unido y pueda invocar ante él, como 
obligatoria, una delimitación efectuada conforme a las condiciones 
establecidas en ellas. Así pues, el efecto combinado de las reservas de 
Francia y de su rechazo por el Reino Unido no hace que el artículo 6 
sea inaplicable in toto, como pretende la República Francesa, ni que sea 
aplicable in toto, como sostiene el Reino Unido en primer lugar. Las 
reservas y su rechazo tienen por efecto que el artículo sea inaplicable 
entre los dos Estados en la medida determinada por las reservas, pero 
únicamente en esa medida; esto es precisamente lo que establece para 
tales casos el artículo 21, párrafo 3, de la Convención de Viena sobre 
el derecho de los tratados y lo que se desprende del principio del con-
sentimiento mutuo87.

51. Así pues, esta decisión de 1977 no sólo confirma 
el carácter consuetudinario del artículo 21, párr. 3, de 
la Convención de Viena de 196988: también precisa que 
el objetivo de esa disposición (que se deriva del propio 
principio del consentimiento mutuo) es salvaguardar, en 
la medida de lo posible, el acuerdo entre las partes. No se 
debe excluir la aplicación de toda la disposición o todas 
las disposiciones a que se refiere la reserva, sino única-
mente los elementos de esas disposiciones respecto de los 
cuales las partes han expresado su desacuerdo.

52. En el caso de Francia y el Reino Unido, esto supone 
admitir que el artículo 6 de la Convención sobre la pla-
taforma continental sigue siendo aplicable entre las dos 
partes sin los elementos a que se refiere la reserva de 
Francia. Así debe entenderse la expresión «en la medida 
determinada por la reserva». El artículo 21, párr. 3, de 

84 Naciones Unidas, RSA, vol. XVIII, pág. 170, párr. 57.
85 Ibíd., pág. 171, párr. 58.
86 Ibíd., párr. 59.
87 Ibíd., págs. 171 y 172, párr. 61.
88 Véase el párrafo 41 supra.

la Convención de Viena de 1969 pretende preservar el 
acuerdo entre las partes en la medida de lo posible, limi-
tando la aplicación de los tratados a las disposiciones 
sobre las que existe consentimiento y excluyendo las 
demás; o, como ha señalado Koh:

A este respecto, parece que la Convención de Viena trata abierta-
mente de preservar el tratado en la mayor medida posible, aunque las 
partes estén en desacuerdo sobre una reserva. […] [L]a Convención de 
Viena intenta salvaguardar al máximo los aspectos no controvertidos 
de las relaciones entre el Estado autor de la reserva y el Estado autor 
de la objeción89.

53. Aunque el principio establecido en el párrafo 3 del 
artículo 21 es más claro de lo que a veces se pretende, 
es, sin embargo, difícil de aplicar. Bowett ha señalado lo 
siguiente a este respecto:

La dificultad práctica consiste en determinar de manera precisa qué 
parte del tratado se ve afectada por la reserva y debe, por tanto, elimi-
narse del acuerdo entre las dos partes. Puede tratarse de un artículo 
entero, o de un párrafo, o simplemente de una frase o una palabra de 
un párrafo. No hay reglas al respecto, salvo la regla según la cual la 
«disposición» o palabra a que se refiere la reserva debe determinarse 
con los métodos normales de interpretación90.

Por otro lado, como ha sido subrayado acertadamente por 
Horn:

Una reserva no sólo afecta a la disposición a que se refiere directa-
mente, sino que puede tener repercusiones en otras disposiciones. La 
«exclusión» de una disposición, es decir, la introducción de una norma 
opuesta, cambia el contexto pertinente para interpretar otras normas. 
Una norma rara vez existe de manera aislada, sino que es parte inte-
grante de un sistema de normas. El alcance de la reserva no se limita 
necesariamente a la disposición directamente mencionada, sino que 
también abarca aquellas disposiciones cuya aplicación se ve influida 
por la «exclusión» o la «modificación»91.

54. Así pues, sólo la interpretación de la reserva puede 
ayudar a determinar las disposiciones del tratado, o las 
partes de esas disposiciones, cuyo efecto jurídico pretende 
ser excluido o modificado por el Estado o la organización 
internacional autor de la reserva. Debido a la objeción, 
esas disposiciones o partes de disposiciones no son apli-
cables en la relación convencional entre el autor de la 
objeción y el autor de la reserva. Todas las disposiciones 
o partes de disposiciones que no se vean afectadas por la 
reserva siguen siendo aplicables entre ambas partes.

55. Los elementos que deben excluirse de la relación 
entre las dos partes se pueden determinar fácilmente pre-
guntándose cuáles son los aspectos que la reserva modi-
fica efectivamente en las relaciones convencionales entre 
su autor y la parte contratante que la ha aceptado. Todos 
esos aspectos quedan excluidos de la relación con la parte 
contratante que formula una objeción a la reserva.

56. La directriz 4.3.5, que determina el contenido de las 
relaciones convencionales entre el autor de una objeción 
simple y el autor de la reserva, reproduce los términos del 
artículo 21, párr. 3, de la Convención de Viena de 1986, 
que responde perfectamente a esta cuestión, al tiempo 
que precisa que se aplica exclusivamente a las objecio-
nes a una reserva válida. Además, a fin de aclarar que la 

89 Loc. cit., pág. 102.
90 Bowett, «Reservations to non-restricted multilateral treaties», 

pág. 86.
91 Horn, op. cit., pág. 178.



16 Documentos del 62.º período de sesiones

objeción no tiene por efecto excluir automáticamente la 
aplicación de toda la disposición a que se refiere la reserva 
(como sostuvo Francia en el caso Mer d’Iroise92), sería 
útil precisar que la exclusión puede afectar únicamente 
a una «parte de la disposición». Por tanto, la directriz 
podría quedar redactada de la siguiente manera:

4.3.5 Contenido de las relaciones convencionales

Cuando un Estado o una organización internacional 
que haya hecho una objeción a una reserva válida no se 
oponga a la entrada en vigor del tratado entre él o ella y 
el Estado o la organización autor de la reserva, las dispo-
siciones o las partes de disposiciones a que se refiera la 
reserva no se aplicarán entre el autor de ésta y el Estado o 
la organización que ha formulado la objeción en la medida 
determinada por la reserva.

57. A fin de aclarar el contenido de las relaciones con-
vencionales entre el autor de la reserva y el Estado o la 
organización internacional que ha formulado una objeción 
contra ella, es útil recurrir de nuevo a la distinción entre 
las «reservas con efecto modificador» y las «reservas con 
efecto excluyente» que ya se utilizó para determinar los 
efectos de una reserva efectiva93.

58. El caso de las reservas con efecto excluyente es par-
ticularmente fácil de acotar. Prueba de ello es el ejem-
plo ya citado de la reserva de Egipto a la Convención de 
Viena sobre Relaciones Diplomáticas. Esta reserva esta-
blece lo siguiente:

El párrafo 2 del artículo 37 no se aplica94.

La disposición a que se refiere la reserva es, sin lugar a 
dudas, el artículo 37, párr. 2, de la Convención de Viena 
sobre Relaciones Diplomáticas. Así pues, en las relacio-
nes convencionales entre el autor de la reserva y el autor 
de una objeción simple, esa Convención se aplicará sin el 
párrafo 2 del artículo 37. Esta disposición (o parte de dis-
posición) no se aplicará en la medida determinada por la 
reserva; es decir, no se aplicará en absoluto. Su aplicación 
queda completamente excluida.

59. Cuba formuló una reserva con el fin de excluir la 
aplicación del artículo 25, párr. 1, de la Convención sobre 
las Misiones Especiales:

El Gobierno Revolucionario de la República de Cuba hace expresa 
reserva al tercer párrafo del punto 1 del artículo 25 de la Convención, y 
en consecuencia no acepta que se suponga el consentimiento para entrar 
en los locales de la misión especial bajo ninguno de los supuestos de 
dicho párrafo ni de cualesquiera otros95.

En este caso también, la consecuencia de la objeción (sim-
ple) es excluir la aplicación de la tercera frase del párrafo 1 
del artículo 25 de la Convención. Sin embargo, el resto de 
la disposición se mantiene en vigor entre las dos partes.

92 Naciones Unidas, RSA, vol. XVIII, pág. 130.
93 Véase Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento  

A/CN.4/614 y Add.1 y 2, párr. 262.
94 Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. III.3). Véase tam-

bién Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 
y Add.1 y 2, párr. 264.

95 Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 1400, n.º 23431, 
pág. 337.

60. Puede haber casos de reservas con efecto excluyente 
mucho más complejos. Así ocurre, en particular, con las 
reservas transversales, es decir, las reservas que tienen por 
objeto excluir el efecto jurídico del tratado en su conjunto 
en ciertos aspectos específicos96. Por ejemplo, la reserva 
de Guatemala a la Convención sobre formalidades adua-
neras para la importación temporal de vehículos particu-
lares establece lo siguiente:

El Gobierno de Guatemala se reserva el derecho:

1) De considerar que las disposiciones de la Convención se apli-
can exclusivamente a las personas físicas, y no a las personas físicas y 
jurídicas como estable el artículo 1 del capítulo I97.

Una aplicación puramente mecánica del artículo 21, 
párr. 3, de las Convenciones de Viena podría hacer creer 
que el artículo 1 (la disposición a que se refiere la reserva) 
queda excluido de la relación convencional entre el autor 
de esta reserva y el Estado que formule una objeción con-
tra ella. Pero el hecho de que únicamente se haga referen-
cia expresa al artículo 1 no significa que la reserva sólo 
afecte a esa disposición. En el caso concreto de la reserva 
de Guatemala sería absurdo excluir únicamente la apli-
cación del artículo 1 de la Convención o considerar que, 
dado que la reserva se refiere a todas las disposiciones de 
la Convención (al excluir una parte de su ámbito de apli-
cación personal), una objeción simple excluiría todas las 
disposiciones de la Convención. En la relación conven-
cional entre el autor de la reserva y el autor de la objeción 
simple sólo será inaplicable aquello que ha sido efectiva-
mente modificado o excluido por la reserva, a saber, la 
aplicación de la Convención en su conjunto en la medida 
en que tal aplicación afecta a las personas jurídicas.

61. En esos casos, y únicamente en ellos, la objeción 
produce concretamente los mismos efectos que una acep-
tación: la exclusión del efecto jurídico, o la aplicación, 
de la disposición a que se refiere la reserva «en la medida 
determinada por la reserva»; en efecto, la aceptación y la 
objeción simple dan lugar a las mismas relaciones con-
vencionales entre el autor de la reserva, por un lado, y 
el autor de la aceptación o la objeción simple, por otro. 
En este punto, la doctrina está de acuerdo98. Sin embargo, 
esta similitud de efectos entre una aceptación y una obje-
ción de efecto mínimo no quiere decir que ambas reaccio-
nes sean idénticas y que el autor de la reserva «obtendrá 
lo que desea»99. Pero sólo se presenta en el supuesto muy 
concreto de las reservas con efecto excluyente y en ningún 
caso respecto de las reservas mediante las cuales se pre-
tende modificar los efectos jurídicos de una disposición 

96 Véase la directriz 1.1.1 (Objeto de las reservas) y su comentario 
(Anuario… 1999, vol. II (segunda parte), págs. 99 a 101).

97 Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 282, n.º 4101, pág. 346. 
98 Véase, por ejemplo, Clark, «The Vienna Convention Reserva-

tions Regime and the Convention on Discrimination Against Women», 
pág. 308; Coccia, loc. cit., pág. 36; Gaja, «Unruly treaty reservations», 
pág. 327; Imbert, op. cit., pág. 157; Ruda, loc. cit., pág. 199; y Sinclair, 
The Vienna Convention on the Law of Treaties, pág. 76. Véanse tam-
bién las explicaciones de los Países Bajos sobre la enmienda cuatripar-
tita, Documentos Oficiales de la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho de los Tratados, Segundo período de sesiones, Viena, 
9 de abril-22 de mayo de 1969, Actas resumidas de las sesiones plena-
rias y de las sesiones de la Comisión Plenaria (A/CONF.39/11/Add.1), 
32.ª sesión plenaria, pág. 190, párr. 55; Horn, op. cit., pág. 173; y Klab-
bers, loc. cit., págs. 186 y 187.

99 Klabbers, loc. cit., pág. 179.



 Reservas a los tratados 17

del tratado100. Además, mientras que la aceptación es 
sinónimo de acuerdo o, al menos, ausencia de oposición 
a la reserva, la objeción no puede considerarse un simple 
«deseo»101: es la expresión de un desacuerdo y su objeto 
es salvaguardar los derechos de su autor de manera com-
parable a una declaración unilateral (protesta)102.

62. Habida cuenta de estas observaciones, parece útil 
precisar el efecto concreto de una objeción a una reserva 
con efecto excluyente. La comparación entre el efecto de 
una reserva efectiva de esa índole, por un lado, y de una 
objeción simple a dicha reserva, por otro, muestra que 
de la relación convencional entre las respectivas partes 
quedan excluidos los mismo derechos y obligaciones. La 
directriz 4.3.6 precisa esta similitud entre las relaciones 
convencionales establecidas en ambos casos. Su función 
no es en modo alguno sustituir a la directriz 4.3.5, sino 
que trata más bien de aportar precisiones respecto de 
determinadas categorías de reservas.

4.3.6 Contenido de las relaciones convencionales en el 
caso de una reserva cuyo objeto sea excluir el efecto 
jurídico de una o varias disposiciones del tratado

Un Estado contratante o una organización contratante 
que haya formulado una reserva válida cuyo objeto sea 
excluir el efecto jurídico de una o varias disposiciones del 
tratado y un Estado contratante o una organización con-
tratante que haya hecho una objeción a la reserva, pero 
sin oponerse a la entrada en vigor del tratado entre él o 
ella y el autor de la reserva, no estarán vinculados en sus 
relaciones convencionales, por las disposiciones a que se 
refiere la reserva en la medida en que éstas no fueran apli-
cables entre ellos si la reserva fuera efectiva.

Todas las demás disposiciones convencionales que 
serían aplicables si la reserva fuera efectiva seguirán 
siendo aplicables entre ambas partes.

63. El caso de las reservas con efecto modificador mues-
tra muy claramente la diferencia entre objeción y acepta-
ción. Mientras que la efectividad de la reserva modifica 
las obligaciones jurídicas entre el autor de la reserva y 
las partes contratantes respecto de las cuales tal reserva 
es efectiva, el artículo 21, párr. 3, de las Convenciones 
de Viena excluye la aplicación de todas las disposiciones 
potencialmente modificadas por la reserva, en la medida 
determinada por ésta. Por tanto, si un Estado formula una 
reserva que trate de sustituir una obligación convencio-
nal por otra, la relación convencional entre el autor de la 
reserva y el autor de una objeción simple se verá ampu-
tada, en virtud del artículo 21, párr. 3, de la obligación 
potencialmente sustituida por la reserva. No se aplica 
ni la obligación inicial (porque el autor de la reserva no 
ha dado su consentimiento al respecto) ni la obligación 
modificada propuesta por la reserva (porque el autor de la 
objeción, a su vez, tampoco ha consentido).

64. Conviene precisar esta diferencia entre la reserva 
con efecto modificador aceptada y la que ha sido objeto 
de una objeción simple. Al igual que la directriz 4.3.6, la 

100 Véase el párrafo 63 infra.
101 Imbert, op. cit., pág. 157, en la que se cita a Dehaussy.
102 Zemanek, loc. cit., pág. 332.

4.3.7 debe leerse a la luz de la directriz 4.3.5, a la que 
pretende aclarar.

4.3.7 Contenido de las relaciones convencionales en el 
caso de una reserva cuyo objeto sea modificar el efecto 
jurídico de una o varias disposiciones del tratado

Un Estado contratante o una organización contratante 
que haya formulado una reserva válida cuyo objeto sea 
modificar el efecto jurídico de una o varias disposiciones 
del tratado y un Estado contratante o una organización 
contratante que haya hecho una objeción a la reserva, pero 
sin oponerse a la entrada en vigor del tratado entre él o 
ella y el autor de la reserva, no estarán vinculados, en sus 
relaciones convencionales, por las disposiciones a que 
se refiere la reserva en la medida en que éstas quedaran 
modificadas entre ellos si la reserva fuera efectiva.

Todas las demás disposiciones convencionales que 
serían aplicables si la reserva fuera efectiva seguirán 
siendo aplicables entre ambas partes.

b. El efecto de la objeción de efecto intermedio en las 
relaciones convencionales

65. Según una práctica ya bien asentada, existen obje-
ciones con las que se pretende superar el marco esta-
blecido por el artículo 21, párr. 3, de las Convenciones 
de Viena: las objeciones de «efecto intermedio»103. No 
procede en este momento preguntarse si puede formu-
larse o no una objeción de esa índole: el Relator Especial 
propuso en 2009 una directriz que se refería más direc-
tamente a esta cuestión104 y que ya ha sido enviada al 
Comité de Redacción105. El problema ahora es determinar 
qué efectos puede producir efectivamente una objeción de 
esa índole, con independencia de la intención inicial de 
su autor. ¿Hasta qué punto el autor de la objeción puede 
modular el efecto de su objeción entre el efecto «simple» 
(art. 21, párr. 3, de las Convenciones de Viena) y el efecto 
«calificado» o «máximo», que excluye la entrada en vigor 
del tratado en su conjunto en las relaciones entre el autor 
de la reserva y el de la objeción (art. 20, párr. 4, apdo. b, 
de las Convenciones de Viena)?

66. Es evidente que esta elección no puede dejarse al 
libre arbitrio del autor de la objeción106. Como subrayó 

103 Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 
y Add.1 y 2, párr. 107.

104 La directriz 3.4.2 propuesta por el Relator Especial durante el 
examen de su decimocuarto informe (ibíd., vol. II (segunda parte), 
nota 373) está redactada de la siguiente manera: 
«3.4.2 Validez material de la objeción a una reserva

La objeción a una reserva por la que el Estado o la organización 
internacional autor de la objeción se propone excluir en sus relaciones 
con el autor de la reserva la aplicación de disposiciones del tratado a las 
que no se refiere la reserva sólo es válida si:

a) las disposiciones suplementarias así excluidas tienen un 
vínculo suficiente con las disposiciones sobre las que versa la 
reserva;

b) la objeción no tiene por efecto privar al tratado de su objeto 
y su fin en las relaciones entre el autor de la reserva y el autor de la 
objeción.»
105 Ibíd., párr. 60; tras un voto indicativo, se decidió que la direc-

triz 3.4.2 no incluiría ninguna disposición relativa al jus cogens en rela-
ción con la validez de las objeciones a las reservas (ibíd.).

106 Ibíd., vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 y Add.1  
y 2, párr. 109.
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la CIJ en su opinión consultiva Réserves à la convention 
pour la prévention et la répression du crime de génocide:

Evidentemente, hay que suponer en los contratantes la voluntad de pre-
servar, al menos, lo que es esencial para los fines de la Convención; 
si faltara esta voluntad, es obvio que se verían menoscabados tanto el 
principio como la aplicación de la propia Convención107.

Así pues, una objeción no puede, en modo alguno, excluir 
de las relaciones convencionales entre el Estado o la orga-
nización internacional que formula una objeción, por un 
lado, y el autor de la reserva, por otro, disposiciones del 
tratado que son esenciales para lograr su objeto y fin108. 
Se trata, ciertamente, de un límite insuperable, y la direc-
triz 3.4.2 lo erige incluso en criterio de apreciación de la 
validez109.

67. Por otro lado, tampoco hay que perder de vista el 
propio principio del consentimiento mutuo que sirve 
de base a todo el derecho de los tratados y que, como 
subrayó acertadamente el tribunal arbitral en el caso 
Mer d’Iroise110, es esencial para determinar los efectos 
de una objeción y de una reserva. Como ya se ha recor-
dado en múltiples ocasiones en el marco de los trabajos 
de la Comisión sobre las reservas a los tratados, «ningún 
Estado puede quedar vinculado por obligaciones contrac-
tuales que no considere adecuadas»111. Esta afirmación es 
válida tanto para el Estado (o la organización internacio-
nal) autor de la reserva como para el Estado (o la organi-
zación internacional) autor de la objeción. Ahora bien, en 
determinadas situaciones, los efectos que el artículo 21, 
párr. 3, de las Convenciones de Viena atribuye a la obje-
ción pueden ser inadecuados para restablecer el consenti-
miento mutuo entre el autor de la reserva y el autor de la 
objeción aunque la reserva no menoscabe el objeto y el 
fin del tratado.

68. Así ocurre, en particular, cuando la reserva tiene 
por objeto excluir o modificar una disposición del tratado 
que, según la intención de las partes, es necesaria para 
salvaguardar el equilibrio de derechos y obligaciones que 
se deriva de su consentimiento a la entrada en vigor del 
tratado. Eso sucede cuando la reserva no sólo menoscaba 
el consentimiento de las partes respecto de la disposición 
directamente mencionada, sino que afecta al equilibrio 
alcanzado durante las negociaciones en relación con otras 
disposiciones. Una parte contratante puede considerar 
entonces, de manera legítima, que el hecho de estar vin-
culada por una de las disposiciones en cuestión sin poder 
invocar una o varias de las demás disposiciones es «una 
obligación contractual que no considera adecuada».

69. Las objeciones de efecto intermedio pretenden res-
ponder a situaciones de este tipo. Se han utilizado princi-
palmente, por no decir de forma exclusiva, en el marco de 

107 C.I.J. Recueil 1951, pág. 27. 
108 Esta observación fundamental es un anticipo de la solución que 

debe darse al problema que plantea la aplicación del artículo 21, párr. 3, 
de las Convenciones de Viena al caso de las objeciones a reservas no 
válidas.

109 Véase la nota 103 supra.
110 Naciones Unidas, RSA, vol. XVIII, pág. 172, párr. 61.
111 Tomuschat, «Admissibility and Legal Effects of Reservations 

to Multilateral Treaties», pág. 466; véase también Anuario… 1996, 
vol. II (primera parte), pág. 60, párrs. 97 y 99, y Müller, «Article 20», 
págs. 809 a 811, párrs. 20 a 24.

las reservas y objeciones a las disposiciones de la parte V 
de la Convención de Viena de 1969, y su utilización mues-
tra claramente los motivos que justifican que los autores 
de objeciones traten de ampliar los efectos de éstas.

70. El artículo 66 de la Convención de Viena de 1969 y 
su anexo, relativo a la conciliación obligatoria, constitu-
yen garantías procesales que muchos Estados considera-
ron esenciales cuando se aprobó dicha Convención para 
evitar que se pudiera abusar de las demás disposiciones de 
la parte V112. Las reacciones de varios Estados a las reser-
vas relativas al artículo 66 de la Convención de Viena de 
1969 trataban, pues, de preservar la solución global que 
ciertos Estados habían intentado menoscabar por medio 
de reservas y que sólo se podía restablecer mediante una 
objeción que fuese más allá de los efectos «normales» de 
las reservas previstos en las Convenciones de Viena113.

71. Esto confirma que, a fin restablecer lo que podría 
denominarse el «equilibrio consensual» entre el autor de 
la reserva y el autor de la objeción, debe admitirse que 
el efecto de esta última en las relaciones convencionales 
entre ambas partes puede abarcar aquellas disposiciones 
del tratado que tienen un vínculo específico con las dispo-
siciones a que se refiere la reserva.

72. Habida cuenta de estas observaciones, es con-
veniente introducir en la Guía de la práctica una direc-
triz 4.3.8 que precise que, en determinadas condiciones, 
una objeción puede excluir la aplicación de disposiciones 
a las que no se refiera la reserva:

4.3.8 No aplicación de disposiciones a las que no se 
refiere la reserva

En caso de que el Estado contratante o la organización 
contratante que haga una objeción a una reserva válida 
así lo manifieste, cualquier disposición del tratado a la 
que no se refiera directamente la reserva pero que tenga 
un vínculo suficientemente estrecho con la disposición o 
las disposiciones a que sí se refiere, no será aplicable en 
la relación convencional entre el autor de la reserva y el 
autor de la objeción, siempre que la inaplicación de esa 
disposición no afecte al objeto y el fin del tratado.

73. El Relator Especial es consciente de que esta direc-
triz se superpone de cierta manera a la directriz 3.4.2114. 
No obstante, esta última trata la cuestión exclusivamente 
desde el punto de vista de la validez de la objeción, mien-
tras que la directriz 4.3.8 se refiere más directamente a los 
posibles efectos de una objeción. Su objetivo no es «san-
cionar» la posible invalidez de la objeción de efecto inter-
medio, sino que se limita a constatar que una objeción 
formulada con la debida intención por su autor produce 
ese efecto. La combinación de los efectos previstos en 
las directrices 4.3.5 y 4.3.8 permite determinar de manera 
objetiva los efectos de una objeción de efecto intermedio 
sin que sea necesario decir que el autor de una objeción de 
esa índole que sobrepase lo que es admisible se beneficia 
de todos modos del efecto «normal» de la objeción.

112 Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 
y Add.1 y 2, párr. 117.

113 Müller, loc. cit., págs. 927 y 928, párr. 70.
114 Véase la nota 104 supra.
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c. El caso de la objeción de efecto «supermáximo»

74. El caso, mucho más controvertido, de las objecio-
nes de efecto supermáximo (es decir, objeciones en las 
que sus autores afirman la entrada en vigor del tratado en 
las relaciones entre ellos y el autor de la reserva sin que 
este último pueda beneficiarse de su reserva115) también 
tiene una solución lógica en el marco del principio del 
consensualismo.

75. Cabe observar, no obstante, que la práctica de las 
objeciones de efecto supermáximo no se ha desarrollado 
en el marco de las objeciones a reservas consideradas váli-
das, sino como reacción a reservas incompatibles con el 
objeto y el fin del tratado. Un ejemplo reciente que ilustra 
esta situación es la objeción de Suecia a la reserva formu-
lada por El Salvador a la Convención sobre los derechos 
de las personas con discapacidad:

El Gobierno sueco ha examinado la reserva formulada por el 
Gobierno de la República de El Salvador al ratificar la Convención 
sobre los derechos de las personas con discapacidad.

En virtud del derecho internacional consuetudinario, codificado en 
la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, las reservas 
incompatibles con el objeto y el fin de un tratado no están permitidas. 
Redunda en interés de todos los Estados que el objeto y el fin de los tra-
tados en que han decidido ser partes sean respetados por todas las partes 
y que los Estados estén dispuestos a realizar los cambios legislativos 
necesarios para cumplir las obligaciones derivadas de esos tratados.

El Gobierno sueco observa que, a tenor de su reserva, El Salvador 
da prioridad a su Constitución frente a la Convención, y estima que 
dicha reserva, que no precisa claramente el alcance de la derogación, 
suscita serias dudas sobre la adhesión de El Salvador al objeto y el fin 
de la Convención.

En consecuencia, el Gobierno sueco formula una objeción res-
pecto de la reserva del Gobierno de la República de El Salvador a la 
Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y la 
considera nula y sin valor. Esta objeción no impedirá la entrada en vigor 
de la Convención entre El Salvador y Suecia. La Convención entrará en 
vigor entre El Salvador y Suecia en su totalidad, sin que El Salvador 
pueda beneficiarse de su reserva116.

76. Al margen de las consecuencias de una objeción 
de efecto supermáximo de esa índole en caso de que la 
reserva no sea válida, es evidente que ese efecto de la 
objeción no sólo no está previsto en las Convenciones de 
Viena (lo que también ocurre con las objeciones de efecto 
intermedio), sino que no es compatible con el principio 
del consensualismo. Así pues, el efecto «supermáximo» 
como tal queda excluido en el caso de una reserva válida: 
el autor de la objeción no puede imponer al autor de la 
reserva obligaciones que van más allá de lo que está dis-
puesto a aceptar. El Estado u organización internacional 
autor de la objeción no puede imponer al Estado u orga-
nización internacional autor de la reserva que ha ejercido 
válidamente su facultad de formular tal reserva obligacio-
nes respecto de las cuales no ha manifestado su consenti-
miento en quedar vinculado.

77. En consecuencia, conviene precisar en la Guía de la 
práctica que el autor de una reserva válidamente formu-
lada no puede quedar obligado a respetar las disposiciones 

115 Véase también Anuario… 2009, vol. II (primera parte), docu-
mento A/CN.4/614 y Add.1 y 2, párr. 106.

116 Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. IV.15. Para la 
reserva de El Salvador, véase Naciones Unidas, Recueil des Traités, 
vol. 2515, n.º 44910, pág. 154.

del tratado sin el beneficio de su reserva. Ese es el obje-
tivo de la directriz 4.3.9:

4.3.9 Derecho del autor de una reserva válida a no 
quedar vinculado por el tratado sin el beneficio de su 
reserva

El autor de una reserva que cumple las condiciones de 
validez material y que ha sido formulada respetando la 
forma y el procedimiento previstos a tal efecto no puede, 
en ningún caso, quedar obligado a cumplir la totalidad de 
las disposiciones del tratado sin el beneficio de su reserva.

78. Sin embargo, esto no quiere decir que una objeción 
de efecto supermáximo no produzca ningún efecto en el 
contenido de las relaciones convencionales entre su autor 
y el autor de la reserva. Al igual que ocurre con las obje-
ciones de efecto intermedio que van más allá de los efec-
tos admisibles, esas objeciones son, ante todo, objeciones 
mediante las cuales el autor expresa su desacuerdo con la 
reserva. La directriz 4.3.5 no se circunscribe en absoluto a 
las objeciones simples. Se aplica a todas las objeciones a 
una reserva válida (incluidas, por tanto, las objeciones de 
efecto supermáximo).

d. El efecto de la objeción de efecto máximo en las 
relaciones convencionales (recordatorio)

79. En caso de que el autor de una objeción se oponga 
a la entrada en vigor del tratado en sus relaciones con el 
autor de la reserva (derecho que le reconoce el artículo 21, 
párr. 4, apdo. b, de las Convenciones de Viena), el tratado, 
simplemente, no entrará en vigor entre él y el autor de 
la reserva117. En las relaciones entre ellos no se aplicará 
ninguna norma convencional derivada del tratado. En este 
caso es inútil debatir la cuestión del contenido de una rela-
ción convencional (que es, por definición, inexistente).

b) El efecto de una reserva válida  
en las normas extraconvencionales

80. La definición de reserva que figura en el artículo 2, 
párr. 1, apdo. d, de las Convenciones de Viena y que se 
reproduce en la directriz 1.1 de la Guía de la práctica pre-
cisa claramente que una reserva tiene por objeto «excluir 
o modificar los efectos jurídicos de ciertas disposiciones 
del tratado». Asimismo, en virtud del artículo 21, párr. 1, 
una reserva que sea efectiva sólo puede modificar (o 
excluir) «las disposiciones del tratado a que se refiera 
la reserva»118. Aunque no sea igual de preciso a este res-
pecto el artículo 21, párr. 3, se remite a «las disposiciones 
a que se refiera» la reserva, lo cual, según la definición de 
reserva, sólo puede significar «ciertas disposiciones del 
tratado».

81. Así pues, el propio texto de las Convenciones de 
Viena no deja margen para la duda: una reserva sólo puede 
modificar o excluir los efectos jurídicos del tratado o de 
ciertas disposiciones de éste. Es una declaración unilate-
ral vinculada al tratado cuyos efectos jurídicos pretende 

117 Véanse los párrafos 17 a 21 supra.
118 En relación con las divergencias entre el artículo 2, párr. 1, 

apdo. d, y el artículo 21, párr. 1, de las Convenciones de Viena, véase 
Müller, loc. cit., págs. 896 a 898, párrs. 25 y 26.
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alterar y no constituye un acto unilateral autónomo capaz 
de modificar las obligaciones, o los derechos, de su autor. 
El efecto combinado de una reserva y de una objeción 
tampoco puede excluir la aplicación de normas ajenas al 
tratado.

82. Aunque no se trate, en sentido estricto, de una 
reserva a un tratado, los argumentos expuestos por Fran-
cia en los casos Essais nucléaires sobre su reserva a su 
declaración de aceptación de la competencia de la CIJ en 
virtud del Artículo 36, párrafo 2, del Estatuto de la Corte 
son ilustrativos a este respecto119. A fin de demostrar que 
la Corte no era competente para conocer de esas causas, 
Francia sostuvo que esa reserva también limitaba, de 
manera general, su consentimiento a la competencia de la 
CIJ, en particular el otorgado en el Acta General Revisada 
para el Arreglo Pacífico de las Controversias Internacio-
nales. En su opinión disidente conjunta, varios magistra-
dos de la Corte rechazaron la tesis de Francia:

En principio, una reserva se refiere únicamente al consentimiento 
manifestado por un Estado en quedar vinculado por un determinado 
tratado o instrumento y a las obligaciones que ha asumido mediante 
esa manifestación de consentimiento. En consecuencia, la idea de que 
una reserva formulada respecto de un acuerdo internacional pueda, por 
un procedimiento no especificado, superponerse o aplicarse a otro acto 
internacional es ajena al concepto mismo de reserva en el derecho inter-
nacional; además, hace caso omiso de las normas que regulan la notifi-
cación, la aceptación y el rechazo de las reservas120.

La formulación de esta opinión es lo suficientemente 
amplia para no quedar circunscrita exclusivamente al 
supuesto específico de las reservas a declaraciones facul-
tativas de aceptación de la competencia obligatoria de la 
CIJ, sino aplicarse a cualquier reserva a un tratado inter-
nacional en general. Este enfoque fue respaldado poste-
riormente por la propia Corte en el caso Actions armées 
frontalières et transfrontalières (Nicaragua c. Honduras), 
en el que Honduras pretendía que su reserva a la declara-
ción facultativa de la competencia obligatoria de la Corte 
prevaleciera sobre las obligaciones que le incumbían en 
virtud del artículo XXXI del Tratado americano de solu-
ciones pacíficas («Pacto de Bogotá»). La Corte consideró, 
sin embargo, que esa reserva

en ningún caso puede restringir el compromiso asumido por Honduras 
en virtud del artículo XXXI. En consecuencia, no puede acogerse la 
argumentación de Honduras sobre el efecto de la reserva a su declara-
ción de 1986 en el compromiso asumido con arreglo al artículo XXXI 
del Pacto121.

83. Este efecto relativo de la reserva y de las reaccio-
nes a ella, en el sentido de que sólo pueden modificar o 
excluir los efectos jurídicos del tratado respecto del cual 
se han formulado y hecho, es consecuencia del princi-
pio pacta sunt servanda. Un Estado o una organización 

119 Casos Essais nucléaires (Australia c. Francia), medidas pro-
visionales, providencia de 22 de junio de 1973, C.I.J. Recueil 1973, 
págs. 101 y 102, párr. 18; y Essais nucléaires (Nueva Zelandia c. Fran-
cia), medidas provisionales, providencia de 22 de junio de 1973, ibíd., 
págs. 137 a 138, párr. 16. Véase también C.I.J. Resúmenes 1948-1991, 
págs. 120 y 121.

120 Essais nucléaires (Australia c. Francia), fallo, opinión disidente 
conjunta de los magistrados Onyeama, Dillard, Jiménez de Aréchaga y 
Waldock, C.I.J. Recueil 1974, pág. 350, párr. 83.

121 Actions armées frontalières et transfrontalières (Nicaragua c. 
Honduras), competencia y admisibilidad, fallo, ibíd., 1988, pág. 88, 
párr. 41. Véase también C.I.J. Resúmenes 1948-1991, pág. 247.

internacional no puede desvincularse de otras obliga-
ciones que le incumban por medio de una reserva, de su 
aceptación o de una objeción a una reserva.

84. El objeto de la directriz 4.4.1 es subrayar que una 
reserva, su aceptación o una objeción carecen de efecto 
sobre las obligaciones convencionales derivadas de otro 
tratado. Sólo pueden verse modificados o excluidos los 
efectos jurídicos de las disposiciones del tratado a las que 
se refiere la reserva.

4.4 Efectos de una reserva y obligaciones extraconven- 
cionales

4.4.1 Falta de efecto en la aplicación de las disposicio-
nes de otro tratado

Una reserva, su aceptación o una objeción no modifi-
can ni excluyen los respectivos derechos y obligaciones 
de sus autores que se deriven de otro tratado en que sean 
partes.

85. Así como una reserva no puede influir en las rela-
ciones convencionales preexistentes de su autor, tampoco 
puede modificar las demás obligaciones, independiente-
mente de su naturaleza, que vinculen al autor de la reserva 
al margen del tratado. Esta afirmación es particularmente 
evidente en el caso de una reserva a una disposición que 
refleja122 normas consuetudinarias123. Es cierto que la 
reserva produce el efecto «normal» previsto en el pá-
rrafo 1 del artículo 21 entre su autor y las partes contratan-
tes respecto de las cuales tal reserva es efectiva, al crear 
entre ellas un régimen normativo específico que puede 
desplazar a la norma consuetudinaria de que se trate en el 
marco del tratado124, por ejemplo mediante la imposición 
de obligaciones menos rigurosas. Sin embargo, la reserva 
no menoscaba en absoluto el carácter obligatorio de la 
norma consuetudinaria como tal. Fuera de esos regíme-
nes normativos específicos, la reserva no puede eximir a 
su autor del cumplimiento de la norma consuetudinaria si 
dicha norma le es aplicable125. A este respecto, la CIJ ha 
indicado claramente que

un Estado que hubiera formulado una reserva no quedaría liberado 
por ello de las obligaciones impuestas por el derecho marítimo gene-
ral fuera e independientemente de la Convención sobre la plataforma 
continental126.

122 En relación con el uso de la palabra «reflejar», véase Anua-
rio… 2007, vol. II (segunda parte), párr. 1 del comentario de la direc-
triz 3.1.8 (Reservas relativas a una disposición que refleja una norma 
consuetudinaria).

123 En relación con la cuestión de la admisibilidad de tales reser-
vas, véase Anuario… 2005, vol. II (primera parte), págs. 183 y ss., 
párrs. 116 a 130, y la directriz 3.1.8, párr. 1 (Anuario… 2007, vol. II 
(segunda parte), párr. 153). Véase también Teboul, «Remarques sur les 
réserves aux conventions de codification».

124 Teboul, loc. cit., pág. 708, párr. 32.
125 Weil ha considerado que «poco importa la voluntad manifestada 

por un Estado respecto de una determinada convención: […] con inde-
pendencia de que formule o no reservas a algunas de sus cláusulas […], 
estará de todas formas vinculado por las disposiciones de dicha conven-
ción que hayan sido reconocidas como normas de derecho internacio-
nal consuetudinario o general» («Vers une normativité relative en droit 
international?», págs. 43 y 44).

126 Plateau continental de la mer du Nord, fallo, C.I.J. Recueil 1969, 
pág. 40, párr. 65. Véase también C.I.J. Resúmenes 1948-1991, pág. 100.
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La razón es sencilla:

El hecho de que los principios [del derecho internacional general y con-
suetudinario], reconocidos como tales, hayan sido codificados o incor-
porados en convenciones multilaterales no significa que dejen de existir 
y de aplicarse como principios de derecho consuetudinario, incluso res-
pecto de los países que son partes en esas convenciones127.

86. Así pues, la modificación o exclusión de la apli-
cación de una disposición convencional que refleja una 
norma consuetudinaria puede producir sus efectos en el 
marco de las relaciones convencionales, pero no afecta 
en absoluto a la existencia y obligatoriedad de la norma 
consuetudinaria como tal.

87. Concretamente, el efecto de la reserva (y de las 
reacciones a ella: aceptación u objeción) consiste en 
excluir la aplicación de la norma convencional que 
refleja una norma consuetudinaria, lo que significa que 
el autor de la reserva no está obligado, en relación con 
las demás partes contratantes, a respetar la norma (con-
vencional) en el marco del tratado; por ejemplo, no está 
obligado a cumplir la obligación de recurrir al arbitraje o 
a jueces internacionales para resolver cualquier cuestión 
de interpretación o aplicación de esa norma aunque en el 
tratado figure una cláusula de solución de controversias. 
Sin embargo, dado que la norma consuetudinaria con-
serva todo su valor jurídico, el autor de la reserva no es 
libre de vulnerar la norma consuetudinaria (que es, por 
definición, idéntica), sino que debe observarla como tal. 
No obstante, el cumplimiento o las consecuencias del 
incumplimiento de la norma consuetudinaria no forman 
parte del régimen jurídico creado por el tratado, sino que 
dependen del derecho internacional general y evolucio-
nan con él.

88. Los Estados comparten este enfoque y no dudan en 
recordar al autor de la reserva que la norma consuetudi-
naria sigue estando en vigor en sus relaciones mutuas a 
pesar de su objeción. Así hicieron, por ejemplo, los Paí-
ses Bajos en su objeción a varias reservas relativas al 
artículo 11, párr. 1, de la Convención de Viena sobre Rela-
ciones Diplomáticas:

El Reino de los Países Bajos no acepta las declaraciones de la 
República Popular de Bulgaria, la República Democrática Alemana, la 
República Popular de Mongolia, la República Socialista Soviética de 
Ucrania, la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, la República 
Socialista Soviética de Bielorrusia y la República Democrática del 
Yemen respecto del párrafo 1 del artículo 11 de la Convención. El 
Reino de los Países Bajos considera que esta disposición sigue vigente 
en sus relaciones con dichos Estados en virtud del derecho internacio-
nal consuetudinario128.

89. La Comisión ya ha aprobado una directriz sobre esta 
cuestión en el marco de la tercera parte de la Guía de la 
práctica, relativa a la validez de las reservas. Se trata de la 
directriz 3.1.8, redactada de la siguiente manera:

127 Activités militaires et paramilitaires au Nicaragua et contre 
celui-ci (Nicaragua c. Estados Unidos), competencia y admisibilidad, 
fallo, C.I.J. Recueil 1984, pág. 424, párr. 73.

128 Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. III.3. En cuanto al 
fondo, no hay ninguna duda sobre la pertinencia de la observación de 
los Países Bajos; no obstante, su formulación es muy discutible: no es la 
disposición convencional la que sigue vigente entre los Estados autores 
de las reservas y los Países Bajos, sino la norma consuetudinaria que 
refleja esa disposición.

3.1.8 Reservas relativas a una disposición que refleja una norma 
consuetudinaria

1. El hecho de que una disposición convencional refleje una 
norma consuetudinaria es un factor pertinente con vistas a la determi-
nación de la validez de una reserva, aunque no impide por sí mismo la 
formulación de la reserva a esa disposición.

2. Una reserva a una disposición convencional que refleja una 
norma consuetudinaria no afecta al carácter obligatorio de esa norma 
consuetudinaria, que continuará aplicándose como tal entre el Estado o 
la organización internacional autor de la reserva y los demás Estados u 
organizaciones internacionales obligados por esa norma129.

90. En opinión del Relator Especial, el párrafo 2 de esta 
directriz trata la cuestión de manera satisfactoria. No obs-
tante, cabe preguntarse si la ubicación de este párrafo en 
el esquema de estudio es correcta. Se trata más bien de 
un problema de efectos que de un problema de validez 
de la reserva. En estas condiciones puede ser razonable 
transformar el párrafo 2 de la directriz 3.1.8 en una nueva 
directriz 4.4.2:

4.4.2 Falta de efecto de una reserva en la aplicación de 
las normas consuetudinarias

Una reserva a una disposición convencional que refleja 
una norma consuetudinaria no afecta al carácter obli-
gatorio de esa norma consuetudinaria, que continuará 
aplicándose como tal entre el Estado o la organización 
internacional autor de la reserva y los demás Estados u 
organizaciones internacionales obligados por esa norma.

91. Así pues, el principio fundamental es que una 
reserva y las reacciones a ella no modifican ni excluyen la 
aplicación de las demás normas convencionales o consue-
tudinarias que vinculan a las partes. Es evidente que este 
principio se aplica a fortiori cuando la norma convencio-
nal refleja una norma imperativa de derecho internacio-
nal general (jus cogens). La Comisión ya ha aprobado en 
este ámbito, tras fuertes debates, la directriz 3.1.9, que se 
refiere en parte a este problema:

3.1.9 Reservas contrarias a una norma de jus cogens

Una reserva no puede excluir ni modificar los efectos jurídicos de 
un tratado de una manera contraria a una norma imperativa de derecho 
internacional general130.

92. Sin querer reabrir largos debates sobre este pro-
blema (en caso de que lo fuera), el Relator Especial opina 
que sería deseable que en la cuarta parte de la Guía de la 
práctica figurara una disposición sobre los efectos (o la 
falta de efectos) de una reserva a una norma de jus cogens. 
Por otro lado, en 2006 varios miembros de la Comisión 
se manifestaron en el sentido de que la directriz 3.1.9 se 
refería a los efectos de las reservas más que a la cuestión 
de su validez131.

93. Sin embargo, a diferencia de lo que se sugirió más 
arriba132 respecto de las reservas a una disposición con-
vencional que refleja una norma consuetudinaria, el Rela-
tor Especial no propone desplazar la directriz 3.1.9 simple 
y llanamente a la cuarta parte de la Guía de la práctica: en 

129 Anuario… 2007, vol. II (segunda parte), párr. 153.
130 Ibíd.
131 Ibíd., párr. 154, comentario a la directriz 3.1.9, párr. 12.
132 Véase el párrafo 90 supra.
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su redacción actual, esta directriz no resuelve plenamente 
la cuestión de los efectos de una reserva a una disposición 
que refleja una norma imperativa de derecho internacional 
general.

94. Como ya se indicó133, no hay ningún motivo que se 
oponga a que el principio aplicable a las reservas a una 
disposición que refleja una norma consuetudinaria se apli-
que igualmente a las reservas a una disposición que refleja 
una norma imperativa. Por tanto, la redacción de la direc-
triz 4.4.3 podría basarse en el modelo de la directriz 4.4.2:

4.4.3 Falta de efecto de una reserva en la aplicación 
de las normas imperativas de derecho internacional 
general (jus cogens)

Una reserva a una disposición convencional que refleja 
una norma imperativa de derecho internacional general 
(jus cogens) no afecta al carácter obligatorio de esa norma, 
que continuará aplicándose como tal entre el Estado o la 
organización internacional autor de la reserva y los demás 
Estados u organizaciones internacionales obligados por 
esa norma.

95. Dicho esto, el Relator Especial deja en manos de la 
Comisión la decisión de determinar si la directriz 4.4.3 
se superpone a la directriz 3.1.9 o si se pueden mantener 
ambas directrices en sus partes respectivas de la Guía de 
la práctica.

2. Las reservas InváLIdas

a) Las reservas inválidas y las Convenciones de Viena

96. Ni la Convención de Viena de 1969 ni la de 1986 
tratan abiertamente la cuestión de los efectos jurídicos 
de una reserva que no respeta las condiciones de validez 
sustancial y formal establecidas en los artículos 19 y 23, 
cuyo cumplimiento permite considerar que la reserva es 
efectiva con respecto a otro Estado contratante desde el 
momento en el que ha sido aceptada por él conforme a 
lo dispuesto en el artículo 20. Los trabajos preparatorios 
de las disposiciones relativas a las reservas en estas dos 
Convenciones tampoco arrojan luz sobre los efectos, o 
la ausencia de efectos, derivados de la invalidez de una 
reserva. 

97. Los efectos que los primeros Relatores Especiales 
de la Comisión atribuían a una reserva que no era efectiva 
derivaban implícitamente de su adhesión al sistema tradi-
cional de la unanimidad: el autor de la reserva no podía 
pretender convertirse en parte en el tratado. Por lo demás, 
no se trataba en modo alguno de determinar los efectos 
de una reserva que no cumplía determinadas condiciones 
de validez —no existían tales condiciones en este sistema 
enteramente intersubjetivo—, sino, más bien, los de una 
reserva que no había sido aceptada por todos los demás 
Estados contratantes y que por esta razón no se convertía 
en parte del acuerdo entre las partes134. 

133 Véase el párrafo 92 supra.
134 Primer informe sobre el derecho de los tratados, Yearbook… 1950, 

vol. II, documento A/CN.4/23, pág. 241, párr. 96. En español, véase el 
documento A/CN.4/23, mimeografiado, págs. 52 y 53. Véase también 
Yearbook… 1950, vol. I, 53.ª sesión, pág. 90, párr. 3 (intervención del 
Sr. Brierly).

98. Desde esta perspectiva, en 1950, el Relator Especial 
Sr. Brierly consideró que la aceptación de un tratado con 
una reserva solamente produce efectos cuando todos los 
Estados u organizaciones internacionales cuyo consen-
timiento sea necesario para la validez de dicha reserva 
hayan expresado su consentimiento a ella135. El Relator 
Especial Sr. Lauterpacht expresó esta misma idea, afir-
mando que en el caso de un tratado multilateral es nula 
toda firma, ratificación, adhesión u otra forma de acepta-
ción del tratado que vaya acompañada de una o más reser-
vas a las que todas las demás partes en el tratado no den 
su asentimiento136. En el supuesto de que una reserva no 
sea formulada de esta manera, no producirá efecto alguno 
e implicará la nulidad del consentimiento en obligarse por 
el tratado. El Comité de Expertos para la Codificación 
Progresiva del Derecho Internacional de la Sociedad de 
las Naciones ya había subrayado esta ausencia de efectos 
de una reserva «carente de valor»: 

Para que pueda hacerse válidamente cualquier reserva respecto a una 
cláusula de un tratado es esencial que esa reserva sea aceptada por 
todas las partes contratantes como hubiera sido el caso si las reservas se 
hubieran formulado en el curso de las negociaciones. En caso contrario, 
la reserva, así como la firma a la cual está agregada, es nula y sin valor 
alguno137.

En este sistema, se trataba más de ausencia de efectos que 
de falta de validez de la reserva, siendo el consentimiento 
a ella el único elemento que determinaba que la reserva 
fuera aceptable o inaceptable con respecto a todas las 
demás partes contratantes.

99. No obstante, el propio Sr. Brierly, firme partidario 
del sistema de la unanimidad, era consciente de que tal 
vez había reservas que, por su propia naturaleza o por 
causa del tratado al que se referían, podían verse privadas 
ipso jure de todo posible efecto. Al observar la práctica 
convencional, consideró que algunas disposiciones con-
vencionales tan sólo permiten determinadas reservas defi-
nidas en el texto y prohíben todas las demás. Nada dicen 
sobre el papel del depositario ni sobre la cuestión de la 
consulta de los Estados con respecto a las reservas, pues 
no se pueden plantear estos problemas debido a que en 
esta etapa no se permite formular ninguna reserva138. De 
ello se desprende que los Estados no eran libres de aceptar 
cualquier cláusula especial en forma de reserva139, como 
había sostenido el Relator Especial un año antes, sino que 

135 Proyecto de artículo 10, párr. 3, en Yearbook… 1950, vol. II, 
pág. 240; en español, véase el documento A/CN.4/23, mimeografiado, 
pág. 50. 

136 Informe sobre le derecho relativo a los tratados, proyecto de 
artículo 9, en Yearbook… 1953, vol. II, pág. 91; en español, véase el 
documento A/CN.4/63, mimeografiado, pág. 6. 

137 Citado en el primer informe sobre el derecho de los tratados 
del Sr. Waldock, en Anuario… 1962, vol. II, documento A/CN.4/144, 
pág. 84, apéndice, párr. 1.

138 Informe sobre las reservas a las convenciones multilaterales, 
Yearbook… 1951, vol. II, documento A/CN.4/41, pág. 3, párr. 11; en 
español, véase el documento A/CN.4/41, mimeografiado, pág. 8. El 
Relator Especial citó en el anexo C de ese informe (Yearbook… 1951, 
vol. II, pág. 11; en español, documento A/CN.4/41, pág. 39) los ejem-
plos de la Convención sobre la unificación del derecho relativo a la letra 
de cambio y al pagaré, el Convenio estableciendo una ley uniforme en 
materia de cheques y el Protocolo de enmienda a la Convención Inter-
nacional sobre Estadísticas Económicas, firmada en Ginebra el 14 de 
diciembre de 1928.

139 Yearbook… 1950, vol. II, pág. 239, párr. 88; en español, documento  
A/CN.4/23, pág. 48.
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existían reservas que no podían ser aceptadas al estar pro-
hibidas por el propio tratado. El Sr. Fitzmaurice incorporó 
la idea en el párrafo 3 de su proyecto de artículo 37 en los 
siguientes términos:

En los casos en que el propio tratado permite que se hagan ciertas reser-
vas específicas, o cierta clase de reservas, debe presumirse que cuales-
quiera otras reservas están excluidas y no podrán aceptarse140.

100. La situación cambió con el primer informe sobre 
el derecho de los tratados del Sr. Waldock. En efecto, el 
cuarto Relator Especial, partidario del sistema flexible, 
subordinaba expresamente el derecho soberano de los 
Estados a formular reservas a determinadas condiciones 
de validez. A pesar de las incertidumbres relativas a su 
posición sobre la validez de las reservas contrarias al 
objeto y propósito del tratado141, el párrafo 1 del proyecto 
de artículo 17 de su primer informe

admite la opinión de que, salvo cuando el tratado mismo prohíba o 
restrinja, ya sea expresamente o de modo claramente implícito, hacer 
reservas, el Estado está en libertad, en virtud de su soberanía, de formu-
lar las reservas que estime oportunas142.

Sin embargo, el Sr. Waldock no consideró pertinente pre-
cisar los efectos que conllevaba la formulación de una 
reserva prohibida. Es decir, expuso los criterios de validez 
de las reservas sin determinar el régimen de aquellas que 
no los respetaban143.

101. No obstante, el primer informe del Sr. Waldock 
contiene algunas pistas que inducen a reflexionar sobre 
los efectos de una reserva prohibida por el tratado. En este 
sentido,

cuando se formula una reserva que no está prohibida por el tratado, 
los demás Estados están llamados a indicar si la aceptan o la rechazan, 
pero cuando se trata de una reserva prohibida por el tratado, no nece-
sitan hacerlo, pues ya han expresado su objeción a ella en el propio 
tratado144.

Si bien esta precisión no responde directamente a la pre-
gunta de cuál es el efecto de las reservas prohibidas, tiene 
el valor de sugerir que éstas están excluidas del campo de 
aplicación de las disposiciones relativas al consentimiento 
de los Estados contratantes y, por tanto, del conjunto de 
las disposiciones relativas a los efectos de las reservas, 

140 Anuario… 1956, vol. II, pág. 115.
141 Anuario… 1962, vol. II, págs. 75 y 76, párr. 10 del comentario 

sobre el proyecto de artículo 17. Véanse también los párrafos 2 y 3 
del comentario sobre la directriz 3.1 (Validez material de una reserva), 
Anuario… 2006, vol. II (segunda parte), págs. 159 y 160.

142 Anuario… 1962, vol. II, pág. 75, párr. 9. Véase también ibíd., 
pág. 77, párr. 15 del comentario sobre el proyecto de artículo 18. Véase 
asimismo ibíd., vol. I, 651.ª sesión, pág. 154, párr. 64 (Sr. Yasseen), y 
las conclusiones del Relator Especial Sr. Waldock, ibíd., 653.ª sesión, 
pág. 171, párr. 57.

143 El Sr. Verdross consideró durante el debate que el caso en el que 
«el tratado prohíba específicamente las reservas [...] no ofrece dificultad 
alguna» (ibíd., vol. I, 652.ª sesión, pág. 160, párr. 33), sin por ello apor-
tar ninguna solución concreta en cuanto a los efectos de la violación de 
dicha prohibición expresa. No obstante, los miembros de la Comisión 
eran conscientes de que podía plantearse el problema, como demues-
tra el debate del proyecto de artículo 27 relativo a las funciones del 
depositario (ibíd., 658.ª sesión, pág. 205, párr. 59 (Sr. Waldock), e ibíd., 
664.ª sesión, pág. 253, párrs. 82 a 95).

144 Ibíd., vol. II, pág. 75, párr. 9 del comentario sobre el proyecto de 
artículo 17. En este mismo sentido, Yearbook… 1950, vol. II, pág. 239, 
párr. 88; en español, documento A/CN.4/23, pág. 48.

dejando al margen la posibilidad de convalidar una reserva 
que, de lo contrario, no sería válida, mediante el consenti-
miento unánime de todos los Estados contratantes145.

102. Durante mucho tiempo, la Comisión trató por sepa-
rado, y de forma algo confusa, la cuestión de las reservas 
incompatibles con el fin y el objeto del tratado y la de las 
reservas prohibidas. Así, el apartado b del párrafo 2 del 
proyecto de artículo 20 (Efectos de las reservas), apro-
bado en primera lectura por la Comisión, tan sólo contem-
plaba los efectos jurídicos de una reserva en relación con 
una objeción que se le hubiera formulado por causa de su 
incompatibilidad con el fin y el objeto del tratado:

Toda objeción hecha a una reserva por un Estado que la considerare 
incompatible con el objeto y finalidad del tratado impedirá la entrada 
en vigor del tratado entre el Estado que hubiere formulado la reserva 
y el que hubiere formulado la objeción, salvo que este último hubiere 
manifestado la intención contraria146.

Asimismo, se desprende de esta formulación que el efecto 
de la objeción, a su vez también sometida a la condición de 
la compatibilidad con el objeto y el fin conforme a la opi-
nión consultiva Réserves à la convention pour la préven-
tion et la répression du crime de génocide de la CIJ147, tan 
sólo estaba previsto para los casos de reservas contrarias 
(o consideradas contrarias) al objeto y el fin del tratado. 
No obstante, tras las críticas expresadas por varios Esta-
dos con respecto a esta limitación del derecho a formular 
objeciones a las reservas, el Relator Especial propuso en 
1965 una nueva fórmula148 con el fin de desvincular más 
claramente la objeción de la validez de la reserva. Pero, 
como consecuencia de ello, las reservas inválidas se deja-
ron al margen de los trabajos de la Comisión y de la Con-
ferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho de los 
Tratados y así se mantuvieron hasta la aprobación de la 
Convención de Viena de 1969.

145 Proyecto de artículo 17, párr. 1, apdo. b, Anuario… 1962, vol. II, 
pág. 69: «Es inadmisible la formulación de una reserva que esté expre-
samente prohibida o implícitamente excluida con arreglo a las disposi-
ciones del inciso a, salvo cuando se haya obtenido previamente el con-
sentimiento de todos los demás Estados». Véase también el proyecto 
de artículo 18 propuesto por el Sr. Waldock en 1965, Anuario… 1965, 
vol. II, pág. 52. Sobre la cuestión del consentimiento unánime de los 
Estados contratantes y de las organizaciones contratantes, véanse los 
párrafos 204 a 209 infra.

146 Anuario… 1962, vol. II, pág. 203.
147 En 1951, la CIJ afirmó que es la compatibilidad de la reserva con 

el objeto y el fin de la Convención la que debe servir de criterio para 
apreciar la actitud del Estado que se adhiere formulando una reserva y 
del que considera que debe presentar una objeción a este respecto. Esta 
es la norma de conducta que debe orientar a cada Estado en la aprecia-
ción que le corresponde hacer individualmente y por cuenta propia del 
carácter regular de una reserva (Réserves à la Convention pour la pré-
vention et la répression du crime de génocide, opinión consultiva, C.I.J. 
Recueil 1951, pág. 24). Para un análisis riguroso de las diferencias entre 
el sistema jurídico adoptado por la Comisión y la opinión consultiva de 
la Corte de 1951, véase Koh, loc. cit., págs. 88 a 95.

148 Anuario… 1965, vol. II, pág. 54, párr. 9 del comentario sobre el 
proyecto de artículo 19. El párrafo 4 del proyecto de artículo 19 pro-
puesto por el Sr. Waldock (ibíd., pág. 52) establece lo siguiente:

«4. En los demás casos, salvo que el Estado [sic, léase ‹el tra-
tado›] interesado manifestare [en inglés, specifies] otra cosa:

a) la aceptación de una reserva por una de las partes consti-
tuirá al Estado autor de la reserva en parte en el tratado en relación 
con la parte que la hubiere aceptado;

b) la objeción hecha a una reserva por una de las partes impe-
dirá la entrada en vigor del tratado entre el Estado que hubiere 
hecho la objeción y el Estado autor de la reserva.»
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103. La ausencia de normas en la Convención de Viena 
de 1969 con respecto a las reservas inválidas deriva, por 
otra parte, del propio texto del párrafo 1 de su artículo 21, 
relativo al efecto de la aceptación de una reserva: sola-
mente pueden considerarse efectivas en el sentido de esta 
disposición las reservas que al mismo tiempo sean válidas 
conforme a las condiciones del artículo 19, se hayan for-
mulado conforme a lo dispuesto en el artículo 23 y hayan 
sido aceptadas por otra parte contratante conforme al ar-
tículo 20149. Es evidente que una reserva que no sea válida 
no cumple dichas condiciones acumulativas, indepen-
dientemente de su aceptación por una parte contratante.

104. No obstante, esta precisión no se recoge en el 
párrafo 3 del artículo 21, relativo a las objeciones a las 
reservas. Pero de ello no se desprende que la Convención 
determine los efectos jurídicos de una reserva inválida que 
haya sido objetada: para que dicha objeción pueda produ-
cir el efecto contemplado en el párrafo 3 del artículo 21 
será necesaria al menos una aceptación150, en virtud de lo 
dispuesto en el apartado c del párrafo 4 del artículo 20; 
ahora bien, los efectos de la aceptación de una reserva 
inválida no están regulados en la Convención.

105. Los trabajos de la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho de los Tratados confirman claramente que 
la Convención de Viena de 1969 no trata en modo alguno 
las consecuencias de las reservas inválidas y menos aún 
de sus efectos. En 1968, en la primera sesión de la Confe-
rencia, los Estados Unidos propusieron añadir en la frase 
introductoria del párrafo 4 del futuro artículo 20, tras las 
palabras «en los casos no previstos en los párrafos prece-
dentes de este artículo» la siguiente precisión: «y salvo que 
la reserva esté prohibida en virtud del artículo 16 [futuro ar-
tículo 19]»151. Según las explicaciones dadas por el Sr. Bri-
ggs, representante de los Estados Unidos, para respaldar la 
enmienda:

La finalidad de la enmienda de los Estados Unidos al párrafo 4 es 
hacer extensiva la aplicación de las reservas prohibidas con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 16 a las decisiones tomadas por los Estados, en 
virtud del párrafo 4 del artículo 17, al aceptar una reserva propuesta o 
hacer objeciones a la misma. En particular, la propuesta impediría que 
otro Estado contratante aceptase una reserva prohibida por el tratado y 
el criterio de incompatibilidad con el objeto o el fin del tratado estable-
cido en el apartado c del artículo 16 sería aplicable a esa aceptación o a 
esas objeciones. El apartado c establece un criterio de incompatibilidad 
relativo a las reservas prohibidas, pero presenta el defecto de no hacerlo 
aplicable de modo explícito a la aceptación de las reservas o a la obje-
ción a las reservas152.

106. Aunque apenas se desprenda de las explicaciones 
del Sr. Briggs, que hacen sobre todo hincapié en la exten-
sión de los criterios de validez de una reserva a las acep-
taciones y objeciones, la enmienda de los Estados Unidos 
habría tenido sin duda como efecto que el sistema de las 

149 Véase Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/
CN.4/614 y Add.1 y 2, párrs. 199 y ss.

150 Véanse los párrafos 25 y 26 supra.
151 Documento A/CONF.39/C.1/L.127, en Documentos Oficiales de 

la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho de los Trata-
dos, períodos de sesiones primero y segundo, Viena, 26 de marzo a 24 
de mayo de 1968 y 9 de abril a 22 de mayo de 1969, Documentos de la 
Conferencia, A/CONF.39/11/Add.2, pág. 146, párr. 179, v), d.

152 Ibíd., primer período de sesiones, Viena, 26 de marzo a 24 de 
mayo de 1968, Actas resumidas de las sesiones plenarias y de las sesio-
nes de la Comisión Plenaria, A/CONF.39/11, 21.ª sesión de la Comisión 
Plenaria, pág. 119, párr. 11.

aceptaciones y objeciones a las reservas contemplado en 
el párrafo 4 del artículo 20 hubiese quedado limitado úni-
camente a las reservas que cumplieran los criterios de vali-
dez del artículo 19. La aceptación de una reserva inválida o 
la objeción a ella quedan excluidas claramente del campo 
de aplicación de dicha enmienda153, sin que se haya pro-
puesto ninguna norma nueva con respecto a estas reservas. 
El Sr. Wershof, representante del Canadá, planteó enton-
ces la pregunta de si concordaba «o no el párrafo c de la 
enmienda de los Estados Unidos (A/CONF.39/C.1/L.127) 
con la intención de la Comisión de Derecho Internacional 
en materia de reservas incompatibles»154. El Sr. Waldock, 
en su calidad de Consultor Técnico, señaló que «la res-
puesta [era] afirmativa […], pues en definitiva se trata de 
repetir la norma ya enunciada en el artículo 16»155.

107. La enmienda «de redacción» de los Estados Unidos 
fue reenviada al Comité de Redacción156. Sin embargo, ni 
el texto aprobado provisionalmente por el Comité y pre-
sentado a la Comisión Plenaria el 15 de mayo de 1968157, 
ni el texto finalmente aprobado por la Comisión Plenaria y 
reenviado a la Conferencia Plenaria158 contienen la fórmula 
propuesta por los Estados Unidos, sin que se explique esta 
decisión en los trabajos publicados de la Conferencia. No 
obstante, queda claro que la CDI y la Conferencia conside-
raron que el caso de las reservas inválidas no estaba regu-
lado por normas expresas aprobadas como resultado de sus 
trabajos y que las disposiciones de la Convención de Viena 
no se aplicaban como tales a esta situación.

108. La cuestión de los eventuales efectos de una 
reserva formulada incumpliendo las condiciones de vali-
dez no se abordó ni durante los trabajos de la Comisión en 
relación con la cuestión de los tratados celebrados entre 
Estados y organizaciones internacionales o entre dos o 
más organizaciones internacionales ni durante los de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho de 
los Tratados de 1986. Sin embargo, el Sr. Reuter, Relator 
Especial sobre la cuestión, reconoció que «[i]ncluso en 
los tratados entre Estados, la cuestión de las reservas ha 
sido siempre una cuestión difícil y controvertida y no se 
pudo poner término a todas las dificultades, ni siquiera 
con las disposiciones de la Convención de Viena»159. No 

153 No obstante, no queda del todo clara la razón por la cual no debe-
ría aplicarse la misma restricción a los casos previstos en el párrafo 2 
(tratados que deben ser aplicados en su integridad) y en el párrafo 3 
(instrumentos constitutivos de organizaciones internacionales).

154 Ibíd., 24.ª sesión, pág. 146, párr. 77.
155 Ibíd., 25.ª sesión, pág. 146, párr. 4. El artículo 16 del proyecto de 

artículos pasó a ser el artículo 19 de la Convención.
156 Ibíd., pág. 149, párr. 38.
157 A/CONF.39/C.1/L.344, en ibíd., períodos de sesiones primero y 

segundo, Viena, 26 de marzo a 24 de mayo de 1968 y 9 de abril a 22 de 
mayo de 1969, Documentos de la Conferencia, A/CONF.39/11/Add.2, 
pág. 148, párr. 185.

158 El texto fue aprobado por 60 votos contra 15 y 13 abstenciones, 
ibíd., segundo período de sesiones, Viena, 9 de abril-22 de mayo de 
1969, Actas resumidas de las sesiones plenarias y de las sesiones de la 
Comisión Plenaria (A/CONF.39/11/Add.1), 85.ª sesión de la Comisión 
Plenaria, pág. 234, párr. 34. Para el texto de esta disposición, véase 
ibíd., períodos de sesiones primero y segundo, Viena, 26 de marzo a 24 
de mayo de 1968 y 9 de abril a 22 de mayo de 1969, Documentos de la 
Conferencia, A/CONF.39/11/Add.2, pág. 125, párr. 57.

159 Décimo informe sobre la cuestión de los tratados celebrados 
entre Estados y organizaciones internacionales o entre dos o más orga-
nizaciones internacionales, Anuario… 1981, vol. II (primera parte), 
pág. 63, párr. 53. El Relator Especial se refirió asimismo a los trabajos 
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obstante, «el Relator Especial [estimó] prudente no apar-
tarse de [la Convención de Viena de 1969] en lo concer-
niente a la concepción de las reservas»160.

109. En sus observaciones sobre el Comentario general 
n.º 24 del Comité de Derechos Humanos, el Reino Unido 
también reconoció, al menos en principio161, que la Con-
vención de Viena de 1969 no regula la cuestión de las 
reservas inválidas. Su explicación fue la siguiente:

El Comité está en lo cierto al decir que los artículos 20 y 21 de la 
Convención de Viena sobre el derecho de los tratados contienen las 
normas que, tomadas en conjunto, gobiernan los efectos jurídicos de las 
reservas a los tratados multilaterales. El Reino Unido se pregunta si el 
Comité está en lo cierto al suponer que se aplican a las reservas incom-
patibles. Es indudable que las normas citadas se aplican a las reservas 
que son plenamente compatibles con el objeto y fin del Pacto, pero 
permanecen abiertas a la aceptación o a la formulación de objeciones 
[…]. Es, sin embargo, discutible si también tuvieron por objeto cubrir 
las reservas que son inadmisibles in limine162.

110. En efecto, hay que admitir que ni la Convención 
de Viena de 1969 ni la de 1986 (en gran medida seme-
jantes, incluso en este aspecto) contienen normas claras 
y precisas sobre los efectos de una reserva inválida163. En 
la presentación de su décimo informe sobre las reservas a 
los tratados y, en particular, de la cuestión de las conse-
cuencias de la falta de validez de una reserva164, el Relator 
Especial subrayó lo siguiente:

Esta es una de las lagunas más graves de las Convenciones de Viena 
de 1969 y 1986 en la materia, que guardan silencio sobre el particu-
lar. Se ha hablado en este sentido de «vacío normativo», que es tanto 
más preocupante cuanto que en los trabajos preparatorios no se encuen-
tran apenas indicaciones claras sobre la intención de los autores de la 
Convención de Viena de 1969; por el contrario, inducen a pensar que 
dejaron deliberadamente la cuestión en suspenso. Ahora bien, lo que 
era aceptable dentro del marco de un instrumento general sobre el dere-
cho de los tratados, debido a los desacuerdos que suscitaba la cues-
tión, deja de serlo precisamente a la hora de colmar las lagunas de las 
Convenciones de Viena en materia de reservas165.

111. En este ámbito, se pone de relieve que

la Convención de Viena de 1969 no ha paralizado el derecho. Incluso 
independientemente de que la Convención deje subsistir numerosas 
ambigüedades, tenga lagunas sobre puntos a veces muy importantes y no 
haya podido prever reglas aplicables a problemas que no se planteaban 
o que apenas se planteaban en el momento de su elaboración […], su 
adopción ha constituido el punto de partida de prácticas nuevas que no 
se han estabilizado o apenas se han estabilizado en el momento actual166.

de Imbert, Les réserves aux traités multilatéraux, y «La question des 
réserves dans la décision arbitrale du 30 juin 1977 relative à la déli-
mitation du plateau continental entre la République française et le 
Royaume-Uni de Grande-Bretagne et d’Irlande du Nord».

160 Anuario… 1977, vol. I, 1434.ª sesión, pág. 104, párr. 4.
161 Véase la nota 209 infra. Aunque el Reino Unido considera que 

las reservas inválidas no están reguladas en las Convenciones de Viena, 
la solución que propone consiste, no obstante, en aplicarles sin más el 
párrafo 3 del artículo 21 de esas Convenciones.

162 Informe del Comité de Derechos Humanos, Documentos Oficia-
les de la Asamblea General, quincuagésimo período de sesiones, Suple-
mento n.º 40 (A/50/40), vol. I, págs. 137 y 138, párr. 13.

163 En este sentido, véase también Gaja, «Il regime della Conven-
zione di Vienna concernente le riserve inammissibili»; Simma, «Reser-
vations to Human Rights Treaties – Some Recent Developments», 
pág. 663; y Tomuschat, «International Law: Ensuring the Survival of 
Mankind on the Eve of a New Century», pág. 321.

164 Anuario… 2005, vol. II (primera parte), pág. 197 y ss., párrs. 181 
a 208.

165 Anuario… 2006, vol. I, 2888.ª sesión, pág. 141, párr. 32.
166 Anuario… 1995, vol. II (primera parte), pág. 164, párr. 161.

Por lo tanto, conforme al método de trabajo propuesto y 
seguido por el Relator Especial y por la Comisión en el 
marco de la elaboración de la Guía de la práctica167, con-
viene dar por sentadas las normas convencionales, que no 
se pronuncian sobre la cuestión de los efectos de las reser-
vas inválidas, y «procurar colmar sus lagunas y, cuando 
parezca realizable y deseable, eliminar sus ambigüedades 
pero preservando su flexibilidad y adaptabilidad»168. 

112. Sin embargo, no se trata en modo alguno de que la 
Comisión legisle y establezca ex nihilo normas relativas 
a los efectos de una reserva que no cumple los criterios 
de validez. La práctica de los Estados, la jurisprudencia 
internacional y la doctrina ya han elaborado enfoques y 
soluciones para esta cuestión que, en opinión del Relator 
Especial, pueden perfectamente guiar los trabajos de la 
Comisión. No se trata de crear, sino de sistematizar los 
principios y normas aplicables de forma razonable y pre-
servando el espíritu general del sistema de Viena.

b) La nulidad de las reservas inválidas  
y sus consecuencias

i) La nulidad de la reserva inválida

113. En su décimo informe sobre las reservas a los tra-
tados, el Relator Especial propuso la siguiente directriz:

3.3.2 Nulidad de las reservas carentes de validez

Una reserva que no reúna las condiciones de validez enunciadas en 
la directriz 3.1 es nula de pleno derecho169.

114. Esta propuesta estaba justificada por las siguientes 
consideraciones:

Es prematuro que la Comisión adopte una posición respecto de la cues-
tión relativa a saber si la nulidad de la reserva vicia el consentimiento 
mismo en obligarse: este punto, que divide a la doctrina, no se podrá 
dirimir hasta que se haya estudiado de manera más profunda la función 
de la aceptación de las reservas y de las objeciones a las reservas. Sea 
como fuere, parece razonable consagrar desde ahora la solución en la 
que coinciden los partidarios de la admisibilidad y los de la oponibili-
dad, igualmente conforme a las posiciones adoptadas por los órganos de 
vigilancia de los tratados de derechos humanos [Anuario… 1996, vol. II 
(primera parte), págs. 76 a 78, párrs. 194 a 201], según la cual la inob-
servancia de las condiciones de validez de la formulación de las reser-
vas enunciadas en el artículo 19 de las Convenciones de Viena de 1969 

167 Durante el examen del décimo informe sobre las reservas a los 
tratados realizado por la Comisión en 2006, «[h]ubo incluso quien se 
preguntó si la Comisión debía ocuparse de las consecuencias de la falta 
de validez de las reservas, que, tal vez sensatamente, no se abordaban 
en las Convenciones de Viena de 1969 y 1986. Hubiera sido mejor no 
tratar de llenar esa laguna; el régimen que confería a los Estados la 
facultad de pronunciarse libremente sobre la validez de las reservas y 
sacar o no las consecuencias debidas existía ya y no era necesario cam-
biarlo» (Anuario… 2006, vol. II (segunda parte), pág. 151, párr. 142). 
No obstante, en el seno de la Sexta Comisión se afirmó que se trataba 
de una cuestión central del estudio (Documentos Oficiales de la Asam-
blea General, sexagésimo primer período de sesiones, Sexta Comisión, 
17.ª sesión (A/C.6/61/SR.17), párr. 5 (Francia)). Varias delegaciones 
dieron su aprobación a la idea de la nulidad de una reserva inválida, 
16.ª sesión (A/C.6/61/SR.16), párr. 43 (Suecia); ibíd., párr. 51 (Aus-
tria); y 17.ª sesión (A/C.6/61/SR.17), párr. 7 (Francia)) y se expresó el 
deseo de que los efectos concretos de esta nulidad fueran precisados en 
la Guía de la práctica, 16.ª sesión (A/C.6/61.SR.16), párr. 59 (Canadá). 
Véase también Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento  
A/CN.4/614 y Add.1 y 2, párr. 14.

168 Anuario… 1995, vol. II (primera parte), pág. 164, párr. 163.
169 Anuario… 2005, vol. II (primera parte), págs. 201 y 202, 

párr. 200.



26 Documentos del 62.º período de sesiones

y 1986 y reproducidas en el proyecto de directriz 3.1 entraña la nulidad 
de la reserva. En otras palabras, aunque no es posible todavía que se 
pronuncie respecto de las consecuencias de la nulidad de la reserva, la 
Comisión puede, en cambio, enunciar, en un proyecto de directriz 3.3.2, 
el principio de la nulidad de las reservas carentes de validez170.

115. Varios miembros de la Comisión expresaron la 
opinión de que el examen de la directriz 3.3.2 era prema-
turo en la fase en la que se encontraban por entonces los 
trabajos de la Comisión sobre la cuestión171 y que debía 
aplazarse hasta que se estudiara la cuestión de los efectos 
jurídicos de las reservas. Si bien no se cuestionaba que 
el principio de la nulidad de una reserva inválida estu-
viera bien fundado y se consideraba que dicho principio 
era convincente y útil172, se subrayó que la formulación 
de la directriz 3.3.2 parecía implicar que una reserva 
inválida no tendría ninguna consecuencia por lo que se 
refiere a la participación en el tratado del Estado autor de 
la reserva173.

116. Se aplazó el examen de la directriz 3.3.2, tras el 
debate en la Comisión, para su consideración junto con la 
cuestión de los efectos de una reserva inválida174.

117. La nulidad de la reserva y las consecuencias y los 
efectos de esta nulidad son dos aspectos sin duda inter-
dependientes, pero no por ello dejan de ser diferentes. 
No es posible examinar en primer lugar los efectos de 
una reserva inválida para deducir de ello su nulidad: el 
hecho de que un acto jurídico no produzca efectos no 
necesariamente significa que sea nulo. Son las caracte-
rísticas del acto las que influyen en sus efectos y no a la 
inversa. En este sentido, la nulidad de un acto es simple-
mente una de sus características, que, a su vez, influye 
en la capacidad del acto para producir o modificar una 
situación jurídica.

118. Sobre el acto nulo en derecho civil, el gran jurista 
francés Marcel Planiol afirmó lo siguiente:

Un acto jurídico es nulo cuando se encuentra privado de efectos por 
la ley, aunque se haya realizado realmente y no haya ningún obstáculo 
que lo convierta en inútil. La nulidad supone que el acto podría producir 
todos sus efectos si la ley lo permitiera175.

Por su parte, el Dictionnaire de droit international public 
define el término nulidad de la siguiente forma:

170 Ibíd.
171 Anuario… 2006, vol. I, 2888.ª sesión, pág. 143, párr. 52 

(Sr. Matheson); ibíd., 2889.ª sesión, págs. 146 y 147, párr. 29 (Sr. Gaja); 
ibíd., 2890.ª sesión, pág. 148, párr. 10 (Sr. Fomba); ibíd., págs. 150 y 
151, párr. 33 (Sr. Yamada); ibíd., pág. 152, párr. 48 (Sr. Mansfield).

172 Ibíd., 2890.ª sesión, pág. 148, párr. 10 (Sr. Fomba); ibíd., pág. 149, 
párr. 13 (Sr. Kemicha); ibíd., párr. 16 (Sr. Economides); ibíd., pág. 150, 
párr. 23 (Sr. Chee); ibíd., págs. 150 y 151, párr. 33 (Sr. Yamada); ibíd., 
pág. 152, párr. 48 (Sr. Mansfield); ibíd., pág. 153, párr. 51 (Sr. Rodrí-
guez Cedeño). Un punto de vista que se mantenía aislado consistía en 
sugerir que no se incluyeran en la Guía de la práctica propuestas que 
intentaran alterar el régimen jurídico establecido en la Convención de 
Viena de 1969, que deliberadamente no se había pronunciado sobre 
la cuestión de los efectos de una reserva inválida, sino que dejaba la 
apreciación de dicha validez al autor de la reserva (ibíd., 2889.ª sesión, 
pág. 145, párr. 12 (Sr. Rao)).

173 Ibíd., 2889.ª sesión, págs. 146 y 147, párr. 29 (Sr. Gaja). Véase 
también, ibíd., 2890.ª sesión, pág. 154, párr. 56 (Sra. Xue).

174 Ibíd., vol. II (segunda parte), pág. 151, párr. 139, y pág. 152, 
párr. 157.

175 Citado por Guggenheim, «La validité et la nullité des actes juri-
diques internationaux», pág. 208.

Característica de un acto jurídico, o de una disposición de un acto, 
carente de valor jurídico debido a la falta de condiciones de forma o de 
fondo necesarias para su validez176.

119. Este es exactamente el caso de la reserva que no 
cumple los criterios de validez del artículo 19 de las Con-
venciones de Viena: no cumple las condiciones de fondo 
necesarias para su validez, y por esta razón carece de 
valor jurídico. Sin embargo, la reserva habría podido pro-
ducir efectos jurídicos si hubiera cumplido las condicio-
nes necesarias para su validez.

120. Por otro lado, el propio principio de la nulidad fue 
acogido favorablemente por varias delegaciones durante el 
examen en la Sexta Comisión del informe de la CDI sobre 
la labor realizada en su 58.º período de sesiones. Tan sólo 
China expresó la opinión de que difícilmente se puede 
concluir que una reserva carece de validez ab initio, dado 
que las demás partes contratantes son libres de aceptarla o 
no177. Esta posición178, que refleja fielmente la escuela de la 
«oponibilidad», hace abstracción, no obstante, de la propia 
existencia del artículo 19 de las Convenciones de Viena. 
Referirse únicamente a la apreciación de las partes contra-
tantes para la determinación de la validez de una reserva 
equivale, en último término, a negar todo efecto útil a estas 
disposiciones, que, sin embargo, ocupan un lugar absoluta-
mente central en el régimen de las Convenciones de Viena 
y que se formulan (al menos a contrario) no como si se 
tratara de elementos que debieran ser tenidos en cuenta 
por los Estados y las organizaciones internacionales, sino 
en términos prescriptivos179. Por otro lado, este argumento 
presupone que los Estados pueden aceptar efectivamente 
una reserva que no cumpla los criterios de validez contem-
plados en la Convención de Viena de 1969 o en la de 1986, 
lo que dista de ser seguro. Por el contrario, parece que la 
aceptación expresa de una reserva inválida no puede «con-
validar» la reserva180 y carece por sí misma de validez181.

121. Algunos otros Estados opinaron que una reserva 
inválida debía ser considerada como nula y sin valor182, 
subrayando que se debían precisar las consecuencias 
concretas de esta nulidad183. La representante de Sue-
cia, hablando también en nombre de los países nórdi-
cos (Dinamarca, Finlandia, Islandia, Noruega y Suecia), 
resaltó lo siguiente:

176 Salmon, Dictionnaire de droit international public, pág. 760 
(nulidad).

177 Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo 
primer período de sesiones, Sexta Comisión, 16.ª sesión (A/C.6/61/
SR.16), párr. 65.

178 Véase también la posición de Portugal (ibíd., párr. 79).
179 «Un Estado podrá formular una reserva en el momento […], a 

menos», lo que significa sin duda alguna que un Estado no puede for-
mular una reserva si. 

180 Anuario… 2005, vol. II (primera parte), pág. 202, párrs. 201 y 202.
181 Anuario… 2009, vol. II (segunda parte), nota 372. Véanse tam-

bién los párrafos 204 a 209 infra.
182 Suecia, en nombre de los países nórdicos (Dinamarca, Finlan-

dia, Islandia, Noruega y Suecia), Documentos Oficiales de la Asam-
blea General, sexagésimo primer período de sesiones, Sexta Comisión, 
16.ª sesión (A/C.6/61/SR.16), párrs. 43 a 45; Austria, ibíd., párr. 51, y 
Francia, 17.ª sesión (A/C.6/61/SR.17), párrs. 5 a 7. Véase también Sue-
cia, en nombre de los países nórdicos (Dinamarca, Finlandia, Islandia, 
Noruega y Suecia), sexagésimo período de sesiones, Sexta Comisión, 
14.ª sesión (A/C.6/60/SR.14), párrs. 22 y 23.

183 El Canadá, ibíd., sexagésimo primer período de sesiones, Sexta 
Comisión, 16.ª sesión (A/C.6/61/SR.16), párr. 59), y Francia, 17.ª sesión 
(A/C.6/61/SR.17), párr. 5.
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El artículo 19 de la Convención de Viena estipula claramente que 
las reservas que sean incompatibles con el objeto y el fin de un tra-
tado no deberán formar parte de las relaciones convencionales entre los 
Estados. Una reserva que no sea válida deberá considerarse, por tanto, 
nula de pleno derecho184.

A continuación, la misma oradora, Sra. Hammarskjöld, 
señaló:

La práctica de separar las reservas incompatibles con el objeto y el fin 
de un tratado se ajusta plenamente a lo dispuesto en el artículo 19 de 
la Convención de Viena, que estipula claramente que esas reservas no 
formarán parte de las relaciones dimanadas del tratado185.

122. La nulidad de una reserva inválida no deriva en 
absoluto de la lege ferenda186; está establecida sólida-
mente en la práctica de los Estados.

123. No es infrecuente que los Estados formulen obje-
ciones a reservas incompatibles con el objeto y el fin del 
tratado, precisando que consideran la reserva como «nula 
y sin valor». Ya en 1982, 

[e]l Gobierno de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas [con-
sideró] como nula y sin valor la reserva formulada por el Gobierno 
del Reino de la Arabia Saudita con ocasión de su adhesión a la 
Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, ya que 
esa reserva [era] contraria a una de las disposiciones esenciales de dicha 
Convención, en concreto la que señala [art. 27, párr. 3] que «[l]a valija 
diplomática no podrá ser abierta ni retenida»187.

También es este el caso de Italia, que presentó una obje-
ción a la reserva formulada por los Estados Unidos al 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos:

En opinión de Italia, no están autorizadas las reservas a lo dispuesto 
en el artículo 6, tal y como se especifica en el párrafo 2 del artículo 4 
del Pacto.

Por ello, esta reserva es nula y sin valor, puesto que es incompatible con 
el objeto y el fin del artículo 6 del Pacto188.

En 1995, Finlandia, los Países Bajos y Suecia presenta-
ron objeciones similares a las declaraciones formuladas 
por Egipto al adherirse al Convenio de Basilea sobre el 
control de los movimientos transfronterizos de desechos 
peligrosos y su eliminación. Los Países Bajos precisaron 
en su objeción que:

el Reino de los Países Bajos considera que la declaración egipcia rela-
tiva a la exigencia de una autorización previa antes de transitar por las 
aguas territoriales constituye una reserva nula y sin valor189.

Finlandia y Suecia también precisaron en sus objecio-
nes que consideraban estas declaraciones «nulas y sin 
valor»190. La reacción de Suecia ante las reservas consi-
deradas inválidas a menudo va acompañada de esta pre-
cisión, con independencia de la cuestión de si la reserva 
está o no prohibida por el tratado191, si se ha formulado 

184 Véase, no obstante, ibíd., 16.ª sesión (A/C.6/61/SR.16), párr. 79 
(Portugal).

185 Ibíd., párr. 45.
186 Véase la nota 184 supra.
187 Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. III.3.
188 Ibíd., cap. IV.4.
189 Ibíd., cap. XXVII.3. El artículo 26, párr. 1, del Convenio de Basi-

lea establece lo siguiente: «No se podrán formular reservas ni excepcio-
nes al presente Convenio».

190 Ibíd.
191 Ibíd.

con retraso192 o si se adecua al objeto y al fin del tratado193. 
En esta última categoría, la reacción de Suecia a la decla-
ración formulada por la República Democrática Alemana 
en relación con la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes194 es 
particularmente explícita:

El Gobierno sueco concluye de todo ello que la declaración efectuada 
por la República Democrática Alemana es incompatible con el objeto 
y el fin de la Convención y que, por consiguiente, es nula conforme al 
apartado c del artículo 19 de la Convención de Viena sobre el derecho 
de los tratados195.

124. Esta objeción precisa de manera muy clara que la 
nulidad de la reserva no se deriva de la objeción reali-
zada por Suecia, sino del hecho de que la declaración de la 
República Democrática Alemana no cumple las condicio-
nes necesarias para la validez de una reserva. Se trata de 
una cuestión objetiva que no depende de las reacciones de 
las demás partes contratantes, incluso aunque éstas pue-
dan contribuir a apreciar la incompatibilidad de la reserva 
con las exigencias del artículo 19 de las Convenciones de 
Viena reproducidas en la directriz 3.1 (Validez material de 
una reserva)196.

125. No se trata aquí de conferir a las partes una com-
petencia que evidentemente no les corresponde. Indivi-
dualmente, los Estados contratantes y las organizaciones 
contratantes no están autorizados a declarar la nulidad de 
una reserva inválida197. Por otro lado, no es este el objetivo 
de dichas objeciones y no es así como habría que interpre-
tarlas. No obstante —y esto es particularmente importante 
en un sistema desprovisto de mecanismos de control y de 
anulación— estas objeciones expresan el punto de vista 
de sus autores con respecto a la cuestión de la validez y 
los efectos de las reservas inválidas198. Tal y como señaló 
Suecia en la Sexta Comisión:

192 No obstante, la objeción de Suecia a la declaración de Egipto 
formulada con retraso en relación con el Convenio de Basilea estaba 
motivada por la prohibición de las reservas por parte de dicho Convenio 
y por el hecho de que «estas declaraciones se formularon cerca de dos 
años después de la adhesión de Egipto al Convenio de Basilea, en contra 
de la norma establecida en el artículo 26, párrafo 2, de este Convenio» 
(ibíd., nota 8). Finlandia, sin embargo, motivó su objeción por el solo 
hecho de que las declaraciones fueron tardías (ibíd., cap. XXVII.3). 
Asimismo, Italia consideró que las declaraciones de Egipto se formula-
ron tardíamente y que «por esta razón, no se podía aceptar el depósito 
de las declaraciones mencionadas, incluso sin abordar el fondo de su 
contenido» (ibíd.).

193 Véanse las objeciones de Suecia a las reservas formuladas por 
Maldivas y Mauritania al Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (ibíd., cap. IV.4); sus objeciones a las reservas formuladas por 
Bahrein, Brunei Darussalam, los Emiratos Árabes Unidos, los Estados 
Federados de Micronesia, Omán y la República Popular Democrática 
de Corea, a la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer (ibíd., cap. IV.8) o sus objeciones a 
la reserva de El Salvador y la declaración interpretativa de Tailandia 
relativas a la Convención sobre los derechos de las personas con disca-
pacidad (ibíd., cap. IV.15).

194 En efecto, la República Democrática Alemana había declarado 
en la firma y ratificación de la Convención que únicamente participaría 
en sufragar los gastos contemplados en el párrafo 7 del artículo 17 y en 
el párrafo 5 del artículo 18 de la Convención en la medida en que resul-
taran de actividades correspondientes a la competencia que dicho país 
reconocía al Comité (ibíd., cap. IV.9). Véase también Anuario… 1998, 
vol. II (primera parte), pág. 277, párr. 217.

195 Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. IV.9.
196 Véanse también los párrafos 192 a 223 infra.
197 Véase también Klabbers, loc. cit., pág. 184.
198 Véase también la directriz 3.2 (Evaluación de la validez de las 

reservas), Anuario… 2009, vol. II (segunda parte), párr. 83.
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En teoría, no se necesita una objeción para establecer ese hecho, sino 
que se trata simplemente de una forma de llamar la atención sobre él. 
Por tanto, la objeción no tiene efectos jurídicos reales por sí misma y no 
tiene por qué considerarse siquiera una objeción per se; en consecuen-
cia, el plazo de 12 meses especificado en el párrafo 5 del artículo 20 
de la Convención no debería aplicarse. Sin embargo, de no haber un 
órgano que pueda calificar con autoridad una reserva de no válida, 
como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, esas «objeciones» 
siguen teniendo un propósito importante199.

126. Por tanto, la directriz 3.3.2 propuesta por el Relator 
Especial en su décimo informe tiene, sin duda, su lugar en 
la Guía de la práctica, y la posición dominante de los Esta-
dos sobre el problema de los efectos (o de la ausencia de 
efectos) de una reserva inválida lo confirma claramente.

127. No obstante, se puede plantear la cuestión de si 
esta directriz debe permanecer en la tercera parte de la 
Guía de la práctica, dedicada a las cuestiones de la validez 
de las reservas y las declaraciones interpretativas, o si, en 
definitiva, es más sensato integrarla en la cuarta parte de 
la Guía, dedicada a los efectos. Desde un punto de vista 
puramente teórico y dada la significación del término 
nulidad200 (se trata de lo que caracteriza al acto inválido), 
el lugar asignado inicialmente a esta directriz parece el 
idóneo. La «nulidad» es, en efecto, una de las «conse-
cuencias de la falta de validez de una reserva»201. No se 
trata en sí misma de un efecto jurídico.

128. No obstante, la tercera parte, y especialmente sus 
tres primeros apartados, se refieren únicamente a la vali-
dez material de las reservas. Ahora bien, no hay ninguna 
razón para excluir de las condiciones de validez de una 
reserva —cuyo incumplimiento hace que la reserva sea 
nula— las que se refieren a la forma. Una reserva que 
no se haya formulado por escrito202, que no haya sido 
notificada a las demás partes interesadas203 o que se haya 
formulado con retraso204 tampoco puede, en principio, 
producir efectos jurídicos; es nula de pleno derecho. Por 
tanto, el simple reenvío a la directriz 3.1 —que reproduce 
el artículo 19 de las Convenciones de Viena— en la direc-
triz 3.3.2, tal y como se había propuesto, parece dema-
siado limitado. Tras reflexionar sobre la cuestión, esta 
doble causa de nulidad justifica asimismo la inclusión de 
esta directriz en la cuarta parte de la Guía en lugar de en 
la tercera205.

199 Suecia, en nombre de los países nórdicos (Dinamarca, Finlan-
dia, Islandia, Noruega y Suecia), Documentos Oficiales de la Asamblea 
General, sexagésimo período de sesiones, Sexta Comisión, 14.ª sesión 
(A/C.6/60/SR.14), párr. 22.

200 Véase el párrafo 118 supra.
201 Es el título de la directriz 3.3, sección en la que se había pro-

puesto incluir la directriz 3.3.2.
202 Art. 23, párr. 1, de las Convenciones de Viena. Véase también la 

directriz 2.1.1 (Forma escrita), Anuario… 2002, vol. II (segunda parte), 
pág. 27.

203 Art. 23, párr. 1, de las Convenciones de Viena. Véase también la 
directriz 2.1.5 (Comunicación de las reservas), ibíd.

204 Véanse las directrices 2.3 (Reservas tardías), y 2.3.1 (Formu-
lación tardía de una reserva) a 2.3.5 (Ampliación del alcance de una 
reserva), Anuario… 2009, vol. II (segunda parte), párr. 83, y Anua-
rio… 2004, vol. II (segunda parte), pág. 113.

205 Además, la directriz 4.5 sería el equivalente para las reservas 
inválidas de lo que la directriz 4.1 es para las reservas válidas («Reser-
vas efectivas»): tanto la una como la otra se refieren a las dos categorías 
de condiciones (materiales o formales) necesarias para que una reserva 
se considere «efectiva» en un caso (con la condición de que sea además 
aceptada por al menos otro Estado contratante u organización contra-
tante) o «inválida» en el segundo caso.

129. Así pues, no es en absoluto inútil plantear, en prin-
cipio, en el marco de la cuarta parte de la Guía de la prác-
tica, que una reserva material o formalmente inválida sea 
nula de pleno derecho. Esta directriz, que será la primera 
de la sección 4.5 dedicada a los efectos de las reservas 
inválidas, podría quedar redactada de la siguiente forma:

4.5 Efectos de una reserva inválida

4.5.1 Nulidad de una reserva inválida

Una reserva que no cumpla las condiciones de validez 
formal y material contempladas en las partes segunda y 
tercera de la Guía de la práctica es nula de pleno derecho.

ii) Efectos de la nulidad de una reserva inválida

130. No obstante, la simple constatación de la nulidad 
de la reserva no resuelve la cuestión de los efectos, o la 
ausencia de efectos, de dicha nulidad sobre el tratado y las 
relaciones convencionales que puedan establecerse entre 
el autor de la reserva y las demás partes contratantes; 
ahora bien, tal y como se ha puesto de manifiesto ante-
riormente, las Convenciones de Viena no dan ninguna 
indicación sobre esta cuestión. Por tanto, hay que refe-
rirse a los principios básicos que inspiran el derecho de 
los tratados en su conjunto (comenzando por las normas 
aplicables a las reservas) y, en primer lugar, al principio 
del consentimiento.

131. Muchas son las objeciones que se formulan con-
tra reservas consideradas inválidas —porque están pro-
hibidas por el tratado o porque son incompatibles con su 
objeto y su fin— y que, sin embargo, no impiden que el 
tratado entre en vigor. Esta práctica se adecua perfecta-
mente al principio estipulado en el artículo 20, párr. 4, 
apdo. b, y en el artículo 21, párr. 3, de las Convenciones 
de Viena, aunque pueda parecer sorprendente que fueran 
principalmente (aunque no exclusivamente) los Esta-
dos occidentales los que durante la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho de los Tratados mani-
festaran grandes reticencias frente a la inversión de la 
presunción apoyada con fuerza por los países del Este206. 
Pero el mantenimiento en vigor del tratado deja intacta la 
cuestión de qué es lo que ocurre con la reserva.

132. La objeción de Bélgica a las reservas de la Repú-
blica Árabe Unida y de Camboya a la Convención de 
Viena sobre Relaciones Diplomáticas permite plantear  
el problema. Así, Bélgica, cuando ratificó la Convención 
en 1968, consideró que

la reserva formulada por la República Árabe Unida y el Reino de 
Camboya al párrafo 2 del artículo 37 es incompatible con la letra y el 
espíritu de la Convención207,

sin extraer de ello ninguna consecuencia concreta. Pero 
en 1975, como reacción a la confirmación de estas reser-
vas y de una reserva comparable de Marruecos, Bélgica 
precisó lo siguiente:

206 Véanse los párrafos 10 a 16 supra. Véase también el comentario 
sobre la directriz 2.6.8 (Manifestación de la intención de impedir la 
entrada en vigor del tratado), Anuario… 2008, vol. II (segunda parte), 
párr. 124.

207 Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. III.3.
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El Gobierno del Reino de Bélgica objeta las reservas formuladas en lo 
que se refiere al párrafo 3 del artículo 27 por Bahrein y al párrafo 2 del 
artículo 37 por la República Árabe Unida (en la actualidad, la República 
Árabe de Egipto), Camboya (en la actualidad, la República Khmer) y 
Marruecos. No obstante, el Gobierno considera que la Convención 
sigue en vigor entre su país y los Estados mencionados, salvo por lo 
que respecta a las disposiciones que son objeto en cada caso de dichas 
reservas208.

En otras palabras, según Bélgica, a pesar de la incom-
patibilidad de las reservas con «la letra y el espíritu» de 
la Convención, ésta entra en vigor entre dicho país y los 
autores de las reservas inválidas. No obstante, las disposi-
ciones a las que se refieren las reservas no se aplican entre 
los autores de éstas y Bélgica, lo que supone equiparar 
el efecto de las reservas inválidas con el de las reservas 
válidas.

133. La solución preconizada por la objeción de Bél-
gica, que es bastante aislada209, parece adecuarse a lo 

208 Ibíd.
209 Véase, no obstante, la objeción de los Países Bajos a la reserva 

formulada por los Estados Unidos al Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos:

«El Gobierno del Reino de los Países Bajos formula una objeción a 
la reserva que se refiere a la pena de muerte por los delitos cometidos 
por personas menores de 18 años, dado que se desprende del texto del 
Pacto y de los trabajos preparatorios que dicha reserva es incompatible 
con el texto, el objeto y el fin del artículo 6 del Pacto, que, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 4, enuncia la norma mínima para la protección 
del derecho a la vida. 

El Gobierno del Reino de los Países Bajos formula una objeción a 
la reserva relativa al artículo 7 del Pacto, ya que se desprende del texto 
y de la interpretación de este artículo que dicha reserva es incompatible 
con el objeto y el fin del Pacto.

En opinión del Gobierno del Reino de los Países Bajos, esta reserva 
tiene el mismo efecto que una suspensión de carácter general de dicho 
artículo, mientras que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 4 del 
Pacto, no se permite suspensión alguna, ni siquiera en caso de peligro 
público excepcional.

El Gobierno del Reino de los Países Bajos considera que las decla-
raciones interpretativas y las declaraciones de los Estados Unidos no 
anulan ni modifican los efectos jurídicos de las disposiciones del Pacto 
en su aplicación a los Estados Unidos y que no limitan en modo alguno 
la competencia del Comité de Derechos Humanos para interpretar 
dichas disposiciones en su aplicación a los Estados Unidos.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 21 de la Con-
vención de Viena sobre el derecho de los tratados*, las presentes obje-
ciones no constituyen un obstáculo a la entrada en vigor del Pacto entre 
el Reino de los Países Bajos y los Estados Unidos» (ibíd. (cap. IV, 4).

En sus observaciones sobre el Comentario general n.º 24 del Comité 
de Derechos Humanos, el Reino Unido también otorgó cierto crédito a 
la exclusión de las partes en el tratado a las que afecta la reserva: «el 
Reino Unido tiene absolutamente claro que la separabilidad entrañaría 
la eliminación tanto de la reserva como de las partes del tratado a las 
que se aplica. Consideraría cualquier otra solución profundamente con-
traria a los principios, especialmente a la norma fundamental recogida 
en el párrafo 1 del artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional 
de Justicia, de que las convenciones internacionales establecen reglas 
‘expresamente reconocidas por’ los Estados contratantes. El Reino 
Unido considera muy poco factible tratar de hacer responsable a un 
Estado de obligaciones previstas en el Pacto que evidentemente no ha 
‘reconocido expresamente’, sino que más bien ha indicado en forma 
explícita no estar dispuesto a aceptar» (Informe del Comité de Dere-
chos Humanos, Documentos Oficiales de la Asamblea General, quin-
cuagésimo período de sesiones, Suplemento n.º 40 (A/50/40), vol. I, 
pág. 138, párr. 14).

En su informe a la 18.ª reunión de los presidentes de los órganos 
creados en virtud de tratados de derechos humanos, el Grupo de Tra-
bajo sobre las reservas tampoco excluyó totalmente dicha solución. En 
sus recomendaciones, sugirió que «en cuanto a las consecuencias de 
la invalidez, las únicas previsibles son que podría considerarse que el 
Estado no era parte en el tratado, o que el Estado era parte en el tratado 
pero que no se aplicaba la disposición a la que se refería la reserva*, o 

estipulado en el párrafo 3 del artículo 21 de las Conven-
ciones de Viena en caso de una objeción simple210. 

134. Esta solución no deja de ser cuestionable. En 
efecto, no extrae ninguna consecuencia concreta de la 
nulidad de la reserva, sino que la trata de la misma manera 
que una reserva válida, incorporando por la puerta de atrás 
lo que habían excluido los autores de las Convenciones de 
Viena211. Es probable que nada en el texto del artículo 21, 
párr. 3, de las Convenciones de Viena indique expresa-
mente que no se aplica al caso de las reservas inválidas, 
pero se desprende claramente de los trabajos preparato-
rios que esta cuestión ya no se consideraba relacionada 
con el proyecto de artículo que estaba en el origen de esta 
disposición212.

135. Tal y como explicó Suecia, en nombre de los paí-
ses nórdicos, durante el debate en la Sexta Comisión 
del informe de la CDI sobre la labor realizada en su 
57.º período de sesiones,

Las reservas incompatibles con el objeto y el fin de un tratado no se 
formulan de conformidad con el artículo 19, de modo que los efectos 
jurídicos citados en el artículo 21 no son aplicables. Cuando en el pá-
rrafo 3 del artículo 21 se afirma que las disposiciones a que se refiera la 
reserva no se aplicarán entre el Estado que haya hecho una objeción y 
el Estado autor de la reserva en la medida determinada por la reserva, 
se está refiriendo a las reservas permitidas en virtud del artículo 19. No 
sería razonable aplicar la misma norma a las reservas incompatibles con 
el objeto y el fin del tratado. En su lugar, una reserva de ese tipo debería 
considerarse no válida y sin efecto jurídico213.

136. Por lo demás, la irrelevancia de las normas de la 
Convención de Viena queda claramente confirmada por 
la inmensa mayoría de las reacciones de los Estados a las 
reservas que consideran inválidas. Con independencia 
de que especifiquen o no claramente que su objeción no 
impide la entrada en vigor del tratado frente al autor de la 
reserva, no dejan de considerar sin ambigüedad que una 
reserva inválida carece de todo efecto jurídico.

137. Así, el Reino Unido, con ocasión de la ratificación 
de los Convenios de Ginebra para la protección de las víc-
timas de la guerra, presentó una objeción a las reservas 
formuladas por varios Estados de Europa Oriental, pre-
cisando que:

que el Estado era parte en el tratado sin el beneficio de la reserva» (HRI/
MC/2006/5, párr. 16, recomendación 7). No obstante, esta posición se 
modificó posteriormente (véase la nota 213 infra).

210 Véanse los párrafos 31 a 64 supra.
211 Véanse las observaciones del Reino Unido sobre el Comentario 

general n.º 24 del Comité de Derechos Humanos, Documentos Oficiales 
de la Asamblea General, quincuagésimo período de sesiones, Suple-
mento n.º 40 (A/50/40), vol. I, págs. 137 y 138, párr. 13. Véase también 
Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos Humanos, 
documento de trabajo ampliado de la Sra. Françoise Hampson, pre-
sentado conforme a la decisión 2001/17 de la Subcomisión (E/CN.4/
Sub.2/2003/WP.2), párr. 16.

212 Véanse los párrafos 100 a 108 supra.
213 Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo 

período de sesiones, Sexta Comisión, 14.ª sesión (A/C.6/60/SR.14), 
párr. 22. Véase también Malasia, 18.ª sesión (A/C.6/60/SR.18), párr. 86, 
y Grecia, 19.ª sesión (A/C.6/60/SR.19), párr. 39, o también la 19.ª reu-
nión de los presidentes de los órganos creados en virtud de tratados de 
derechos humanos, sexta reunión de los comités que son órganos crea-
dos en virtud de tratados de derechos humanos, informe de la reunión 
del Grupo de Trabajo sobre las reservas (HRI/MC/2007/5), párr. 18 
(«no puede contemplarse la posibilidad de que el Estado que formula 
reservas siga siendo parte [en el] tratado que cuenta con la disposición 
en relación con la cual se ha declarado que la reserva no se aplica»).
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si bien considera a todos los Estados citados como partes en los 
Convenios en cuestión, no reconoce como válidas las reservas men-
cionadas que han formulado dichos Estados y, por consiguiente, con-
sidera cualquier aplicación de dichas reservas como una violación del 
Convenio en cuestión214.

138. Belarús, Bulgaria, Checoslovaquia y la Fede-
ración de Rusia también formularon objeciones a la 
«declaración interpretativa» de Filipinas a la Conven-
ción de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar 
al considerar que dicha reserva carecía de todo valor y 
efecto jurídico215. Finlandia y Noruega formularon obje-
ciones contra una declaración de la República Democrá-
tica Alemana relativa a la Convención contra la Tortura 
y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradan-
tes216, muy criticada por varios Estados, que considera-
ban que toda declaración de esta naturaleza carecía de 
efectos jurídicos y no podía de ninguna manera atenuar 
la obligación que tienen los gobiernos de asumir su parte 
de los gastos del Comité contra la Tortura en virtud de 
lo dispuesto en la Convención217. Por su parte, Portu-
gal, a pesar de manifestar sus dudas con respecto a la 
nulidad de una reserva inválida218, destacó lo siguiente 
en su objeción a la reserva formulada por Maldivas a la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer:

Por otro lado, el Gobierno portugués considera que estas reservas no 
pueden cambiar ni modificar en modo alguno las obligaciones deriva-
das de la Convención para cualquier Estado parte219.

139. La práctica de los Estados está muy desarrollada, 
es básicamente homogénea y no se limita de ninguna 
manera a Estados concretos. Las objeciones recientes 
de Finlandia220 o Suecia221, así como las de otros Estados 

214 Naciones Unidas, Recueil des traités, vol. 278, n.º 973, pág. 268. 
Véanse también las objeciones idénticas de los Estados Unidos, adjun-
tas a los cuatro Convenios de Ginebra para la protección de las víc-
timas de la guerra. La objeción presentada al Convenio de Ginebra 
relativo al trato de los prisioneros de guerra (Convenio III) establece 
lo siguiente: «Rechazando las reservas formuladas por varios Estados 
al Convenio de Ginebra relativo al trato de los prisioneros de guerra, 
los Estados Unidos de América aceptan tener con todas las partes en 
el Convenio las relaciones derivadas de un tratado, salvo por lo que 
se refiere a las modificaciones propuestas por dichas reservas» (ibíd., 
vol. 213, n.º 972, pág. 383).

215 Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. XXI.6.
216 Véase la nota 194 supra.
217 Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. IV.9.
218 Véase la nota 184 supra.
219 Ibíd., cap. IV.8.
220 Véanse las objeciones de Finlandia a la reserva del Yemen a la 

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación Racial (ibíd., cap. IV.2), a las reservas formuladas 
por Kuwait, Lesotho, Malasia, el Pakistán y Singapur a la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer (ibíd., cap. IV.8), a las de Malasia, Omán, Qatar y Singapur a 
la Convención sobre los Derechos del Niño (ibíd., cap. IV.11) y, por 
último, a la reserva de los Estados Unidos formulada cuando manifestó 
su consentimiento en obligarse por el Protocolo sobre prohibiciones 
o restricciones del empleo de armas incendiarias (Protocolo III) de la 
Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas 
armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas 
o de efectos indiscriminados (ibíd., cap. XXVI.2).

221 Véase la objeción de Suecia a la reserva de los Estados Uni-
dos formulada cuando manifestó su consentimiento en obligarse por 
el Protocolo sobre prohibiciones o restricciones del empleo de armas 
incendiarias (Protocolo III) de la Convención sobre prohibiciones o res-
tricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan con-
siderarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados (ibíd., 
cap. XXVI.2). No obstante, Suecia precisó que la Convención entraba 

como Bélgica222, España223, los Países Bajos224, la Repú-
blica Checa225 o Eslovaquia226, o incluso de algunas orga-
nizaciones internacionales227, van a menudo acompañadas 
de la precisión de que la reserva inválida carece de efectos 
jurídicos. 

140. La ausencia de todo efecto jurídico como conse-
cuencia directa de la nulidad de la reserva inválida, que, 
por otro lado, se desprende directamente de la propia 
noción de nulidad228, también fue puesta de manifiesto 
por el Comité de Derechos Humanos en su Comenta-
rio general n.º 24 sobre cuestiones relacionadas con las 
reservas formuladas con ocasión de la ratificación del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos o de 
sus Protocolos Facultativos, o de la adhesión a ellos, o 
en relación con las declaraciones hechas de conformidad 
con el artículo 41 del Pacto por la jurisprudencia interna-
cional de 1994. Así, el Comité consideró que uno de los 

en vigor íntegramente entre los dos Estados, sin que los Estados Unidos 
pudieran beneficiarse de su reserva.

222 Véase la objeción de Bélgica a la reserva de Singapur a la Con-
vención sobre los Derechos del Niño, en la que «considera que el 
párrafo 2 de las declaraciones relativas a los artículos 19 y 37 de la 
Convención, así como el párrafo 3 de las reservas relativas a los lími-
tes constitucionales a la aceptación de las obligaciones inherentes a la 
Convención, son contrarios al objeto y al fin de la Convención y, por 
tanto, carecen de efectos en derecho internacional» (ibíd., cap. IV.9).

223 Véase la objeción de España a la reserva formulada por Qatar a 
la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer: «El Gobierno español estima que las mencionadas 
declaraciones carecen de efectos jurídicos y en nada excluyen o modi-
fican las obligaciones contraídas por Qatar en virtud de la Convención» 
(ibíd., cap. IV.8).

224 Véase la objeción de los Países Bajos a la reserva formulada por 
El Salvador a la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad: «El Gobierno del Reino de los Países Bajos entiende que 
la reserva formulada por el Gobierno de la República de El Salvador 
no excluye ni modifica los efectos jurídicos de las disposiciones de 
la Convención en su aplicación a la República de El Salvador» (ibíd., 
cap. IV.15).

225 Véase la objeción de la República Checa a la reserva formulada 
por Qatar a la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer: «Por tanto, el Gobierno checo objeta 
las reservas mencionadas que el Estado de Qatar ha formulado respecto 
de la Convención. Esta objeción no impide la entrada en vigor de la 
Convención entre la República Checa y el Estado de Qatar. La Conven-
ción entra en vigor en su integridad entre los dos Estados, sin que Qatar 
pueda beneficiarse de su reserva» (ibíd., cap. IV.8).

226 Véase la objeción de Eslovaquia a la reserva del Pakistán al Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en la que 
se precisaba que el Pakistán no podía beneficiarse de la reserva que 
había formulado (ibíd., cap. IV.3), o también a la formulada por Qatar a 
la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer: «Esta objeción no impide la entrada en vigor de la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer entre la República Eslovaca y el Estado de Qatar. La 
Convención entra en vigor íntegramente entre la República Eslovaca 
y el Estado de Qatar, sin que éste pueda beneficiarse de las reservas y 
declaraciones» (ibíd., cap. IV.8).

227 Véanse las objeciones presentadas conjuntamente por la CE y 
sus miembros (Alemania, Bélgica, Dinamarca, Francia, Irlanda, Italia, 
Luxemburgo, los Países Bajos y el Reino Unido) a las declaraciones 
formuladas por Bulgaria y la República Democrática Alemana al Con-
venio Aduanero relativo al Transporte Internacional de Mercancías al 
Amparo de los Cuadernos TIR (Convenio TIR). En las dos objeciones 
idénticas, sus autores consideraron que: «Por su contenido, la decla-
ración efectuada [...] a propósito del artículo 52, párrafo 3, tiene la 
apariencia de una reserva a esta disposición, aunque dicha reserva está 
expresamente prohibida por el Convenio. La Comunidad y sus Esta-
dos miembros estiman, por consiguiente, que esta declaración no se les 
puede oponer en ningún caso y la consideran carente de efectos» (ibíd., 
cap. XI.A.16).

228 Véase el párrafo 118 supra.
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aspectos de la «consecuencia normal» de la invalidez de 
una reserva es, entre otros, que su autor no puede bene-
ficiarse de ella229. Es significativo que, a pesar del vigor 
de la reacción de los Estados Unidos, Francia y el Reino 
Unido frente al Comentario general n.º 24, ninguno de 
estos tres Estados haya cuestionado esta posición230.

141. Posteriormente, el Comité de Derechos Huma-
nos confirmó esta conclusión de su Observación general 
n.º 24 con ocasión de la comunicación Rawle Kennedy. 
En su decisión sobre la admisibilidad de la demanda231, 
el Comité se pronunció sobre la validez de la reserva for-
mulada por el Estado parte al volver a adherirse, el 26 
de mayo de 1998, al Primer Protocolo Facultativo del 
Pacto, después de haberlo denunciado ese mismo día. Por 
medio de su reserva, Trinidad y Tabago pretendía excluir 
de la competencia del Comité a los detenidos condena-
dos a la pena de muerte232. El Comité, basándose en el 
carácter discriminatorio de la reserva, consideró que esta 
«no puede considerarse compatible con el objeto y fin del 
Protocolo Facultativo»233. El Comité concluyó diciendo:

La consecuencia es que el Comité no tiene impedimentos para exami-
nar la presente comunicación con arreglo al Protocolo Facultativo234.

En otras palabras, según el Comité de Derechos Humanos, 
la reserva de Trinidad y Tabago no excluye la aplicación 
del Protocolo Facultativo frente al demandante, que era 
un detenido condenado a la pena de muerte. Por tanto, no 

229 Informe del Comité de Derechos Humanos, Documentos Ofi-
ciales de la Asamblea General, quincuagésimo período de sesiones, 
Suplemento n.º 40 (A/50/40), vol. I, pág. 127, párr. 583. Véase también 
Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos Humanos, 
Reservas formuladas a los tratados de derechos humanos, documento 
de trabajo definitivo presentado por la Sra. Françoise Hampson (E/
CN.4/Sub.2/2004/42), párr. 57 («Sería sorprendente que un órgano 
creado en virtud de un tratado de derechos humanos hiciera efectiva 
una reserva que hubiera declarado incompatible con el objeto y el fin 
del instrumento que controla») y documento de trabajo ampliado de la 
Sra. Françoise Hampson (nota 211 supra), párr. 59 («no [cabe] esperar 
que un órgano de supervisión [haga] efectiva una reserva que [haya] 
considerado incompatible con el objeto y el fin de un tratado»). El 
Comité de Derechos Humanos mezcla en una única fórmula la cuestión 
de la imposibilidad de que la reserva incompatible produzca efectos 
(que no se cuestiona) y la del efecto de dicha incompatibilidad sobre la 
condición de parte de su autor (que suscita un amplio debate; véanse los 
párrafos 145 a 191 infra).

230 Véanse las observaciones de los Estados Unidos (Informe del 
Comité de Derechos Humanos, Documentos Oficiales de la Asam-
blea General, quincuagésimo período de sesiones, Suplemento n.º 40 
(A/50/40), vol. I, anexo VI, págs. 130 a 134), del Reino Unido (ibíd., 
págs. 134 a 139), y de Francia (ibíd., quincuagésimo primer período 
de sesiones, Suplemento n.º 40 (A/51/40), vol. I, anexo VI, págs. 111 
a 113).

231 Informe del Comité de Derechos Humanos, Documentos Oficia-
les de la Asamblea General, quincuagésimo quinto período de sesio-
nes, Suplemento n.º 40 (A/55/40), vol. II, anexo XI, comunicación 
n.º 845/1999, Rawle Kennedy c. Trinidad y Tabago, pág. 260, decisión 
de 2 de noviembre de 1999.

232 Conforme al otro elemento de las conclusiones de su Observa-
ción general n.º 24, el Comité manifestó que el Estado parte seguía 
vinculado por el Protocolo, cuestión que dista de ser evidente incluso 
aunque se admita que Trinidad y Tabago pudo retirarse del Protocolo 
para ratificarlo de nuevo inmediatamente (punto sobre el cual el Relator 
Especial no se pronuncia en este momento) (véanse los párrafos 165  
a 191 infra).

233  Informe del Comité de Derechos Humanos, Documentos Oficia-
les de la Asamblea General, quincuagésimo quinto período de sesio-
nes, Suplemento n.º 40 (A/55/40), vol. II, anexo XI, comunicación 
n.º 845/1999, párr. 6.7.

234 Ibíd.

produce ni los efectos jurídicos vinculados a una reserva 
efectiva235 ni los de una reserva válida frente a la que se 
haya formulado una objeción236. No produce ningún efecto.

142. La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
también consideró que una reserva inválida destinada 
a limitar la competencia de la Corte no podía producir 
efecto alguno. En su sentencia en el caso Hilaire vs. Tri-
nidad y Tabago, la Corte señaló lo siguiente:

Trinidad y Tabago no puede prevalerse de las limitaciones formuladas 
en su instrumento de aceptación de la cláusula facultativa de la jurisdic-
ción obligatoria de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 
virtud de lo establecido en el artículo 62 de la Convención Americana 
[sobre Derechos Humanos], por cuanto dicha limitación es incompati-
ble con el objeto y fin de la Convención237.

143. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos siguió 
en principio este enfoque en las causas Weber c. Suisse238, 
Belilos c. Suisse239 y Loizidou c. Turquie240. En las tres 
causas, el Tribunal, tras haber constatado la falta de vali-
dez de las reservas de Suiza y Turquía, aplicó el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos como si no se hubieran 
formulado. Por consiguiente, no produjeron ningún efecto 
jurídico. 

144. Teniendo en cuenta esta gran aceptación, parece 
indispensable incluir el propio principio de la ausencia de 
cualquier efecto jurídico de una reserva inválida sobre el 
tratado en una directriz 4.5.2, que podría tener la redac-
ción siguiente:

4.5.2 Ausencia de efectos jurídicos de una reserva 
inválida

Una reserva nula de pleno derecho en virtud de la 
directriz 4.5.1 carece de efectos jurídicos.

iii) Efectos de la nulidad de la reserva sobre el consenti-
miento de su autor en obligarse por el tratado

145. La directriz 4.5.2 —que constituye únicamente 
la consecuencia lógica de la directriz 4.5.1 (y que quizá 
podría constituir el segundo párrafo de esta disposición)— 
no resuelve, no obstante, todas las cuestiones relativas a 
los efectos de la nulidad de una reserva inválida. Aunque 
se establezca que dicha reserva no puede producir efectos 
jurídicos, sigue siendo indispensable responder a la cues-
tión de si su autor se convierte en parte contratante sin el 
beneficio de su reserva o si la nulidad de su reserva afecta 
también a su consentimiento en obligarse por el tratado. 

235 Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 
y Add.1 y 2, párrs. 262 a 267.

236 Véanse los párrafos 1 a 79 supra.
237 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Hilaire vs. Trini-

dad y Tabago, excepciones preliminares, Serie C n.º 80, párr. 98. Véase 
también la sentencia de ese mismo día, Benjamin y otros vs. Trinidad 
y Tabago, excepciones preliminares, Serie C n.º 81, párr. 89. En esta 
última decisión, la Corte llegó a las mismas conclusiones sin por ello 
precisar que la reserva era incompatible con el objeto y el fin de la 
Convención.

238 Weber c. Suisse, sentencia de 22 de mayo de 1990, série A 
n.º 177, párrs. 36 a 38.

239 Belilos c. Suisse, sentencia de 29 de abril de 1988, série A n.º 132, 
párr. 60.

240 Loizidou c. Turquie, sentencia de 23 de marzo de 1995, série A 
n.º 310, párrs. 89 a 98.
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En efecto, estas dos soluciones satisfacen el principio que 
consagra la ausencia de efectos jurídicos de la reserva: o 
bien el tratado entra en vigor para el autor de la reserva 
sin que éste pueda beneficiarse de su reserva inválida, que 
no produce, por tanto, los efectos pretendidos, o bien el 
tratado no entra en vigor para el autor de la reserva y, 
por consiguiente, ésta tampoco produce efectos, no existe 
ninguna relación convencional241. En opinión del Relator 
Especial, sería deseable, y posible, encontrar un término 
medio (de hecho) entre estas dos posiciones aparente-
mente irreconciliables (y que los partidarios de una y otra 
se han dedicado en el pasado a presentar como tales).

a. Las dos soluciones posibles

146. La primera solución, la divisibilidad (severability) 
de la reserva inválida y del consentimiento en obligarse por 
el tratado, encuentra hoy en día cierto respaldo en la prác-
tica de los Estados. En efecto, son numerosas las objeciones 
que están motivadas claramente por la falta de validez de 
una reserva y que a menudo constatan incluso la nulidad de 
ésta, así como su incapacidad de producir efectos; no obs-
tante, en casi todos los casos los autores de estas objeciones 
no se oponen a la entrada en vigor del tratado, es decir, 
se declaran favorables al establecimiento de una relación 
convencional con el autor de la reserva. Dada la ausencia 
de efectos jurídicos de una reserva nula de pleno derecho, 
dicha relación convencional solamente podría conducir a 
que el autor de la reserva esté vinculado por el tratado en su 
totalidad sin que pueda beneficiarse de su reserva.

147. Este punto de vista se ve confirmado por la prác-
tica, seguida en especial por los países nórdicos242, de 
lo que se ha convenido en llamar objeciones de efecto 
(u objetivo) «supermáximo»243, siguiendo el ejemplo de la 
objeción de Suecia a la reserva formulada por El Salvador 
a la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad (véase el párrafo 75 supra):

En consecuencia, el Gobierno sueco formula una objeción res-
pecto de la reserva del Gobierno de la República de El Salvador a la 
Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y la 
considera nula y sin valor. Esta objeción no impedirá la entrada en vigor 
de la Convención entre El Salvador y Suecia. La Convención entrará en 
vigor entre El Salvador y Suecia en su totalidad, sin que El Salvador 
pueda beneficiarse de su reserva244.

148. Estas objeciones a las que han recurrido a menudo 
los países nórdicos —si bien no son ellos quienes origi-
naron esta práctica245— se han desarrollado durante los 
últimos 15 años y cada vez son más utilizadas, en especial 
por los Estados europeos. Así, además de Suecia, también 

241 Greig, loc. cit., pág. 52; Goodman, «Human Rights Treaties, 
Invalid Reservations, and State Consent», pág. 531.

242 Sobre esta práctica, véase, en especial, Klabbers, loc. cit., 
págs. 183 a 186.

243 Véase Simma, loc. cit., págs. 667 y 668. Véase también Anua-
rio… 2003, vol. II (primera parte), pág. 53, párr. 96, y los párrafos 74 
a 78 supra.

244 Véase la nota 116 supra. Véase también la objeción de Suecia 
a la reserva formulada por Tailandia a la misma Convención (Traités 
multilatéraux… (nota 35 supra), cap. IV.15).

245 Una de las primeras objeciones que, sin decirlo abiertamente, 
puede calificarse de objeción de efecto «supermáximo» fue la formu-
lada por Portugal como reacción a la reserva de Maldivas a la Conven-
ción sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer (nota 219 supra).

Austria246, la República Checa247 y los Países Bajos248 pre-
tendieron otorgar un efecto supermáximo a sus objeciones 
a las reservas de El Salvador y Tailandia a la Convención 
sobre los derechos de las personas con discapacidad.

149. Más recientemente, a comienzos de 2010, varios 
Estados europeos objetaron la reserva formulada por 
los Estados Unidos cuando manifestaron su consenti-
miento en obligarse por el Protocolo sobre prohibiciones 
o restricciones del empleo de armas incendiarias (Proto-
colo III) de la Convención sobre prohibiciones o restric-
ciones del empleo de ciertas armas convencionales que 
puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos 
indiscriminados. No menos de cinco de estas objeciones 
contienen fórmulas que pretenden producir lo que se ha 
venido en llamar efecto «supermáximo»249. Asimismo, 
Austria, Eslovaquia, España, Estonia, Letonia, Noruega, 
la República Checa y Rumania también acompañaron 
sus objeciones a la reserva de Qatar a la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer con la precisión de que estas obje-
ciones no impedían la entrada en vigor de la Convención 
entre dichos Estados y el autor de la reserva, sin que 
éste pudiera beneficiarse de su reserva250. Esta práctica, 
muy seguida por los países europeos, está influida sin

246 Ibíd., cap. IV.15. En su objeción, Austria subrayó que ésta «no 
impide la entrada en vigor de la Convención, en su integridad*, entre 
Austria y El Salvador».

247 Ibíd.
248 Ibíd. Los Países Bajos precisaron que «entienden que la reserva 

formulada por el Gobierno de la República de El Salvador no excluye 
ni modifica los efectos jurídicos de las disposiciones de la Convención 
en su aplicación a la República de El Salvador».

249 Ibíd., cap. XXVI.2: Austria («el Gobierno austríaco objeta la 
reserva mencionada que han formulado los Estados Unidos de América 
en relación con el Protocolo III de la Convención sobre prohibiciones 
o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan 
considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados. No 
obstante, esta posición no es obstáculo para la entrada en vigor de la 
Convención en su integridad entre los Estados Unidos de América y 
Austria»); Chipre («el Gobierno de la República de Chipre objeta la 
reserva mencionada que han formulado los Estados Unidos de América 
en relación con el Protocolo III de la Convención sobre prohibiciones 
o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan 
considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados. No 
obstante, esta posición no es obstáculo para la entrada en vigor de la 
Convención en su integridad entre los Estados Unidos de América y la 
República de Chipre»); Finlandia («el Gobierno finlandés objeta, por 
tanto, la reserva mencionada, a la que considera sin efectos jurídicos, 
entre los Estados Unidos de América y Finlandia. No obstante, esta 
objeción no es obstáculo para la entrada en vigor del Protocolo III entre 
los Estados Unidos de América y Finlandia»); Noruega («el Gobierno 
del Reino de Noruega objeta la reserva mencionada del Gobierno de los 
Estados Unidos de América al Protocolo sobre prohibiciones o restric-
ciones del empleo de armas incendiarias (Protocolo III) de la Conven-
ción de las Naciones Unidas de 1980 sobre prohibiciones o restricciones 
del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse 
excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados. No obstante, esta 
objeción no es obstáculo para la entrada en vigor del Protocolo en su 
integridad entre los dos Estados, sin que los Estados Unidos de Amé-
rica puedan beneficiarse de su reserva»); Suecia («El Gobierno sueco 
objeta, por tanto, la reserva mencionada que ha formulado el Gobierno 
de los Estados Unidos de América en relación con la Convención sobre 
prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convenciona-
les que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indis-
criminados, considerando que la reserva carece de efectos jurídicos. La 
presente objeción no constituye un obstáculo para la entrada en vigor de 
la Convención entre los Estados Unidos de América y Suecia. La Con-
vención entra en vigor en su integridad entre los dos Estados, sin que 
los Estados Unidos de América puedan beneficiarse de su reserva»).

250 Ibíd., cap. IV.8.
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duda por la recomendación del Consejo de Europa de 
1999 sobre las reacciones ante las reservas a los tratados 
internacionales consideradas inadmisibles, que sugiere a 
los Estados miembros la utilización de determinadas cláu-
sulas modelo de reacción251 que sirven en gran medida de 
inspiración para las objeciones mencionadas.

150. Sin duda alguna, esta práctica encuentra cierto 
respaldo en las decisiones de los órganos de derechos 
humanos y de los tribunales regionales, como el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos y la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos.

151. En su sentencia, que sentaba jurisprudencia, en la 
causa Belilos c. Suisse252, el Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos, en sesión plenaria, no solamente otorgó 
una nueva calificación a la declaración interpretativa for-
mulada por Suiza, sino que además tuvo que decidir si 
la reserva (calificada de forma errónea como declaración 
interpretativa) era válida o no. Tras concluir que la reserva 
de Suiza carecía de validez, en especial con respecto a las 
condiciones establecidas en el artículo 64253 del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos, el Tribunal añadió:

Ahora bien, no cabe duda de que Suiza está y se considera vinculada 
por el Convenio, con independencia de la validez de la declaración254.

152. En su sentencia en la causa Weber c. Suisse255, se 
había solicitado a una sala del Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos que se pronunciara sobre la aplicabilidad 
del párrafo 1 del artículo 6 del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos, sobre la violación de este precepto 
por parte del Estado demandado y sobre la aplicación de 
la reserva de Suiza con respecto a tal disposición, que, 
según el Estado demandante, era independiente de su 
declaración interpretativa. En este sentido, Suiza alegó 
que «la reserva de Suiza al artículo 6, párr. 1 (art. 6-1) 
[…] impediría por completo que el Sr. Weber se benefi-
ciara del incumplimiento del principio de publicidad ante 
las jurisdicciones cantonales»256. El Tribunal procedió al 
examen de la validez de la reserva de Suiza y, más en 
particular, de su adecuación al artículo 64 del Convenio. 
Señaló que la reserva

[n]o cumple claramente uno [de los requisitos], ya que el Gobierno de 
Suiza no adjuntó [a la reserva] «una breve exposición de la ley o leyes 
de que se trate». Ahora bien, la exigencia del párrafo 2 del artículo 64 
(art. 64-2) «constituye al mismo tiempo un elemento de prueba y un 
factor de seguridad jurídica»; pretende «ofrecer, especialmente a las 
partes contratantes y a los órganos del Convenio, la garantía de que 
la reserva no va más allá de las disposiciones explícitamente exclui-
das por el Estado en cuestión» (sentencia Belilos anteriormente men-
cionada, série A n.º 132, págs. 27 y 28, párr. 59). Su desconocimiento 
no infringe «una simple exigencia de forma», sino «una condición de 
fondo» (ibíd.). Por consiguiente, debe considerarse que la reserva de 
Suiza en cuestión carece de validez257.

Contrariamente a su sentencia en la causa Belilos, el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos no siguió su 

251 Consejo de Europa, Comité de Ministros, Rec(99)13, de 18 de 
mayo de 1999.

252 Série A n.º 132 (nota 239 supra).
253 En la actualidad, art. 57.
254 Ibíd., párr. 60.
255 Série A n.º 177 (nota 238 supra).
256 Ibíd., párr. 36.
257 Ibíd., párr. 38.

razonamiento preguntándose si la nulidad de la reserva 
tenía consecuencias sobre el compromiso de Suiza de obli-
garse por el Convenio Europeo de Derechos Humanos. Se 
limitó simplemente a examinar si el párrafo 1 del artículo 6 
del Convenio había sido efectivamente violado y concluyó 
que, «por tanto, [había] habido una violación del artículo 6, 
párr. 1 (art. 6-1)»258. Sin decirlo explícitamente, el Tribunal 
consideró de esta forma que Suiza seguía estando vincu-
lada por el Convenio, a pesar de la nulidad de su reserva, y 
que no podía beneficiarse de dicha reserva, de modo que el 
párrafo 1 del artículo 6 le era aplicable como tal.

153. En su sentencia sobre las excepciones prelimina-
res en la causa Loizidou c. Turquie259, la sala del Tribu-
nal Europeo de Derechos Humanos aprovechó la ocasión 
para afinar sensiblemente su jurisprudencia. Aunque en 
esta causa no se planteara la cuestión de la validez res-
pecto de una reserva a una disposición del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos, sino respecto de una 
«reserva» a la declaración facultativa de Turquía en virtud 
de la cual reconocía la competencia obligatoria del Tri-
bunal conforme a los artículos 25 y 46 del Convenio, las 
conclusiones de la sentencia se pueden extrapolar fácil-
mente a la problemática de las reservas. Tras constatar la 
invalidez de las restricciones ratione loci de las que Tur-
quía había acompañado sus declaraciones de aceptación 
de la competencia del Tribunal, los jueces siguieron su 
razonamiento examinando «si, como consecuencia, puede 
cuestionarse la validez de las propias aceptaciones»260. El 
Tribunal señaló lo siguiente:

93. Al examinar esta cuestión, el Tribunal debe tener en cuenta la 
naturaleza particular del Convenio, instrumento de orden público euro-
peo para la protección de los seres humanos, y su misión, establecida 
en el artículo 19 (art. 19), consistente en «asegurar el respeto de los 
compromisos que resultan para las Altas Partes Contratantes del […] 
Convenio».

94. Asimismo, el Tribunal recuerda su sentencia en la causa Belilos 
c. Suisse, de 29 de abril de 1988, en la que, tras haber rechazado una 
declaración interpretativa por no adecuarse al artículo 64 (art. 64), pre-
cisó que Suiza seguía vinculada por el Convenio, pese a la invalidez de 
la declaración (série A n.º 132, pág. 28, párr. 60).

95. El Tribunal no cree que pueda resolver la cuestión de la divisibilidad 
de las partes inválidas de las declaraciones de Turquía remitiéndose a las 
declaraciones efectuadas por los representantes de este país con posterio-
ridad al depósito de las declaraciones, bien ante el Comité de Ministros y 
la Comisión (por lo que se refiere a la declaración relativa al artículo 25) 
(art. 25), o bien en la audiencia ante el propio Tribunal (con respecto a 
los artículos 25 y 46) (art. 25, art. 46). En este punto, el Tribunal observa 
que el Gobierno demandado no ha podido ignorar, teniendo en cuenta 
la práctica uniforme de las Partes Contratantes en el ámbito de los ar-
tículos 25 y 46 (art. 25, art. 46), consistente en aceptar sin condiciones la 
competencia de la Comisión y del Tribunal, que las cláusulas restrictivas 
denunciadas tenían una validez cuestionable en el sistema del Convenio 
y que los órganos de éste podrían considerarlas inadmisibles.

Es interesante observar en este sentido que la Comisión ya expresó en 
sus alegaciones ante el Tribunal en la causa del régimen lingüístico en 
Bélgica (excepción preliminar) y la causa Kjeldsen, Busk Madsen et 
Pedersen c. Danemark (sentencias de 9 de febrero de 1967 y de 7 de 
diciembre de 1976, série A, n.os 5 y 23, respectivamente) la opinión de 
que el artículo 46 (art. 46) no autorizaba ninguna restricción en cuanto 
al reconocimiento de la competencia del Tribunal (véanse, respectiva-
mente, la segunda memoria de la Comisión de 14 de julio de 1966, 
série B n.º 3, vol. I, pág. 432, y la memoria de la Comisión (excepción 
preliminar) de 26 de enero de 1976, série B n.º 21, pág. 119).

258 Ibíd., párr. 40.
259 Série A n.º 310 (nota 240 supra).
260 Ibíd., párr. 89.
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La reacción posterior de varias Partes Contratantes a las declaraciones 
de Turquía [...] respalda con firmeza la anterior observación según la 
cual Turquía no ignoraba la situación jurídica. El hecho de que, en estas 
condiciones, dicho país haya presentado posteriormente declaraciones 
relativas a ambos artículos 25 y 46 (art. 25, art. 46) —la última tras la 
reacción mencionada de las Partes Contratantes— indica que estaba 
dispuesto a correr el riesgo de que los órganos del Convenio declararan 
inválidas las cláusulas limitativas objeto del litigio, sin que ello afectara 
a la validez de las propias declaraciones. Desde este punto de vista, el 
Gobierno demandado no puede invocar las declaraciones ex post facto 
de los representantes turcos para apartarse de la intención fundamen-
tal, aunque matizada, de aceptar la competencia de la Comisión y el 
Tribunal.

96. Por tanto, compete al Tribunal, en el ejercicio de las responsa-
bilidades que le confiere el artículo 19 (art. 19), resolver la cuestión 
remitiéndose al texto de las declaraciones respectivas y a la naturaleza 
particular del régimen del Convenio. Ahora bien, éste aboga por la 
separación de las cláusulas impugnadas, ya que de esta forma se pue-
den garantizar los derechos y libertades consagrados en el Convenio en 
todos los ámbitos dependientes de la «jurisdicción» de Turquía en el 
sentido del artículo 1 (art. 1) del Convenio.

97. El Tribunal ha examinado el texto de las declaraciones y el tenor 
de las restricciones con vistas a determinar si las restricciones impug-
nadas pueden separarse de los instrumentos de aceptación o si forman 
parte integrante e indivisible de ellos. Incluso considerando los textos 
de las declaraciones relativas a los artículos 25 y 46 (art. 25, art. 46) 
como un todo, el Tribunal estima que las restricciones denunciadas pue-
den separarse del resto del texto, dejando intacta la aceptación de las 
cláusulas facultativas.

98. De ello se desprende que las declaraciones de 28 de enero de 1987 
y 22 de enero de 1990 relativas a los artículos 25 y 46 (art. 25, art. 46) 
del Convenio contienen aceptaciones válidas de la competencia de la 
Comisión y el Tribunal261.

154. En su sentencia sobre las excepciones prelimina-
res en el caso Hilaire vs. Trinidad y Tabago262, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos también observó 
que, teniendo en cuenta la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y su objeto y su fin, Trinidad y 
Tabago no podía beneficiarse de su declaración por la que 
limitaba la aceptación de la competencia de la Corte, y 
seguía vinculada por su aceptación de dicha competencia 
obligatoria263.

155. Mediante la comunicación individual Rawle Ken-
nedy c. Trinidad y Tabago, el Comité de Derechos Huma-
nos examinó una problemática comparable en relación 
con la reserva formulada por el Estado parte cuando vol-
vió a adherirse al Primer Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Tras con-
cluir que la reserva carecía de validez por causa de su 
carácter discriminatorio, el Comité se limitó a constatar: 
«La consecuencia es que el Comité no tiene impedimen-
tos para examinar la presente comunicación con arreglo 
al Protocolo Facultativo»264. En otras palabras, Trinidad 
y Tabago seguía estando vinculada por el Protocolo y no 
podía beneficiarse de la reserva que había formulado.

156. Esta última decisión del Comité de Derechos 
Humanos se adecua a las conclusiones contenidas en su 
Comentario general n.º 24 sobre cuestiones relaciona-
das con las reservas formuladas con ocasión de la rati-
ficación del Pacto o de sus Protocolos Facultativos, o de 

261 Ibíd., párrs. 93 a 98.
262 Serie C n.º 80 (nota 237 supra).
263 Ibíd., párr. 98.
264 Informe del Comité de Derechos Humanos (A/55/40) (nota 231 

supra), párr. 6.7. Véase también el párrafo 141 supra.

la adhesión a ellos, o en relación con las declaraciones 
hechas de conformidad con el artículo 41 del Pacto265, en 
la que el Comité afirmaba lo siguiente:

La consecuencia normal de una reserva inaceptable no es la de que el 
Pacto carezca de todo vigor para la parte que formula la reserva. Antes 
bien, será posible considerar independientemente esa reserva, en el sen-
tido de que el Pacto será aplicable para la parte que formule la reserva 
sin que la reserva se tenga en cuenta266.

Por lo demás, cabe destacar en este momento que el texto 
aprobado por el Comité no sugiere que esta consecuencia 
«normal» sea la «única» posible y no excluye la posibili-
dad de otras soluciones.

157. No obstante, en sus observaciones sobre el Comen-
tario general n.º 24 del Comité de Derechos Humanos, 
Francia afirmó categóricamente 

que los acuerdos, sea cual fuere su índole, se rigen por el derecho de 
los tratados; que se basan en el consentimiento de los Estados y que 
las reservas son las condiciones que los Estados ponen a ese consenti-
miento; que de lo anterior se deduce necesariamente que, si se conside-
ran esas reservas incompatibles con el fin y objeto del tratado, la única 
consecuencia que de ello cabe sacar es declarar que ese consentimiento 
no es válido y decidir que no se considere a esos Estados partes en el 
instrumento de que se trate267.

158. Este punto de vista, que refleja la otra única solu-
ción posible a la cuestión de si el autor de una reserva 
inválida se convierte en parte contratante o no, se basa en 
el principio de que la nulidad de la reserva afecta a todo 
el acto que expresa el compromiso de obligarse por el tra-
tado. En su opinión consultiva Réserves à la convention 
pour la prévention et la répression du crime de génocide, 
la CIJ respondió a la primera pregunta planteada por la 
Asamblea General 

que el Estado que haya formulado y mantenido una reserva a la que 
hayan formulado objeciones una o más partes en la Convención, pero 
no otras, puede considerarse como parte en la Convención si dicha 
reserva es compatible con el objeto y el fin de la Convención; de lo 
contrario, no se le puede considerar parte en la Convención268.

Según este enfoque, la reserva aparece como una condi-
ción sine qua non del consentimiento de su autor en obli-
garse por el tratado, lo cual se adecuaría al principio del 
consensualismo. Si la condición no es válida (permissi-
ble), no existe consentimiento por parte del autor de la 
reserva. En estas condiciones, corresponde únicamente al 
autor de la reserva tomar las decisiones necesarias para 
paliar la nulidad de su reserva y no debería considerársele 
parte en el tratado en tanto en cuanto no haya retirado o 
modificado su reserva.

159. La práctica del Secretario General en su calidad de 
depositario de los tratados multilaterales también parece 
confirmar esta solución radical. A este respecto, se señala 
lo siguiente:

191. Si el tratado prohíbe todas las reservas, el Secretario General se 
negará a aceptar el depósito del instrumento. Informará del problema 

265 Informe del Comité de Derechos Humanos (A/50/40) (nota 230 
supra), págs. 122 a 129.

266 Ibíd., pág. 127, párr. 583.
267 Informe del Comité de Derechos Humanos (A/51/40) (nota 230 

supra), pág. 113, párr. 13.
268 C.I.J. Recueil 1951, pág. 29.
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al Estado interesado y no comunicará la notificación relativa al instru-
mento a los demás Estados […].

192. Si la prohibición de las reservas afecta únicamente a determi-
nados artículos o, a la inversa, si las reservas únicamente están auto-
rizadas para determinadas disposiciones, el Secretario General actuará 
del mismo modo, mutatis mutandis, cuando existan reservas que no se 
ajusten a las disposiciones del tratado. […]

193. Sin embargo, sólo cuando a primera vista no haya ninguna duda 
de que la declaración que acompaña al instrumento constituye una 
reserva no autorizada, el Secretario General rechazará el depósito. Este 
sería ciertamente el caso de una declaración que dijera, por ejemplo, «el 
Estado X no aplicará el artículo Y», cuando el tratado prohibiera todas 
las reservas o las reservas al artículo Y269.

No obstante, nada justifica que se haga una distinción 
entre las reservas prohibidas por el tratado y las reservas 
inválidas por otras razones270.

160. La práctica de los Estados, sin ser completamente 
inexistente, es todavía menos coherente en este aspecto. 
Por ejemplo, Israel, Italia y el Reino Unido objetaron la 
reserva formulada por Burundi en su adhesión a la Con-
vención sobre la prevención y el castigo de delitos con-
tra personas internacionalmente protegidas, inclusive los 
agentes diplomáticos. Pero mientras que

[e]l Gobierno del Estado de Israel estima que la reserva formulada por 
el Gobierno de Burundi es incompatible con el objeto y el fin de la 
Convención. Por tanto, no puede considerar como válida la adhesión 
de Burundi a la Convención en tanto en cuanto no se retire la reserva271,

los otros dos Estados que objetaron la reserva de Burundi 
no incluyeron una declaración de ese tipo272.

161. China, que había ratificado la Convención para 
la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio en 
1951273, declaró que:

269 Précis de la pratique du Secrétaire général en tant que dépo-
sitaire de traités multilatéraux (ST/LEG/7/Rev.1) (publicación de las 
Naciones Unidas, n.º de venta: F.94.V.15), págs. 57 y 58, párrs. 191 a 
193.

270 Véase la directriz 3.3 (Consecuencias de la falta de validez de 
una reserva) y su comentario (Anuario… 2009, vol. II (segunda parte), 
párr. 84).

271 Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. XVIII.7. La obje-
ción presentada por el Reino Unido señalaba que el fin de esa Conven-
ción era asegurar la represión, a escala mundial, de los delitos contra 
personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomá-
ticos, y negar asilo a los autores de dichos delitos. Por lo tanto, teniendo 
en cuenta que la reserva formulada por el Gobierno de Burundi era 
incompatible con el objeto y el fin de la Convención, el Reino Unido no 
podía considerar la adhesión de Burundi a la Convención como válida 
en tanto en cuanto no retirara dicha reserva (ibíd.). Y la de Italia con-
sideraba que el fin de la Convención era asegurar la represión, a escala 
mundial, de los delitos contra personas internacionalmente protegidas, 
inclusive los agentes diplomáticos, y negar asilo a los autores de dichos 
delitos. Por lo tanto, teniendo en cuenta que la reserva formulada por el 
Gobierno de Burundi era incompatible con el objeto y el fin de la Con-
vención, Italia no podía considerar la adhesión de Burundi a la Conven-
ción como válida en tanto en cuanto no retirara dicha reserva (ibíd.).

272 La objeción de la República Federal de Alemania señalaba que la 
reserva formulada por Burundi con respecto al párrafo 2 del artículo 2 
y al párrafo 1 del artículo 6 de la Convención sobre la prevención y el 
castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclu-
sive los agentes diplomáticos, era incompatible con el objeto y el fin de 
dicha Convención (ibíd.). Francia, al adherirse a la Convención, declaró 
que objetaba la declaración efectuada por Burundi el 17 de diciembre 
de 1980, por la que limitaba la aplicación de lo dispuesto en el párrafo 2 
del artículo 2 y en el párrafo 1 del artículo 6 (ibíd.).

273 Esta notificación se produjo antes de la aprobación por parte  
de la Asamblea General, el 25 de octubre de 1971, de la resolución  

objeta todas las reservas idénticas formuladas en el momento de la 
firma o de la ratificación de la Convención o de la adhesión a dicha 
Convención por parte de Bulgaria, Checoslovaquia, Hungría, Polonia, 
la República Socialista Soviética de Bielorrusia, la República Socialista 
Soviética de Ucrania, Rumania y la Unión de Repúblicas Socialistas 
Soviéticas. El Gobierno chino considera que las reservas mencionadas 
son incompatibles con el fin y el objeto de la Convención; en conse-
cuencia, en virtud de la opinión consultiva de la Corte Internacional 
de Justicia de 28 de mayo de 1951 [Réserves à la convention pour la 
prévention et la répression du crime de génocide], no considera a los 
Estados anteriormente enumerados como partes en la Convención274. 

Únicamente los Países Bajos formularon una objeción 
comparable en 1966275.

162. En la inmensa mayoría de los casos, los Estados 
que formulan objeciones a una reserva considerando que 
ésta no es válida precisan expresamente que su objeción 
no impide la entrada en vigor del tratado en sus relaciones 
con el autor de la reserva, sin entender que sea necesario 
dar más explicaciones sobre el contenido de las relacio-
nes convencionales que eventualmente se establezcan. En 
2005, la Comisión, sorprendida por esta práctica, que le 
parecía poco coherente, solicitó los comentarios de los 
Estados Miembros a la siguiente pregunta:

Con frecuencia los Estados hacen objeción a una reserva que estiman 
incompatible con el objeto y el fin del tratado, sin oponerse por ello a la 
entrada en vigor del tratado en sus relaciones con el autor de la reserva. 
La Comisión estaría especialmente interesada en recibir las observacio-
nes de los gobiernos sobre esa práctica. En particular, desearía conocer 
los efectos que los autores esperan que tengan esas objeciones y cómo, 
a juicio de los gobiernos, esa práctica concuerda con las disposiciones 
del apartado c del artículo 19 de la Convención de Viena de 1969276.

163. Los puntos de vista expresados por varias delega-
ciones en la Sexta Comisión ponen claramente de mani-
fiesto el desacuerdo que existe con respecto a la respuesta 
que se ha de dar a la pregunta espinosa de la validez del 
compromiso de obligarse por el tratado en caso de invali-
dez de la reserva. Así, varios Estados277 afirmaron que esta 
práctica es «paradójica» y que, en todo caso, el autor de 
la objeción «no puede limitarse a hacer caso omiso de la 
reserva y actuar como si nunca se hubiera presentado»278. 
Francia subrayó que

2758 (XXVI), que decidió «restituir a la República Popular de China 
todos sus derechos y reconocer a los representantes de su Gobierno como 
únicos representantes legítimos de China en las Naciones Unidas»; el 
Gobierno de la República Popular de China declaró, al ratificar la Con-
vención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, el 18 
de abril de 1983, que la ratificación de dicha Convención, el 19 de julio 
de 1951, por las autoridades locales de Taiwán en nombre de la Repú-
blica de China era ilegal y carecía de efectos (Traités multilatéraux… 
(nota 35 supra), cap. IV.1).

274 Ibíd.
275 La objeción de los Países Bajos señalaba que «consideraban 

que las reservas que habían formulado Albania, Argelia, Bulgaria, 
Checoslovaquia, Hungría, la India, Marruecos, Polonia, la República 
Socialista Soviética de Bielorrusia, la República Socialista Soviética 
de Ucrania, Rumania y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas 
en relación con el artículo IX de la Convención para la Prevención y 
la Sanción del Delito de Genocidio, abierta a la firma en París el 9 de 
diciembre de 1948, eran incompatibles con el objeto y el fin de la Con-
vención. En consecuencia, el Gobierno del Reino de los Países Bajos 
consideraba que no eran partes en la Convención los Estados que hubie-
ran formulado o formularan dichas reservas» (ibíd.).

276 Anuario… 2005, vol. II (segunda parte), pág. 16, párr. 29.
277 Véase Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexa-

gésimo período de sesiones, Sexta Comisión, 14.ª sesión (A/C.6/60/
SR.14), párr. 3 (Reino Unido); ibíd., párr. 72 (Francia); 16.ª sesión 
(A/C.6/60/SR.16), párr. 20 (Italia), e ibíd., párr. 44 (Portugal).

278 Ibíd., 14.ª sesión (A/C.6/60/SR.14), párr. 72 (Francia).
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esa objeción crearía el denominado «efecto supermáximo», puesto que 
permitiría la aplicación del tratado en su conjunto sin tener en cuenta 
que se ha presentado una reserva. Eso pondría en entredicho el princi-
pio básico del consenso subyacente al derecho de los tratados279.

Por su parte, otros Estados observaron que era preferible 
ver cómo el autor de la reserva se convertía en Estado 
contratante u organización contratante a excluirlo de las 
partes en el tratado. En este sentido, Suecia, hablando en 
nombre de los países nórdicos (Dinamarca, Finlandia, 
Islandia, Noruega y Suecia), afirmó lo siguiente:

La práctica de separar las reservas incompatibles con el objeto y el fin 
de un tratado se conjuga bien con el artículo 19, en que queda claro que 
no se espera que esas reservas se incluyan en las relaciones convencio-
nales entre los Estados. Si bien una alternativa al presentar objeciones 
a las reservas inadmisibles consiste en excluir por completo las relacio-
nes convencionales bilaterales, la opción de la separación garantiza las 
relaciones convencionales bilaterales y abre posibilidades de diálogo en 
el marco del régimen de tratados280.

164. No obstante, conviene tener en cuenta que los par-
tidarios de este punto de vista condicionaban la entrada en 
vigor del tratado a la voluntad del autor de la reserva: «No 
obstante, hay que tener en cuenta la voluntad del Estado 
autor de la reserva respecto de la relación entre la ratifica-
ción de un tratado y la reserva»281.

b. La presunción de la voluntad del autor de la reserva 
inválida

165. Aunque, a primera vista, las dos soluciones y 
los dos puntos de vista con respecto a la cuestión de la 
entrada en vigor del tratado puedan parecer diametral-
mente opuestos, son conciliables con el principio básico 
del derecho de los tratados, es decir, el principio del con-
sensualismo. Así pues, la clave para hallar la solución pro-
bablemente se encuentre en la nueva voluntad del autor de 
la reserva: ¿se considera obligado por el tratado incluso si 
su reserva no es válida —sin el beneficio de la reserva— 
o constituye su reserva una condición sine qua non de su 
compromiso de obligarse por el tratado?

166. Teniendo en cuenta el problema específico, aun-
que comparable, de las reservas a la cláusula facultativa 
de la jurisdicción obligatoria de la CIJ contemplada en 
el párrafo 2 del Artículo 36 de su Estatuto, el magistrado 
Lauterpacht consideró en su opinión disidente en el fallo 
Interhandel lo siguiente:

Si esta reserva es una condición esencial de la aceptación en el sentido 
de que, a falta de dicha reserva, el Estado declarante no habría con-
sentido jamás en contraer la obligación principal, la Corte no debería 

279 Ibíd.
280 Ibíd., párr. 23 (Suecia, hablando en nombre de los países nórdi-

cos (Dinamarca, Finlandia, Islandia, Noruega y Suecia)). Véase tam-
bién ibíd., 17.ª sesión (A/C.6/60/SR.17), párr. 24 (España); 18.ª sesión 
(A/C.6/60/SR.18), párr. 86 (Malasia); y 19.ª sesión (A/C.6/60/SR.19), 
párr. 39 (Grecia).

281 Ibíd., 14.ª sesión (A/C.6/60/SR.14), párr. 23. Véase también la 
posición del Reino Unido: «Respecto de la cuestión conexa del efecto 
‘supermáximo’ de una objeción, consistente en la constatación, no sólo 
de que la reserva a la que se hace objeción no es válida, sino también de 
que, en consecuencia, el tratado se aplica ipso facto en su conjunto a las 
relaciones entre los dos Estados, su delegación considera que ese caso 
sólo puede darse en las circunstancias más excepcionales, por ejemplo, 
si se puede decir que el Estado autor de la reserva ha aceptado ese 
efecto o lo ha consentido» (ibíd., párr. 4).

hacer caso omiso de dicha reserva y considerar al mismo tiempo que el 
Estado aceptante queda vinculado por la declaración282.

Por tanto, lo que importa es la voluntad del autor de la 
reserva y su intención de obligarse por el tratado, con 
independencia de que se beneficie o no de su reserva. Así 
sucede también cuando se trata de las reservas más clási-
cas a las disposiciones convencionales.

167. En su sentencia en la causa Belilos, el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, por su parte, prestó espe-
cial atención a la posición de Suiza con respecto al Conve-
nio Europeo de Derechos Humanos. Señaló expresamente 
que no cabía duda de que Suiza se consideraba vinculada 
por el Convenio, con independencia de la validez de la 
declaración283. Por tanto, el Tribunal tomó claramente en 
consideración el hecho de que la propia Suiza, es decir, el 
país autor de la «reserva» inválida, se consideraba vincu-
lado por el tratado a pesar de la nulidad de esa reserva y 
se había comportado como tal.

168. Asimismo, en la causa Loizidou, el Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos confió, si no en la voluntad del 
Gobierno de Turquía —que había alegado durante el pro-
cedimiento ante el Tribunal que «si las restricciones que 
acompañan a las declaraciones relativas a los artículos 25 
y 46 (art. 25, art. 46) del Convenio no se reconocieran 
como válidas con carácter global, habría que considerar 
las declaraciones [de la aceptación de la jurisdicción del 
Tribunal] como nulas y sin valor en su integridad»284—, 
al menos sí en el hecho de que Turquía, con pleno cono-
cimiento de causa, había asumido el riesgo de que se 
considerara que las restricciones derivadas de la reserva 
carecían de validez:

El hecho de que, en estas condiciones, dicho país haya presentado 
posteriormente declaraciones relativas a ambos artículos 25 y 46 
(art. 25, art. 46) —la última tras la reacción mencionada de las Partes 
Contratantes— indica que estaba dispuesto a correr el riesgo de que 
los órganos del Convenio declararan inválidas las cláusulas limitati-
vas objeto del litigio, sin que ello afectara a la validez de las propias 
declaraciones285.

169. Por tanto, el «enfoque de Estrasburgo»286 consiste 
en respetar la voluntad del Estado autor de la reserva 
de obligarse por el tratado aunque esta reserva no sea 
válida287. No obstante, a tal efecto, el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos no se basó únicamente en las decla-
raciones expresas del Estado en cuestión —como ocurrió, 
por ejemplo, en la causa Belilos288—, sino que también 

282 Caso Interhandel, excepciones preliminares, fallo, C.I.J. Recueil 
1959, pág. 117. Véase también C.I.J. Resúmenes 1948-1991, pág. 64.

283 Véase la nota 239 supra.
284 Série A n.º 310, párr. 90.
285 Ibíd., párr. 95.
286 Simma, loc. cit., pág. 670.
287 Véase la nota 281 supra. Según Gaja, «Il regime della Conven-

zione di Vienna concernente le riserve inammissibili», pág. 358: «Una 
solución alternativa a la que se puede llegar para la reconstrucción de 
la voluntad del Estado autor de la reserva es que el Estado en cuestión 
hubiera pretendido obligarse por el tratado incluso en el caso de que la 
reserva fuera considerada inadmisible y, por consiguiente, no pudiera 
beneficiarse de ella».

288 Sobre esta causa y sus repercusiones, véanse las explicaciones de 
Baratta, Gli effetti delle riserve ai trattati, págs. 160 a 163; Bourguig-
non, «The Belilos case: new light on reservations to multilateral trea-
ties»; Cameron y Horn, «Reservations to the European Convention on 
Human Rights: The Belilos case»; Marks, «Reservations unhinged: the 
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procedió a «restablecer» la voluntad del Estado. Tal y 
como escribió Schabas:

El Tribunal Europeo no ha dejado de lado la prueba de la intención 
para determinar si una reserva es separable del tratado. Más bien parece 
hacer hincapié en la dificultad de identificar esta intención y manifiesta 
cierta indiferencia por factores tales como las declaraciones formales 
del Estado289.

Únicamente cuando se establezca que el Estado autor de 
la reserva (cuya invalidez se reconoce) no la consideraba 
un elemento esencial de su consentimiento en obligarse 
por el tratado, podrá separarse dicha reserva de su com-
promiso convencional. 

170. Por otro lado, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos no limitan sus consideraciones únicamente a la 
voluntad del Estado autor de la reserva inválida, sino que 
ambos toman en cuenta el carácter particular del instru-
mento cuyo respeto aseguran. Así, en la causa Loizidou, el 
Tribunal Europeo llama la atención sobre el hecho de que 

[a]l examinar esta cuestión, el Tribunal debe tener en cuenta la natu-
raleza particular del Convenio, instrumento de orden público euro-
peo para la protección de los seres humanos, y su misión, establecida 
en el artículo 19 (art. 19), consistente en «asegurar el respeto de los 
compromisos que resultan para las Altas Partes Contratantes del […] 
Convenio»290.

La Corte Interamericana, por su parte, en su sentencia en el 
caso Hilaire vs. Trinidad y Tabago, subrayó lo siguiente: 

93. Asimismo, aceptar la declaración a la que se hace referencia, en 
los términos propuestos por el Estado, conduciría a una situación en que 
la Corte tendría como primer parámetro de referencia la Constitución 
del Estado y sólo subsidiariamente la Convención Americana, situación 
que acarrearía una fragmentación del orden jurídico internacional de 
protección de los derechos humanos y haría ilusorios el objeto y el fin 
de la Convención.

94. La Convención Americana, así como los demás tratados de dere-
chos humanos, se inspira en valores comunes superiores (centrados en 
la protección del ser humano), está dotada de mecanismos específicos 
de supervisión, se aplica de conformidad con la noción de garantía 
colectiva, consagra obligaciones de carácter esencialmente objetivo y 
tiene una naturaleza especial, que la diferencia de los demás tratados291.

171. La posición expresada por el Comité de Dere-
chos Humanos en su Observación general n.º 24 es más 
categórica todavía292. En efecto, el Comité no establece 
ningún vínculo entre la entrada en vigor del tratado, pese 
a la nulidad de la reserva inválida, y la voluntad de su 
autor a este respecto. Se limita a constatar que la «con-
secuencia normal»293 es la entrada en vigor del tratado, 
sin que el autor de la reserva pueda beneficiarse de ella. 

Belilos case before the European Court of Human Rights»; y Cohen-
Jonathan, «Les réserves à la Convention européenne des droits de 
l’homme (à propos de l’arrêt Belilos du 29 avril 1988)».

289 Schabas, «Invalid Reservations to the International Covenant on 
Civil and Political Rights: Is the United States Still a Party?», pág. 322.

290 Série A n.º 310 (nota 284 supra), párr. 93.
291 Série C n.º 80 (nota 237 supra), párrs. 93 y 94.
292 La Sra. Françoise Hampson consideró que no cabía esperar que 

un órgano de supervisión hiciera efectiva una reserva que hubiera con-
siderado incompatible con el objeto y el fin de un tratado. El resul-
tado era la aplicación del tratado sin la reserva, con independencia de 
que se le llamara «divisibilidad» o que se usara otra expresión, como 
no aplicación, para designarlo (documento de trabajo ampliado de la 
Sra. Françoise Hampson (nota 211 supra), párr. 59). 

293 Véase la nota 266 supra.

No obstante, tal y como se ha señalado anteriormente294, 
esta consecuencia «normal», que, según parece, reviste 
en la opinión del Comité cierto automatismo, no excluye 
(sino que, al contrario, implica) que la reserva inválida 
pueda producir otras consecuencias «anormales». Pero 
el Comité no se pronuncia ni sobre la cuestión de cuá-
les puedan ser esas otras consecuencias ni sobre cómo se 
produce la consecuencia «normal» o una eventual conse-
cuencia «anormal» y sobre qué base.

172. Sea como fuere, la posición de los órganos de dere-
chos humanos se ha visto sensiblemente matizada en los 
últimos años. Así, en la cuarta reunión de los comités que 
son órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos y la 17.ª reunión de los presidentes de los órga-
nos creados en virtud de tratados de derechos humanos, se 
señaló lo siguiente:

En la reunión con la Comisión de Derecho Internacional celebrada el 
31 de julio de 2003, el Comité de Derechos Humanos confirmó que 
seguía haciendo suya la Observación general n.º 24 y que varios de sus 
miembros habían recalcado que el planteamiento de la divisibilidad no 
cesaba de ganar apoyo, pero que no existía una conclusión automática 
en cuanto a la divisibilidad en el caso de las reservas inadmisibles, sino 
únicamente una presunción295.

173. En 2006, el Grupo de Trabajo sobre las reservas 
observó que se pueden señalar varias consecuencias una 
vez constatada la invalidez de una reserva. Finalmente, 
propuso la siguiente recomendación 7:

La determinación de esas consecuencias depende de la intención del 
Estado en el momento de formular la reserva*. Dicha intención debe 
determinarse mediante un examen serio de la información disponible, 
partiendo del supuesto, que puede ser desmentido, de que el Estado 
preferiría seguir siendo parte en el tratado sin el beneficio de la reserva 
que ser excluido de él296.

174. Las recomendaciones del Grupo de Trabajo encar-
gado de examinar la práctica relativa a las reservas de los 
órganos creados en virtud de tratados de derechos huma-
nos297, ratificadas por la sexta reunión de los comités298 en 
2007, se recordaron en la introducción del decimocuarto 
informe299. Según la nueva recomendación 7: 

En cuanto a las consecuencias de la invalidez, el Grupo de Trabajo está 
de acuerdo con la propuesta del Relator Especial de la Comisión de 
Derecho Internacional según la cual una reserva invalidada debe con-
siderarse nula y sin valor. De ello se desprende que un Estado no podrá 
basarse en dicha reserva y, a menos que su intención en contrario quede 
establecida de forma indisputable*, seguirá siendo parte en el tratado 
sin el beneficio de la reserva.

175. Por tanto, está claro que el elemento determinante 
sigue siendo la intención del Estado autor de la reserva 
inválida. La entrada en vigor deja de constituir una simple 
consecuencia automática de la nulidad de la reserva para 
convertirse en una presunción. En opinión del Relator 

294 Véase el párrafo 156 supra.
295 La práctica de los órganos creados en virtud de tratados de dere-

chos humanos respecto de las reservas a los tratados internacionales en 
la materia, HRI/MC/2005/5, párr. 37.

296 HRI/MC/2006/5, párr. 16.
297 Véase HRI/MC/2007/5.
298 Informe de la sexta reunión de los comités que son órganos 

creados en virtud de tratados de derechos humanos, A/62/224, anexo, 
párr. 48, apdo. v).

299 Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 
y Add.1 y 2, párr. 53.
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Especial, esta posición merece ser tomada en considera-
ción seriamente en la Guía de la práctica, ya que conci-
lia de forma razonable el principio básico del derecho de 
los tratados —el consensualismo— con la posibilidad de 
considerar que el autor de una reserva inválida está vincu-
lado por el tratado sin el beneficio de la reserva.

176. No obstante, puede haber dudas sobre el sentido 
de la presunción, en la medida en que, en teoría, se puede 
prevenir tanto que la intención es que el tratado entre en 
vigor como, por el contrario, que el autor de la reserva 
pretende que el tratado no entre en vigor.

177. Una presunción negativa que suponga negarse a 
considerar al autor de la reserva como Estado contratante 
u organización contratante en tanto en cuanto no se esta-
blezca la intención contraria respeta más el principio del 
consensualismo, en virtud del cual, en palabras de la CIJ, 
«un Estado no puede, en sus relaciones convencionales, 
verse obligado sin su consentimiento»300. En efecto, desde 
este punto de vista, un Estado o una organización inter-
nacional que ha formulado una reserva —incluso aunque 
no sea válida— ha expresado precisamente su desacuerdo 
con la disposición o disposiciones que dicha reserva pre-
tende modificar o cuyos efectos jurídicos pretende excluir. 
En sus observaciones sobre el Comentario general n.º 24, 
el Reino Unido consideró «muy poco factible tratar de 
hacer responsable a un Estado de obligaciones previstas 
en el Pacto que evidentemente no ha ‘reconocido expresa-
mente’, sino que más bien ha indicado en forma explícita 
no estar dispuesto a aceptar»301. Desde esta perspectiva, 
no se puede constatar ni presumir ningún acuerdo en sen-
tido contrario mientras que el Estado o la organización en 
cuestión no hayan dado su consentimiento o, al menos, 
prestado su aquiescencia a obligarse por dicha disposi-
ción o disposiciones sin beneficiarse de su reserva.

178. Sin embargo, la presunción inversa —positiva— 
tiene varias ventajas que, dejando de lado cualquier con-
sideración de oportunidad política, juegan claramente a 
su favor, aunque, sin duda, no se trate de una norma con-
templada en las Convenciones de Viena302 ni en el derecho 
internacional consuetudinario303, aun cuando no se pue-
den ignorar las decisiones de los tribunales de derechos 
humanos y las posiciones adoptadas por los demás órga-
nos creados por los instrumentos de derechos humanos, ni 
tampoco la práctica de los Estados en la materia, cada vez 
más desarrollada.

179. En primer lugar, conviene recordar que el autor de 
la reserva, por definición, ha querido convertirse en parte 
contratante en el tratado en cuestión. La reserva se for-
mula al mismo tiempo que se expresa el consentimiento 
en obligarse por el tratado, en virtud del cual el Estado 
o la organización internacional da forma a su intención 
de integrarse en el círculo privilegiado de las partes y se 

300 Réserves à la convention pour la prévention et la répression du 
crime de génocide, opinión consultiva, C.I.J. Recueil 1951, pág. 21.

301 Informe del Comité de Derechos Humanos (A/50/40) (nota 162 
supra), pág. 138, párr. 14.

302 Tal y como se ha recordado anteriormente, las Convenciones 
de Viena no abordan la cuestión de las reservas inválidas. Véanse los 
párrafos 96 a 112 supra.

303 Véase, en especial, Baratta, «Should Invalid Reservations to 
Human Rights Treaties Be Disregarded», págs. 419 y 420.

compromete a respetar el tratado. La reserva desempeña 
sin duda un papel en este proceso, pero a los efectos del 
establecimiento de la presunción no hay que sobrestimar 
su importancia. Tal y como ha observado Goodman:

El conjunto de reservas que formula un Estado refleja la relación ideal 
que desea tener con respecto al tratado y no la relación esencial que 
exige para obligarse por él304.

180. Además, y lo que quizá es más importante, es cla-
ramente más razonable presumir que el autor de la reserva 
forma parte del círculo de Estados contratantes o de orga-
nizaciones contratantes para regular las dificultades vin-
culadas a la nulidad de su reserva en el marco de dicho 
círculo privilegiado. No hay que olvidar en este sentido 
que, tal y como ha señalado la Comisión en sus Conclu-
siones preliminares sobre las reservas a los tratados mul-
tilaterales normativos, incluidos los tratados de derechos 
humanos305,

en caso de inadmisibilidad de una reserva, incumbirá al Estado que 
formule la reserva adoptar medidas. Estas medidas podrán consistir, 
por ejemplo, en que el Estado modifique su reserva para eliminar la 
inadmisibilidad, retire su reserva o renuncie a ser parte en el tratado306.

A tal efecto, como se señaló en la cuarta reunión de los 
comités que son órganos creados en virtud de tratados de 
derechos humanos y en la 17.ª reunión de los presidentes 
de estos órganos, «debía alentarse a los órganos creados en 
virtud de tratados» de derechos humanos —o a cualquier 
otro mecanismo establecido por el tratado o las partes en 
el tratado consideradas en su conjunto— «a que siguiesen 
aplicando la práctica [actual] de entablar un diálogo con 
los Estados que hubiesen formulado reservas, con miras a 
modificar la reserva incompatible para que fuese compa-
tible con el tratado»307. Este objetivo puede lograrse más 
fácilmente si al Estado o a la organización internacional 
autor de la reserva se le considera como parte en el tratado.

181. Por otro lado presumir la entrada en vigor del tra-
tado permite garantizar la seguridad jurídica. Esta pre-
sunción (a condición de que no sea irrefutable) puede 
contribuir a llenar el vacío jurídico que existe necesaria-
mente entre el momento en que se formula la reserva y el 
momento en que se comprueba su nulidad: durante todo 
este período (que puede durar varios años), el autor de la 
reserva se ha comportado como parte en el tratado y ha 
sido considerado como tal por las demás partes.

182. Estas consideraciones llevan al Relator Especial 
a recomendar encarecidamente a la Comisión que asuma 
la idea de una presunción, relativa y refutable, según la 
cual, en ausencia de intención en sentido contrario de su 
autor, el tratado se aplica al Estado o a la organización 
internacional que haya formulado la reserva inválida, 
y ello a pesar de dicha reserva. Esto significa que, con 
esta condición fundamental (de ausencia de intención en 
sentido contrario del autor de la reserva), se presume que 
el tratado ha entrado en vigor para el autor de la reserva 
—siempre y cuando el tratado haya entrado en vigor 
efectivamente para los Estados contratantes y las organi-
zaciones contratantes— y la reserva no produce ningún 

304 Op. cit., pág. 537.
305 Anuario… 1997, vol. II (segunda parte), págs. 57 y 58, párr. 157.
306 Ibíd., pág. 58, párr. 157 (punto 10).
307 HRI/MC/2005/5, párr. 42.
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efecto jurídico sobre el contenido del tratado308, que se 
aplica íntegramente.

183. En la práctica resulta difícil determinar la inten-
ción del autor de la reserva inválida. En efecto, no es 
fácil identificar qué ha impulsado a un Estado o a una 
organización internacional a expresar su consentimiento 
en obligarse por el tratado, por un lado, y a acompañar 
dicha manifestación con una reserva, por otro, debido a 
que «en la fase actual de la sociedad internacional, sólo 
el Estado podía saber la función exacta de su reserva a su 
consentimiento»309. Puesto que la presunción que puede 
servir de fundamento es refutable, resulta indispensable, 
no obstante, determinar si el autor de la reserva habría 
ratificado, con pleno conocimiento de causa, el tratado sin 
la reserva o si, por el contrario, se habría abstenido de 
hacerlo. Hay que tener en cuenta varios elementos.

184. En primer lugar, el propio texto de la reserva puede, 
sin duda, aportar elementos para determinar la intención 
de su autor en caso de que aquella carezca de validez. Al 
menos así sucede cuando la reserva está motivada con-
forme a la recomendación formulada en la directriz 2.1.9 
de la Guía de la práctica310:

2.1.9 Motivación 

En lo posible, una reserva debería indicar los motivos por los cuales 
se hace. 

La motivación de una reserva puede no solamente aclarar 
su sentido, sino también permitir determinar si la reserva 
es considerada como una condición esencial para el com-
promiso de obligarse por el tratado o no. Asimismo, se 
pueden encontrar indicios en cualquier declaración efec-
tuada por el autor de la reserva en el momento de la firma, 
la ratificación, la adhesión o una declaración de sucesión. 
No obstante, cualquier declaración realizada con poste-
rioridad y, sobre todo, las declaraciones que el autor de 
la reserva pueda tener que efectuar en un procedimiento 
judicial relativo a la validez y los efectos de la invalidez 
de su reserva deben ser tratadas con prudencia311.

185. Con independencia del propio texto de la reserva 
y de su motivación, también hay que tomar en considera-
ción el contenido y el contexto de la disposición o dispo-
siciones del tratado a las que se refiere la reserva, por un 
lado, así como el objeto y el fin del tratado, por otro. Tal 
y como se ha señalado anteriormente, el Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos han prestado gran atención a la «natu-
raleza particular» del tratado en cuestión312; no hay razón 
alguna para limitar estas consideraciones a los tratados 
de derechos humanos, que no constituyen una categoría 
específica de tratados —en todo caso, a los efectos de la 
aplicación de las normas relativas a las reservas313— y 

308 Véanse los párrafos 130 a 144 supra.
309 Anuario… 1997, vol. II (segunda parte), pág. 49, párr. 83.
310 Para el comentario sobre esta directriz, véase Anuario… 2008, 

vol. II (segunda parte), párr. 124.
311 En este sentido, véase el caso Loizidou, série A n.º 310, párr. 95; 

véase también el párrafo 153 supra.
312 Véase el párrafo 170 supra.
313 Véase Anuario… 1996, vol. II (primera parte), págs. 54 a 87, 

párrs. 55 a 260, y las Conclusiones preliminares de la Comisión de 
Derecho Internacional sobre las reservas a los tratados multilaterales 

que no son los únicos que establecen «valores comunes 
superiores».

186. Por otro lado, tal y como hizo el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos en su sentencia en la causa Beli-
los314, también resulta acertado tomar en consideración 
la actitud posterior del autor en relación con el tratado. 
Así, los representantes de Suiza no dejaron ninguna duda, 
por sus actos y sus declaraciones ante el Tribunal, sobre 
el hecho de que ese país se consideraba vinculado por el 
Convenio Europeo de Derechos Humanos, incluso en el 
caso de que su declaración interpretativa fuera conside-
rada inválida. Por lo demás, según señaló Schabas con 
respecto a las reservas formuladas por los Estados Unidos 
al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: 

Determinados aspectos de la práctica de los Estados Unidos abonan 
el argumento según el cual está en su intención obligarse por el Pacto, 
sea cual sea el resultado del litigio relativo a la legalidad de su reserva. 
Es útil recordar que Washington participó plenamente en la redacción 
de la Convención Americana, cuyas disposiciones son muy similares 
a los artículos 6 y 7 del Pacto y, de hecho, se inspiraron en éstos [...]. 
Aunque rápidamente haya cuestionado [la prohibición de] la pena de 
muerte para los menores de edad o la exclusión de los delitos políticos, 
[el representante de los Estados Unidos] no objetó las disposiciones 
relativas a la pena de muerte o la tortura. Los Estados Unidos firmaron 
la Convención Americana el 1.o de junio de 1977 sin reservas315.

Aunque es evidente que, dado el efecto relativo de cual-
quier reserva, hay que ser prudentes cuando se procede 
a efectuar una comparación entre diferentes tratados, 
es ciertamente posible referirse a la actitud anterior del 
Estado autor de la reserva respecto de disposiciones 
semejantes a aquellas a las que se refiere la reserva. Una 
práctica reiterada de un Estado que consista en excluir sis-
temáticamente los efectos jurídicos de una obligación par-
ticular contenida en varios instrumentos puede, sin duda 
alguna, constituir una prueba nada desdeñable de que el 
autor de la reserva no quiere bajo ninguna circunstancia 
estar vinculado por dicha obligación.

187. Por último, también se deben tener en cuenta 
las reacciones de los demás Estados y organizaciones 
internacionales. Aunque evidentemente dichas reac-
ciones no puedan por sí mismas producir efectos jurí-
dicos neutralizando la nulidad de la reserva, sí pueden 
ayudar a evaluar la intención del autor de la reserva o, 
más correctamente, el riesgo que puede haber corrido 
voluntariamente al formular una reserva inválida. Esta 
situación quedó especialmente bien ilustrada en la causa 
Loizidou del Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos, en la que, recordando la jurisprudencia anterior a 
la formulación de la reserva por Turquía, así como las 
objeciones formuladas por varios Estados partes en el 
Convenio Europeo de Derechos Humanos316, el Tribunal 
llegó a la siguiente conclusión:

La reacción posterior de varias Partes Contratantes a las declaraciones 
de Turquía [...] respalda con firmeza la anterior observación según la 
cual Turquía no ignoraba la situación jurídica. El hecho de que, en estas 
condiciones, dicho país haya presentado posteriormente declaraciones 
relativas a ambos artículos 25 y 46 (art. 25, art. 46) —la última tras la 
reacción mencionada de las Partes Contratantes— indica que estaba 

normativos, incluidos los tratados de derechos humanos, Anua-
rio… 1997, vol. II (segunda parte), págs. 57 y 58, párr. 157.

314 Véanse los párrafos 167 a 169 supra.
315 Schabas, loc. cit., pág. 322.
316 Série A n.º 310, párrs. 18 a 24.
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dispuesto a correr el riesgo de que los órganos del Convenio declararan 
inválidas las cláusulas limitativas objeto del litigio, sin que ello afectara 
a la validez de las propias declaraciones317.

188. La combinación de estos criterios debería servir de 
guía a las autoridades que tengan que tomar una decisión 
acerca de las consecuencias de la nulidad de una reserva 
inválida, teniendo presente que esta lista no es en absoluto 
exhaustiva y que se deben tomar en consideración todos 
los elementos que permitan determinar la intención del 
autor de la reserva.

189. Dicho esto, el establecimiento de dicha presun-
ción no debe constituir una aprobación de lo que en la 
actualidad se denominan objeciones de efecto «super-
máximo». Es cierto que la presunción puede conducir al 
mismo resultado pretendido por dichas objeciones. Pero 
mientras que, aparentemente, una objeción de efecto 
«supermáximo» trata de imponer al autor de la reserva el 
respeto al tratado sin el beneficio de la reserva por la única 
razón de que ésta no es válida, la presunción se basa en 
la intención del autor de la reserva, intención que puede 
ser hipotética en ausencia de toda indicación expresa de 
su parte, aunque se entiende que nada impide al autor de 
la reserva comunicar a las demás partes contratantes su 
voluntad real. Así, el respeto a la totalidad del tratado  
se desprende, no de la apreciación subjetiva de otra parte 
contratante, sino de la propia nulidad de la reserva y de la 
voluntad de su autor. ¡Una objeción, ya sea simple o con 
carácter supermáximo, no puede producir dicho efecto318! 
Ningún Estado puede estar vinculado por obligaciones 
contractuales que no considere adecuadas319, ni el Estado 
que formula una objeción ni el que formula una reserva, 
lo cual no quiere decir en modo alguno que dicha práctica 
carezca de significado320.

190. Teniendo en cuenta esta salvedad, convendría 
incluir en la Guía de la práctica una directriz 4.5.3 que 
enuncie la presunción refutable de la aplicación del tra-
tado en su integridad para el autor de una reserva inválida.

191. El primer párrafo de la directriz 4.5.3 propuesto 
por el Relator Especial incorpora la presunción a favor 
de la aplicación del tratado en su integridad, mientras que 
el segundo contiene una lista a modo de ejemplo, y sin 
carácter exhaustivo, de los elementos que se deben tomar 
en consideración para determinar la intención del autor 
de la reserva. Dicha directriz podría tener la siguiente 
redacción:

4.5.3 [Aplicación del tratado en caso de reserva invá-
lida] [Efectos de la nulidad de una reserva sobre el 
compromiso de obligarse por el tratado]

Cuando se haya formulado una reserva inválida con 
respecto a una o más disposiciones de un tratado o a 
determinados aspectos concretos del tratado en su con-
junto, el tratado se aplicará al Estado o a la organización 

317 Ibíd., párr. 95.
318 Véanse también los párrafos 76 y 77 supra.
319 Tomuschat, «Admissibility and Legal Effects of Reservations to 

Multilateral Treaties», pág. 466; véase también Anuario… 1996, vol. II 
(primera parte), pág. 60, párrs. 97 y 99, y Müller, loc. cit., págs. 809  
a 811, párrs. 20 a 24.

320 Véanse los párrafos 211 a 223 supra.

internacional autor de la reserva, no obstante la reserva, 
salvo si se hubiera establecido su intención en sentido 
contrario.

La intención del autor de la reserva se determinará 
tomando en consideración toda la información disponible, 
especialmente, pero no de forma exclusiva: 

— Los términos de la reserva;

— La disposición o disposiciones a las que se refiere 
la reserva y el objeto y el fin del tratado;

— Las declaraciones realizadas por el autor de la 
reserva al negociar, firmar o ratificar el tratado; 

— Las reacciones de los demás Estados contratantes y 
organizaciones contratantes, y

— La actitud posterior del autor de la reserva.

192. De forma deliberada, la directriz 4.5.3 se abstiene 
de determinar la fecha de entrada en vigor del tratado en 
un supuesto de este tipo. En la mayoría de los casos, dicha 
fecha está sujeta a condiciones particulares establecidas 
en el propio tratado321. Los efectos concretos, y especial-
mente el momento de la entrada en vigor del tratado para 
el autor de la reserva inválida, vienen determinados, por 
tanto, por las disposiciones pertinentes del tratado o, en su 
defecto, por el derecho de los tratados322.

c) Las reacciones a una reserva inválida

193. De las consideraciones expuestas anteriormente se 
desprende que ni la nulidad de la reserva —en razón de 
su invalidez— ni los efectos de esa nulidad dependen de 
las reacciones de los Estados u organizaciones contratantes 
que no sean el autor de la reserva. La nulidad es consecuen-
cia de la invalidez. A su vez, que la reserva nula no tenga 
efectos en el tratado no depende ni de la aceptación ni de la 
objeción a ella por las otras partes contratantes, sino sim-
plemente de la nulidad de la reserva. En otras palabras, si se 
tiene en cuenta la distinción que se establece en el encabe-
zamiento del párrafo 1 del artículo 21 de las Convenciones 
de Viena entre la validez de una reserva, por un lado, y el 
consentimiento de los otros Estados y organizaciones con-
tratantes, por el otro, una reserva inválida no supera la pri-
mera etapa —la validez— y, por lo tanto, no tiene sentido 
someterla a una segunda, la aceptación.

194. Por lo tanto, ni la aceptación de una reserva invá-
lida (con excepción del caso especial de la aceptación 
unánime y expresa) ni la objeción a una reserva inválida 

321 El artículo 24, párr. 1, de la Convención de Viena de 1969 
dispone:

«1. Un tratado entrará en vigor de la manera y en la fecha que en 
él se disponga o que acuerden los Estados negociadores».

322 Véase el artículo 24, párrs. 2 y 3, de la Convención de Viena de 
1969, que establece:

«2. A falta de tal disposición o acuerdo, el tratado entrará en vigor 
tan pronto como haya constancia del consentimiento de todos los Esta-
dos negociadores en obligarse por el tratado.

3. Cuando el consentimiento de un Estado en obligarse por un tra-
tado se haga constar en una fecha posterior a la de la entrada en vigor de 
dicho tratado, éste entrará en vigor con relación a ese Estado en dicha 
fecha, a menos que el tratado disponga otra cosa».
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tienen consecuencias concretas sobre los efectos jurídicos 
que pueda surtir esa reserva.

i) Aceptación de una reserva inválida

195. La cuestión de la aceptación de una reserva que no 
satisface los criterios de validez sustancial ya fue objeto 
de extensas consideraciones en el décimo informe sobre 
las reservas a los tratados323.

196. En ese informe, el Relator Especial recordó que no 
cabía ninguna duda de que quedaba excluida la acepta-
ción unilateral de una reserva formulada en contra de lo 
dispuesto en los apartados a y b del artículo 19, que por 
esa razón carecía de todo efecto. El Sr. Waldock, en su 
calidad de Consultor Técnico, se había manifestado cla-
ramente a favor de esa solución en la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho de los Tratados al pre-
cisar que:

un Estado contratante no puede invocar el artículo 17 [actual ar-
tículo 20] para aceptar una reserva prohibida en virtud de los párrafos  
a o b del artículo 16 [19], pues al prohibir esa reserva los Estados con-
tratantes excluyen expresamente dicha aceptación324.

197. Esa «imposibilidad» de aceptar una reserva invá-
lida, sea en virtud de los apartados a o b, sea en virtud 
del apartado c del artículo 19, que sigue exactamente la 
misma lógica, y que no hay ninguna razón para distin-
guir de los otros dos apartados del artículo325, tiene como 
consecuencia lógica que dicha aceptación no puede surtir 
efectos jurídicos326. La aceptación no es susceptible de 
«hacer válida» la reserva ni tampoco de hacerle producir 
un efecto determinado, y ciertamente no el previsto en el 
párrafo 1 del artículo 21 de las Convenciones de Viena, 
para lo cual es necesario que la reserva sea efectiva. Ade-
más, si se permitiera que la aceptación de una reserva 
inválida pudiera constituir un acuerdo entre el autor de 
esa reserva y el Estado u organización internacional que la 
ha aceptado, ello implicaría una modificación del tratado 
en las relaciones entre ambas partes que no sería compati-
ble con lo establecido en el inciso ii) del apartado b del ar-
tículo 41 de las Convenciones de Viena, que excluye toda 
alteración del tratado relacionada con una «disposición 
cuya modificación sea incompatible con la consecución 
efectiva del objeto y del fin del tratado en su conjunto»327.

198. Sobre la base de esas consideraciones, el Rela-
tor Especial, en su décimo informe, propuso la direc-
triz 3.3.3328, que establece lo siguiente:

323 Anuario… 2005, vol. II (primera parte), pág. 153.
324 Documentos Oficiales de la Conferencia de las Naciones Unidas 

sobre el Derecho de los Tratados, primer período de sesiones, Viena, 
26 de marzo a 24 de mayo de 1968, Actas resumidas de las sesiones ple-
narias y de las sesiones de la Comisión Plenaria, 25.ª sesión, pág. 144, 
párr. 2.

325 Anuario… 2005, vol. II (primera parte), págs. 197 a 199, 
párrs. 181 a 187.

326 Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 
y Add.1 y 2, párr. 124.

327 Anuario… 2005, vol. II (primera parte), pág. 202, párr. 201. 
Véase al respecto Greig, loc. cit., pág. 57, o Sucharipa-Behrmann, 
loc. cit., págs. 78 y 79; véanse, sin embargo, las opiniones contrarias 
de los Sres. Jiménez de Aréchaga y Amado expuestas en ocasión de los 
debates sobre las propuestas del Sr. Waldock de 1962 (Anuario… 1962, 
vol. I, 653.ª sesión, pág. 170, párrs. 44 y 45, y pág. 172, párr. 63, 
respectivamente).

328 Anuario… 2005, vol. II (primera parte), pág. 202, párr. 202.

3.3.3 Efecto de la aceptación unilateral de una reserva carente de 
validez

La aceptación de una reserva por un Estado contratante o por una 
organización internacional contratante no puede subsanar la nulidad de 
la reserva.

199. En su 58.º período de sesiones, en 2006, la Comisión 
sugirió, con el acuerdo del Relator Especial329, aplazar el 
examen de esa directriz hasta que la Comisión examinara 
la cuestión de los efectos de las reservas330. A pesar de que 
la decisión fue razonable y prudente, es necesario reco-
nocer que, si bien el título de la directriz 3.3.3 es un tanto 
equívoco, con esa disposición no se pretende, en realidad, 
establecer cuáles son los efectos de la aceptación de una 
reserva inválida (lo que más bien correspondería hacer en 
la presente parte de la Guía de la práctica), sino deter-
minar qué efectos tiene la aceptación en la validez de la 
propia reserva (un problema que es posterior a la cuestión 
de los efectos de las reservas, que se abordan en la cuarta 
parte de la Guía de la práctica, pero que correspondería 
abordar en realidad en la tercera). La validez precede lógi-
camente a la aceptación331 (y esa lógica es la misma que 
se sigue en las Convenciones de Viena); sin embargo, la 
directriz 3.3.3 se refiere a la validez de la reserva, es decir, 
al hecho de que la aceptación no puede subsanar la invali-
dez de la reserva. Como se explica en el décimo informe:

El presente proyecto de directriz no tiene por objeto determinar cuáles 
son los efectos de la aceptación de una reserva por un Estado, sino sólo 
constatar que, si la reserva en cuestión no es válida, sigue siendo nula 
[hubiera sido preferible decir «sigue siendo inválida»] a pesar de la 
aceptación de la que haya sido objeto332.

200. La aceptación unilateral —incluso expresa— de 
una reserva inválida no incide como tal en los efectos que 
produce esa nulidad, cuyos límites ya se han precisado 
en el presente informe333. La cuestión de los efectos de 
la aceptación en los efectos de la reserva no se plantea 
ni debe plantearse; el análisis debe detenerse en el exa-
men de la validez, que no depende, ni puede depender, del 
hecho de la aceptación.

201. La directriz 3.4.1 que el Relator Especial propuso en 
2009334, y que no obsta a las conclusiones que figuran en 
el decimocuarto informe335, reafirma muy claramente esa 
posición. La directriz se formuló de la siguiente manera336: 

3.4.1 Validez material de la aceptación de una reserva

La aceptación expresa de una reserva inválida no es válida tampoco.

202. Esa directriz muestra muy claramente que la acep-
tación expresa de una reserva inválida no puede produ-
cir por sí misma ningún efecto, dado que la aceptación 
misma es inválida.

329 Anuario… 2006, vol. II (segunda parte), pág. 152, párr. 157.
330 Ibíd., pág. 151, párr. 139. Véase Anuario… 2009, vol. II (primera 

parte), documento A/CN.4/614 y Add.1 y 2, párr. 6.
331 Anuario… 2005, vol. II (primera parte), pág. 203, párr. 205.
332 Ibíd., pág. 202, párr. 203.
333 Véanse los párrafos 113 a 191 supra.
334 Anuario… 2009, vol. II (segunda parte), nota 372.
335 Véanse las conclusiones sobre la validez de las reacciones a las 

reservas en ibíd., vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 y 
Add.1 y 2, párr. 127.

336 El proyecto de directriz 3.4.1 fue remitido al Comité de Redac-
ción en 2009 (ibíd., vol. II (segunda parte), párr. 60) y aprobado ese 
mismo año.
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203. Habida cuenta de lo expuesto, el Relator Especial 
propone a la Comisión que conserve la directriz 3.3.3 en 
la redacción que se le había dado en el décimo informe.

204. Sin embargo, es necesario hacer una salvedad 
importante y moderar esa formulación categórica de la 
directriz 3.3.3. Si bien no caben dudas de que la acep-
tación individual por un Estado u organización contra-
tantes no puede tener como efecto «dar validez» a una 
reserva inválida ni producir ningún otro efecto en la 
reserva ni en el tratado, la situación es distinta cuando 
la totalidad de los Estados u organizaciones contratantes 
aprueba expresamente una reserva que —sin esa acepta-
ción unánime— no sería válida. En efecto, puede soste-
nerse, y el Sr. Waldock había contemplado expresamente 
esa posibilidad en su primer informe sobre el derecho de 
los tratados337, que, de conformidad con el principio del 
consensualismo,

las Partes siempre están en libertad de enmendar el tratado mediante 
un acuerdo general inter se de conformidad con el artículo 39 de las 
Convenciones de Viena de 1969 y 1986 y que nada les impide concertar 
un acuerdo unánime a ese fin en materia de reservas338.

205. Para contemplar esa hipótesis, el Relator Especial 
propuso la directriz 3.3.4339, que establece lo siguiente:

3.3.4 Efecto de la aceptación colectiva de una reserva carente de 
validez

1. Un Estado o una organización internacional podrá formular una 
reserva prohibida expresa o implícitamente por el tratado o incompa-
tible con su objeto y fin si ninguna de las demás Partes contratantes340 
hace objeciones después de una consulta expresa por el depositario.

2. Al realizar esa consulta, el depositario señalará la naturaleza 
de los problemas jurídicos planteados por la reserva a la atención de 
los Estados y de las organizaciones internacionales signatarios y de los 
Estados y de las organizaciones internacionales contratantes y, según el 
caso, del órgano competente de la organización de que se trate.

206. La idea que subyace a esta directriz tiene cierto 
apoyo en la práctica. Si bien no se trata propiamente de 
una aceptación unánime de las partes en un tratado, el 
caso de la reserva de neutralidad formulada por Suiza al 
adherirse al Pacto de la Sociedad de las Naciones no deja 
de ser un ejemplo de que, a pesar de la prohibición de 
formular reservas, el autor de la reserva fue admitido en 
el círculo de Estados partes341.

337 Véase Anuario… 1962, vol. II, pág. 75, párr. 9, comentario al 
artículo 17. Véanse también las explicaciones que figuran en el décimo 
informe sobre las reservas a los tratados, Anuario… 2005, vol. II (pri-
mera parte), pág. 203, párr. 205.

338 Anuario… 2005, vol. II (primera parte), pág. 203, párr. 205. Sos-
tienen también esta posición Greig, loc. cit., págs. 56 y 57, y Sucha-
ripa-Behrmann, loc. cit., pág. 78. Bowett, que comparte esta posición, 
considera sin embargo que esta posibilidad no surge del derecho de 
las reservas («Reservations to non-restricted multilateral treaties», 
pág. 84); véase también Redgwell, «Universality or Integrity? Some 
Reflections on Reservations to General Multilateral Treaties», pág. 269.

339 Anuario… 2005, vol. II (primera parte), pág. 203, párr. 207.
340 En el proyecto de directriz propuesto originalmente por el Relator 

Especial se utilizaba la expresión «Partes contratantes», que es de uso 
corriente y que, en su espíritu, englobaba a los Estados y las organizacio-
nes contratantes. Como consecuencia de distintas observaciones formu-
ladas en el seno de la Comisión, y para simplificar, el Relator Especial ha 
vuelto a utilizar esa expresión, aunque reconoce que es poco compatible 
con las definiciones de «Estado contratante» y «organización contra-
tante», por un lado, y de «parte», por otro, establecidas en el artículo 2, 
párr. 1, apdos. f y g, de la Convención de Viena de 1986, respectivamente.

341 Véase Mendelson, «Reservations to the Constitutions of Interna-
tional Organizations», págs. 140 y 141.

207. Con el mismo espíritu, la Comisión ya había reco-
nocido, en la directriz 2.3.1342, que una reserva que era 
inválida por haberse formulado tardíamente podía ser 
subsanada con una aceptación —o por lo menos con una 
falta de oposición— unánime por la totalidad de los Esta-
dos u organizaciones contratantes343.

208. Sin embargo, aun así, el problema es diferente 
del que plantean los efectos de una reserva inválida o los 
efectos de las reacciones a una reserva inválida. Se trata 
aquí de la cuestión —distinta— de la convalidación de la 
propia reserva, que, al no cumplir las condiciones estable-
cidas en el artículo 19 de las Convenciones de Viena, sólo 
puede volverse válida si media la aceptación unánime de 
los Estados u organizaciones contratantes. Sólo después 
de que esa reserva se hace válida puede el régimen de 
Viena seguir cumpliendo su función: la reserva conva-
lidada debe ser aceptada con arreglo a las disposiciones 
pertinentes del artículo 20 de las Convenciones de Viena, 
aceptación indispensable para que la reserva pueda produ-
cir efectos jurídicos por aplicación del artículo 21.

209. Por lo tanto, la directriz 3.3.4, que conserva todo su 
interés, debe integrarse en la tercera parte de la Guía de la 
práctica relativa a la validez de las reservas. En cualquier 
caso, no sería lógico incluir una directriz de esa índole en 
la parte relativa a los efectos de una reserva inválida; por 
definición, la reserva de que se trata en este caso se vuelve 
válida en razón de la aceptación o ausencia de oposición 
unánimes.

210. Las directrices 3.3.3 y 3.4.1 permiten responder a 
la cuestión de la aceptación de una reserva inválida: la 
aceptación no puede surtir ningún efecto, ni respecto de 
la validez de la reserva —con excepción del caso especial 
previsto en la directriz 3.3.4—, ni a fortiori respecto de 
los efectos jurídicos que son consecuencia de la nulidad 
de la reserva inválida.

ii) Objeción a una reserva inválida

211. En la práctica de los Estados, las objeciones res-
ponden en su gran mayoría a la invalidez de la reserva a 
la que se refieren. Sin embargo, los autores de esas obje-
ciones obtienen con ello efectos muy distintos: en algunos 
casos se limitan a constatar que la reserva en cuestión no 

342 La directriz 2.3.1 aprobada en primera lectura (Anuario… 2001, 
vol. II (segunda parte), pág. 191), dice lo siguiente:

«2.3.1 Formulación tardía de una reserva
Salvo que el tratado disponga otra cosa, los Estados o las organi-

zaciones internacionales no podrán formular una reserva a un tratado 
después de haber manifestado su consentimiento en obligarse por el 
tratado, a menos que ninguna de las demás partes contratantes haga 
objeción a esa formulación tardía de la reserva*.»

343 Para un ejemplo reciente de «convalidación» formal de una 
reserva hecha tardíamente, véase la reserva de Mozambique a la Con-
vención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, formulada apro-
ximadamente siete meses después de que ratificara esa Convención 
(Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. XVIII.14). En su notifi-
cación de depósito C.N.806.2009.TREATIES-34, de 10 de noviembre 
de 2009, el Secretario General, en su calidad de depositario, comunicó 
lo siguiente: «En un plazo de un año a partir de la fecha de la notifi-
cación de depósito por la que se transmite la reserva (C.N.834.2008.
TREATIES-32, de 5 de noviembre de 2008), ninguna de las Partes con-
tratantes en esa Convención notificó una objeción al Secretario Gene-
ral, ni respecto del acto de depósito en sí, ni respecto del procedimiento 
previsto. Por lo tanto, se considera que dicha reserva ha sido aceptada 
en depósito en la fecha de vencimiento del plazo establecido supra, es 
decir, el 4 de noviembre de 2009».
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es válida; en otras ocasiones la consideran nula o carente 
de efectos jurídicos; a veces (aunque muy raramente) 
señalan que la reserva impide la entrada en vigor del tra-
tado en las relaciones entre sí mismos y el autor de la 
reserva, y otras veces consideran, por el contrario, que el 
tratado entra en vigor en su totalidad en esa misma rela-
ción bilateral344.

212. La jurisprudencia de la CIJ no es un modelo de 
coherencia al respecto345. En efecto, en 1999 la Corte, en 
sus providencias relativas a las solicitudes de medidas 
provisionales presentadas por Yugoslavia contra España y 
los Estados Unidos, se limitó a señalar que: 

Considerando que la Convención sobre el genocidio no prohíbe las 
reservas, que Yugoslavia no formuló objeciones a la reserva hecha por 
los Estados Unidos [España] al artículo IX y que esa reserva tenía como 
consecuencia excluir ese artículo de las disposiciones de la Convención 
en vigor entre las partes346.

La CIJ no hace aquí ningún examen de la validez mate-
rial de la reserva, al margen de la constatación de que la 
Convención no las prohíbe. El único criterio determinante 
parece ser la ausencia de objeción por el Estado en cues-
tión, lo que refleja la posición adoptada por los magistra-
dos de la Corte en 1951, pero que hoy ha sido superada por 
la Convención de Viena, con la que no es compatible347:

El objeto y el fin [del tratado] limitan [...] tanto la libertad de formular 
reservas como la de formular objeciones a ellas. De ello resulta que es 
la compatibilidad de la reserva con el objeto y el fin de la Convención 
el criterio que debe determinar la actitud del Estado que acompaña su 
adhesión de una reserva y del Estado que considera que debe objetar a 
ella. Esa es la norma de conducta que debe orientar a cada Estado en la 
evaluación que le corresponde hacer individualmente y por su propia 
cuenta de la regularidad de una reserva348.

213. Sin embargo, en su providencia sobre la solicitud 
de indicación de medidas provisionales en el caso Activi-
tés armées sur le territoire du Congo (nouvelle requête: 
2002) (République démocratique du Congo c. Rwanda), 

344 Las reacciones a las reservas formuladas por Qatar en ocasión de 
su adhesión a la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer muestran, por otra parte, casi todo 
el espectro de objeciones imaginables: mientras que las 18 objeciones 
(dos de las cuales, las de México y Portugal, fueron tardías) señalan que 
las reservas son incompatibles con el objeto y el fin de la Convención, 
una (la de Suecia) agrega que son «nulas» y otras dos (las de España y 
los Países Bajos) precisan que las reservas no producen ningún efecto 
sobre las disposiciones de la Convención. En ocho de las objeciones 
(las de Bélgica, Finlandia, Hungría, Irlanda, Italia, México, Polonia y 
Portugal) se señala que esas objeciones no impiden la entrada en vigor 
del tratado, en tanto que en diez (las de Austria, Eslovaquia, España, 
Estonia, Letonia, Noruega, los Países Bajos, la República Checa, 
Rumania y Suecia) se considera que el tratado entra en vigor para Qatar 
y que ese país no puede invocar las reservas por ser inválidas. Véase 
Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. IV.8.

345 Véase la opinión separada conjunta de la magistrada Higgins y 
los magistrados Kooijmans, Elaraby, Owada y Simma en el fallo de 3 
de febrero de 2006, Activités armées sur le territoire du Congo (nou-
velle requête: 2002) (République démocratique du Congo c. Rwanda), 
competencia y admisibilidad, fallo, C.I.J. Recueil 2006, págs. 65 a 71. 

346 Providencias de 2 de junio de 1999, Licéité de l’emploi de la 
force (Yougoslavie c. Espagne), medidas provisionales, C.I.J. Recueil 
1999, pág. 772, párr. 32, y Licéité de l’emploi de la force (Yougosla-
vie c. États-Unis d’Amérique), medidas provisionales, ibíd., pág. 924, 
párr. 24. Véase también C.I.J. Resúmenes 1997-2002, págs. 118 y 129, 
respectivamente.

347 Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 
y Add.1 y 2, párrs. 98 a 100.

348 Réserves à la convention pour la prévention et la répression du 
crime de génocide, opinión consultiva, C.I.J. Recueil 1951, pág. 24.

la CIJ modificó su enfoque al examinar in limine la vali-
dez material de la reserva de Rwanda:

[D]icha reserva no se refiere a la cuestión jurídica de fondo, sino que 
sólo versa sobre la competencia de la Corte; [...] no parece, por lo tanto, 
contraria al objeto y el fin de la Convención349.

En el mismo caso, en su fallo sobre competencia y admi-
sibilidad, la Corte confirmó que:

La reserva de Rwanda al artículo IX de la Convención sobre el 
genocidio se refiere a la cuestión de la competencia de la Corte y no 
afecta a las obligaciones de fondo que se desprenden de esa Convención 
relativas a los actos de genocidio en sí. En las circunstancias del caso, 
la Corte no puede llegar a la conclusión de que la reserva de Rwanda, 
que tiene por finalidad excluir un medio particular de resolver un dife-
rendo sobre la interpretación, la aplicación o el cumplimiento de la 
Convención, debe considerarse incompatible con el objeto y el fin de 
esa Convención350.

Por lo tanto, la CIJ ha «agregado su propia valoración sobre 
la compatibilidad de la reserva de Rwanda con el objeto y 
el fin de la Convención sobre el genocidio»351. Así pues, 
pese a no estimar necesario que la República Democrática 
del Congo hiciera una objeción para determinar la validez 
de la reserva, la Corte consideró oportuno agregar que:

En referencia al derecho de los tratados, la Corte señala por otra parte 
que, cuando Rwanda se adhirió a la Convención sobre el genocidio y 
formuló la reserva en cuestión, la República Democrática del Congo no 
hizo ninguna objeción352.

214. Esta aclaración no es superflua. En efecto, si bien 
las objeciones a una reserva no determinan la validez de 
la reserva en sí, constituyen un factor indicativo que dista 
de ser insignificante para el conjunto de los actores invo-
lucrados, es decir, el autor de la reserva, los Estados y las 
organizaciones contratantes y toda jurisdicción u órgano 
competente para determinar la validez de una reserva. En 
efecto, no hay que olvidar que, como señaló la CIJ en su 
opinión consultiva Réserves à la convention pour la pré-
vention et la répression du crime de génocide de 1951:

[L]a apreciación de la legalidad de la reserva corresponde a cada Estado 
parte en la Convención, y cada uno de ellos ejerce ese derecho indivi-
dualmente y por su propia cuenta353.

215. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en la 
sentencia Loizidou, consideró también que las reacciones 
de los Estados partes eran importantes en cuanto cons-
tituían un factor que debía tomarse en consideración a 
los efectos de determinar la validez de la reserva de Tur-
quía354. El Comité de Derechos Humanos confirmó ese 
enfoque en su Comentario general n.º 24:

No cabe deducir del hecho de que los Estados no formulen una protesta 
que una reserva sea compatible o incompatible con el objeto y fin del 

349 Providencia de 10 de julio de 2002, medidas provisionales, C.I.J. 
Recueil 2002, pág. 246, párr. 72. Véase también C.I.J. Resúmenes 
1997-2002, pág. 234.

350 C.I.J. Recueil 2006, pág. 32, párr. 67.
351 Ibíd., pág. 70, párr. 20.
352 Ibíd., pág. 33, párr. 68.
353 C.I.J. Recueil 1951, pág. 26. Véase asimismo Corte Interameri-

cana de Derechos Humanos, opinión consultiva OC-2/82, 24 de sep-
tiembre de 1982, Serie A n.º 2, párr. 38 («Desde luego, los Estados 
Partes tienen un legítimo interés en excluir reservas incompatibles con 
el objeto y fin de la Convención, y son libres de afirmar ese su interés 
mediante los mecanismos consultivos y jurisdiccionales establecidos 
por aquélla»).

354 Série A n.º 310, párr. 95.
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Pacto. [...] Sin embargo, la objeción a una reserva formulada por los 
Estados puede ofrecer cierta orientación al Comité para interpretar su 
compatibilidad con el objeto y fin del Pacto355.

216. Cuando se examinó el informe de la Comisión 
sobre la labor realizada en su 57.º período de sesiones, 
celebrado en 2005, Suecia, en respuesta a la cuestión plan-
teada por la Comisión sobre las objeciones que producen 
efectos mínimos y que están motivadas por la incompati-
bilidad de la reserva con el objeto y el fin del tratado356, 
mantuvo expresamente la siguiente posición:

En teoría, no se necesita una objeción para establecer ese hecho [la 
invalidez de una reserva], sino que se trata simplemente de una forma 
de llamar la atención sobre él. Por tanto, la objeción no tiene efectos 
jurídicos reales por sí misma y no tiene por qué considerarse siquiera 
una objeción [...]. Sin embargo, de no haber un órgano que pueda cali-
ficar con autoridad una reserva de no válida, como el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, esas «objeciones» siguen teniendo un propósito 
importante357.

217. Como se señaló precedentemente358, las Convencio-
nes de Viena no contienen ninguna disposición sobre los 
efectos de las reservas que no satisfacen las condiciones 
de validez establecidas en el artículo 19, ni siquiera —lo 
que es bastante lógico— en lo que respecta a las reacciones 
que los Estados pueden manifestar eventualmente respecto 
de tales reservas. En el régimen de Viena, la objeción no 
constituye un instrumento por el que los Estados u organi-
zaciones contratantes determinan la validez de una reserva, 
sino que cumple otra función: la de hacer que la reserva 
sea inoponible a quien la objeta359. Las aceptaciones y las 
objeciones mencionadas en el artículo 20 se refieren exclu-
sivamente a las reservas válidas. El mero hecho de que en 
la práctica de los Estados se utilicen esos mismos mecanis-
mos para reaccionar ante las reservas inválidas no significa 
que esas reacciones produzcan los mismos efectos o estén 
sujetas a las mismas condiciones que las objeciones que se 
hacen a las reservas válidas.

218. No obstante, en opinión del Relator Especial ello 
no constituye una razón suficiente para no considerar 
esas reacciones como verdaderas objeciones, a diferen-
cia de lo que Suecia tal vez quiso decir en su declaración 
citada anteriormente360. En efecto, una reacción de ese 
tipo corresponde plenamente a la definición del término 
«objeción» incluida por la Comisión en la directriz 2.6.1 
y constituye 

una declaración unilateral, cualquiera que sea su enunciado o denomi-
nación, hecha por un Estado o por una organización internacional como 
reacción ante una reserva a un tratado formulada por otro Estado u otra 
organización internacional, por la que el primer Estado o la primera 
organización se propone excluir [...] los efectos jurídicos de la reserva, 
o excluir la aplicación del tratado en su conjunto, en sus relaciones con 
el Estado o la organización autor de la reserva361.

355 Informe del Comité de Derechos Humanos, Documentos Oficia-
les de la Asamblea General, quincuagésimo período de sesiones, Suple-
mento n.º 40 (A/50/40), vol. I, párr. 582.

356 Véase la nota 276 supra.
357 Suecia, en nombre de los cinco países nórdicos (Dinamarca, 

Finlandia, Islandia, Noruega y Suecia), Documentos Oficiales de la 
Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Sexta Comisión, 
14.ª sesión (A/C.6/60/SR.14), párr. 22.

358 Véanse los párrafos 96 a 112 supra.
359 Véanse los párrafos 2 a 5 supra.
360 Véase el párrafo 216 supra.
361 Para el texto completo de la directriz 2.6.1 (Definición de las 

objeciones a las reservas) y su comentario, véase Anuario… 2005, 
vol. II (segunda parte), pág. 82.

El mero hecho de que, en última instancia, no sea la 
objeción, sino la nulidad de la reserva, la que logre el fin 
deseado de privar a ésta de efectos, no modifica en nada 
el objetivo buscado por el autor de la objeción: excluir 
todos los efectos de la reserva inválida. No parece, por lo 
tanto, ni oportuno ni útil inventar un término para desig-
nar esas reacciones a las reservas, cuya denominación 
actual no sólo corresponde a la definición del término 
«objeción» que sigue utilizando la Comisión, sino que 
también está ampliamente difundida en la práctica de 
los Estados y, según parece, es aceptada y comprendida 
unánimemente.

219. Por otra parte, no cabe duda de que si bien la obje-
ción a una reserva inválida no agrega nada a la nulidad 
de dicha reserva, constituye, sin embargo, un instrumento 
importante para entablar el diálogo sobre las reservas y es 
una señal de alerta para los órganos creados en virtud de 
tratados y las jurisdicciones internacionales o internas que 
deban, en su caso, determinar la validez de esa reserva. 
Por consiguiente, no sería razonable —sino más bien 
engañoso— limitarse a declarar en la Guía de la práctica 
que las objeciones a una reserva inválida no surten ningún 
efecto.

220. Al contrario, es sumamente importante que los 
Estados sigan formulando objeciones a las reservas que 
consideran inválidas aunque en apariencia esas declara-
ciones no agreguen nada a los efectos ipso jure e incon-
dicionales que produce una reserva inválida. Ello es tanto 
más importante en la práctica, donde no debemos dejar-
nos confundir por la existencia marginal de órganos con 
competencia para juzgar la validez de la reserva que se 
cuestiona: como ocurre normalmente en derecho interna-
cional, en este ámbito como en la mayoría de los otros, la 
regla sigue siendo la ausencia de un mecanismo de cons-
tatación objetivo, mientras que su existencia constituye 
la excepción362. Por lo tanto, a la espera de la interven-
ción altamente hipotética de un tercero imparcial, «cada 
Estado evalúa por sí mismo la situación jurídica en que se 
encuentra en relación con los demás Estados», incluido, 
por supuesto, lo que respecta a las reservas363.

221. No es conveniente disuadir a los Estados de formu-
lar objeciones a las reservas que consideran inválidas, sino 
que, más bien al contrario, en aras de la estabilidad de las 
relaciones convencionales, conviene alentarlos a hacerlo 
y a exponer las razones que motivan su posición364. Esa 
es la razón por la cual, en la directriz 4.5.4 que se pro-
pone incluir en la Guía de la práctica, es necesario no sólo 
enunciar el principio (que es sin lugar a dudas exacto) de 
que la objeción a una reserva inválida no produce de por 
sí ningún efecto, sino además, descartar toda conclusión 
apresurada de que la objeción a este tipo de reservas es 
un ejercicio inútil, que podría deducirse del enunciado 

362 Véanse los casos Sud-Ouest africain, segunda fase, fallo, C.I.J. 
Recueil 1966, pág. 46, párr. 86: «En la esfera internacional, la existen-
cia de obligaciones que no pueden imponerse en última instancia por 
ningún procedimiento jurídico ha sido siempre la regla y no la excep-
ción». Véase también C.I.J. Resúmenes 1948-1991, pág. 96.

363 Laudo arbitral de 9 de diciembre de 1978, Affaire concernant 
l’accord relatif aux services aériens du 27 mars 1946 entre les États-
Unis d’Amérique et la France, RSA, vol. XVIII, pág. 483, párr. 81.

364 Véase la directriz 2.6.10 (Motivación) en la que se recomienda 
a los autores de la objeción a una reserva indicar los motivos por los 
cuales se hace. Anuario… 2008, vol. II (segunda parte), párr. 123.
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de ese principio. En efecto, es muy importante en todo 
sentido que, cuando lo estimen necesario, los Estados y 
las organizaciones internacionales formulen una objeción 
para hacer valer públicamente su punto de vista sobre la 
invalidez de la reserva.

222. En cambio, aunque sea preferible, no es indispen-
sable365 que esas objeciones se formulen en el plazo de 
12 meses, o en cualquier otro plazo establecido en el 
tratado366. Si bien carecen como tales de incidencia jurí-
dica en los efectos de la reserva, esas objeciones siguen 
siendo útiles para el autor de la reserva, que está alertado 
sobre las dudas que pesan sobre la validez de ésta para 
los demás Estados u organizaciones contratantes y para 
cualquier otra autoridad que pudiera tener que pronun-
ciarse sobre la validez de la reserva. Todo esto se indicó 
claramente en los comentarios a la directriz 2.6.15 
(Objeciones tardías):

Esta práctica [la de formular objeciones tardías] no es en absoluto 
reprensible. Por el contrario: permite a los Estados y a las organiza-
ciones internacionales expresar, por medio de objeciones, su punto de 
vista sobre la validez de una reserva, aunque hayan transcurrido más de 
12 meses desde su formulación; ello tiene su utilidad, aun cuando las 
objeciones tardías no surtan efectos jurídicos inmediatos367.

Lo mismo ocurre a fortiori con las objeciones a las reser-
vas que sus autores consideran inválidas.

223. Esta observación no debe, sin embargo, alentar 
la formulación de objeciones tardías con el argumento 
de que incluso si no se formulara la objeción, la reserva 
sería nula y no produciría efecto alguno. Interesa al autor 
de la reserva, a los demás Estados y organizaciones con-
tratantes y, en un sentido más general, a la estabilidad y 
la claridad de las relaciones jurídicas, que se formulen 
objeciones a las reservas inválidas y que ello se haga tan 
pronto como sea posible para que todos los actores pue-
dan evaluar la situación jurídica rápidamente y el autor de 
la reserva pueda eventualmente subsanar su invalidez en 
el marco del diálogo sobre las reservas.

224. A la luz de esas consideraciones, la Comisión 
podría aprobar una directriz 4.5.4 en que se sintetizaran 
las disposiciones aplicables a las reacciones a las reservas 
inválidas y, especialmente, a las objeciones a esas reser-
vas, que podría quedar redactada de la siguiente manera:

365 Italia, en su objeción, formulada tardíamente, a las reservas 
de Bostwana al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
explicó que: «El Gobierno de la República Italiana considera que, con 
arreglo al artículo 19 de la Convención de Viena de 1969 sobre el dere-
cho de los tratados, las reservas [de Botswana] son incompatibles con 
el objeto y el fin del Pacto. Dichas reservas no obstan a la aplicación del 
artículo 20 y pueden, por lo tanto, ser objetadas en cualquier momento» 
(Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. IV.4, nota 19); véase tam-
bién la objeción de Italia a las reservas formuladas por Qatar a la Con-
vención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes (ibíd., cap. IV.9, nota 23). Véase asimismo la posición de 
Suecia mencionada en el párrafo 216 supra.

366 Para otros ejemplos recientes, véanse las objeciones de Portugal 
y México a las reservas formuladas por Qatar en ocasión de su adhe-
sión a la Convención sobre la eliminación de todas las formas de dis-
criminación contra la mujer (Traités multilatéraux… (nota 35 supra), 
cap. IV.8). Las dos objeciones fueron hechas el 10 de mayo de 2010 
(C.N.260.2010.TREATIES-15 y C.N.264.2010.TREATIES-16), en 
tanto que el Secretario General había comunicado el instrumento de 
adhesión de Qatar el 8 de mayo de 2009.

367 Anuario… 2008, vol. II (segunda parte), párr. 3 del comentario a 
la directriz 2.6.15.

4.5.4 Reacciones a una reserva inválida

Los efectos de la nulidad de una reserva inválida no 
dependen de la reacción de un Estado contratante o de una 
organización internacional contratante.

Un Estado o una organización internacional que, tras 
haber examinado la validez de una reserva con arreglo a 
la presente Guía de la práctica, considera que esa reserva 
no es válida, debería no obstante formular lo antes posible 
una objeción motivada al respecto.

3. ausencIa de efectos de una reserva en Las reLacIones 
convencIonaLes entre Las otras partes contratantes

225. El párrafo 2 del artículo 21 de las Convenciones de 
Viena dispone inequívocamente que:

La reserva no modificará las disposiciones del tratado en lo que res-
pecta a las otras partes en el tratado en sus relaciones inter se.

226. Según esta disposición, las relaciones conven-
cionales entre las demás partes en el tratado no quedan 
modificadas por la reserva. Esta regla de la «relatividad 
de los vínculos jurídicos» tiene por finalidad salvaguar-
dar el sistema normativo aplicable entre las otras partes 
en el tratado. Si bien ese sistema se presenta respecto del 
autor de la reserva y respecto de la reserva en cuestión 
como el régimen general del tratado (por el que el autor 
no se encuentra obligado más que parcialmente en razón 
de su reserva), ese régimen no es necesariamente único, 
dado que las demás partes pueden subordinar también su 
consentimiento a reservas que modifican, en consecuen-
cia, sus relaciones mutuas en la medida prevista por los 
párrafos 1 y 3 del artículo 21368. Sin embargo, el párrafo 2 
no tiene por objeto restringir la pluralidad de sistemas 
normativos dentro de un mismo tratado, sino que se limita 
a circunscribir los efectos de la reserva exclusivamente 
a las relaciones bilaterales entre el Estado autor, por una 
parte, y cada uno de los demás Estados contratantes, por 
la otra.

227. El ámbito de aplicación del párrafo 2 no se limita 
solamente a las reservas «efectivas», es decir, a las reser-
vas que cumplen con las exigencias impuestas por los 
artículos 19, 20 y 23; no se trata, sin embargo, de una 
incoherencia de redacción. En efecto, el principio de la 
relatividad de las reservas se aplica con independencia de 
la validez material o formal de éstas. Tal conclusión es 
particularmente evidente respecto de las reservas inváli-
das, que en razón de su nulidad no surten efectos en bene-
ficio de su autor ni, claro está, en beneficio o en perjuicio 
de las demás partes en el tratado369.

228. Por otro lado, la aceptación de una reserva y las 
objeciones a ella tampoco inciden en los efectos de la 
reserva fuera de las relaciones bilaterales entre el autor 
de la reserva y cada una de las demás partes contratantes, 
sino que sólo determinan cuáles son las partes respecto 
de las que la reserva se considera efectiva —las partes 
que la aceptaron370— y las distinguen de las partes en 

368 Véase Horn, op. cit., pág. 142.
369 Véanse los párrafos 130 a 144 supra.
370 Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 

y Add.1 y 2, párrs. 199 a 236.
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relación con las cuales la reserva no produce efectos, las 
que formularon una objeción al respecto. Sin embargo, 
en lo que atañe a las relaciones entre todos los Estados u 
organizaciones contratantes, con excepción del autor de 
la reserva, ésta no puede modificar ni excluir los efectos 
jurídicos de una o de varias disposiciones del tratado ni 
los efectos jurídicos del tratado como tal, y al respecto, 
es irrelevante que esos Estados u organizaciones hayan 
aceptado la reserva o que hayan objetado a ella.

229. Si bien el párrafo 2 no contiene ninguna limita-
ción ni excepción, podríamos preguntarnos si la regla 
de la «relatividad de los vínculos jurídicos» es tan abso-
luta como se establece en ese párrafo371. El Sr. Waldock 
la citaba con más cautela en el apéndice de su primer 
informe sobre el derecho de los tratados (Reseña histórica 
de la cuestión de las reservas a las convenciones multi-
laterales): «[E]n principio*, la reserva sólo surte efectos 
sobre las relaciones de los Estados con el Estado que la ha 
formulado»372. Se plantea entonces la cuestión de si exis-
ten tratados a los cuales no puede aplicarse el principio de 
la relatividad.

230. En efecto, los tratados a los que se refieren con-
cretamente los párrafos 2 y 3 del artículo 20 de las Con-
venciones de Viena no constituyen una excepción a la 
regla de la relatividad. Es verdad que el principio de la 
relatividad de los vínculos jurídicos es algo más limitado 
en relación con esas Convenciones, aunque no en lo que 
respecta a las relaciones de los otros Estados partes inter 
se, que no se modifican.

231. Aunque en el caso de los tratados que deben apli-
carse integralmente todos los Estados y organizaciones 
contratantes deben dar su consentimiento para que la 
reserva pueda producir sus efectos, el consentimiento 
unánime en sí no constituye ciertamente una modifica-
ción del propio tratado entre las partes. Es necesario por 
lo tanto distinguir aquí también dos sistemas normativos 
dentro del mismo tratado: por un lado, el sistema que rige 
las relaciones entre el autor de la reserva y cada una de las 
demás partes, todas las cuales, por definición, han acep-
tado la reserva y, por otro, el que rige las relaciones que 
mantienen esas otras partes entre sí. Las relaciones de las 
demás partes inter se no sufren ninguna modificación.

232. El mismo razonamiento se aplica respecto de los 
actos constitutivos de las organizaciones internacionales. 
Si bien en ese caso el consentimiento no debe ser nece-
sariamente unánime, no modifica de ninguna manera las 
relaciones convencionales entre las partes, salvo respecto 
del autor de la reserva. El sistema mayoritario impone 
simplemente a los miembros minoritarios una posición 
respecto del autor de la reserva, a fin de evitar precisa-
mente el establecimiento de sistemas normativos múlti-
ples en el seno del acto constitutivo, pero en este caso 
es la aceptación de la reserva por el órgano de la orga-
nización lo que hace que la reserva se aplique de forma 
generalizada y probablemente sólo en las relaciones de las 

371 Szafarz sostiene que «[e]s obvio, por supuesto, que ‘la reserva 
no modifica las disposiciones del tratado en lo que respecta a las otras 
partes en el tratado en sus relaciones inter se’» («Reservations to mul-
tilateral treaties», pág. 311).

372 Anuario… 1962, vol. II, pág. 88, nota 6.

otras partes con el Estado o la organización que formula 
la reserva.

233. Incluso en el caso de que se acepte unánimemente 
una reserva a priori inválida373, no es la reserva «conva-
lidada» por el consentimiento de las partes lo que modi-
fica el sistema normativo «general» aplicable entre las 
demás partes. Es cierto que ese sistema normativo sufre 
una modificación dado que se levanta la prohibición de la 
reserva o se modifican el objeto y el fin del tratado para 
que éste (y sus cláusulas de reserva) sea compatible con 
aquella. Sin embargo, esa modificación del tratado que 
surte efectos para las partes en general no es consecuen-
cia de la reserva, sino del consentimiento unánime que 
prestan los Estados y las organizaciones contratantes, 
consentimiento que es la base de un acuerdo para modifi-
car el tratado a fin de autorizar la reserva en el sentido del 
artículo 39 de las Convenciones de Viena374.

234. Por lo tanto, cabe señalar que las partes siempre 
pueden modificar sus relaciones convencionales si lo con-
sideran necesario375. Esa posibilidad puede deducirse a 
contrario del comentario de la Comisión sobre el proyecto 
de artículo 19 del proyecto de artículos sobre el derecho 
de los tratados de 1966 (que pasó a ser el artículo 21 de la 
Convención de Viena de 1969), según el cual la reserva:

no modifica las disposiciones del tratado con respecto a las demás par-
tes, inter se, puesto que no la han aceptado como un elemento del tra-
tado en sus relaciones mutuas376.

235. De conformidad con estas observaciones, la 
Comisión seguramente considerará conveniente, con 
arreglo a su práctica habitual, incorporar a la Guía de la 
práctica una directriz 4.6 en la que se retome pura y sim-
plemente el texto del párrafo 2 del artículo 21 de las Con-
venciones de Viena:

4.6 Ausencia de efectos de una reserva en las relaciones 
entre los Estados contratantes y organizaciones con-
tratantes distintos de su autor 

Una reserva no modificará las disposiciones del tratado 
en lo que respecta a las otras partes en el tratado en sus 
relaciones inter se.

236. Por lo demás, nada impide que las partes acepten 
la reserva como una verdadera cláusula del tratado ni que 
cambien cualquier otra disposición de éste, si lo consi-
deran necesario. Sin embargo, una modificación de esa 
índole no puede efectuarse ipso facto por la mera acepta-
ción de una reserva —como establece la directriz 4.6— ni 
tampoco puede presumirse. Por lo tanto, es necesario, en 
todos los casos, que se siga el procedimiento previsto a ese 
fin en el tratado, o, en su defecto, el procedimiento esta-
blecido por las Convenciones de Viena en sus artículos 39 
y siguientes. Por otra parte, puede resultar necesario e 
incluso indispensable modificar el tratado en su totali-
dad377. Sin embargo, ello depende de cada caso en parti- 

373 Véanse los párrafos 204 a 209 supra.
374 Véase el párrafo 204 supra.
375 Horn, op. cit., págs. 142 y 143.
376 Anuario… 1966, vol. II, pág. 229, párr. 1 in fine del comentario.
377 Una situación de esta índole puede producirse, entre otros, en 

los tratados relativos a los productos básicos, en los que ni siquiera el 
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cular y queda librado a la discrecionalidad de las partes. 
Esa es la razón por la que no parece indispensable prever 
una excepción al principio establecido en el párrafo 2 del 
artículo 21 de las Convenciones de Viena. Si la Comisión 
fuera de la opinión contraria, la directriz 4.6 podría, no 
obstante, quedar redactada de la siguiente manera:

4.6 Ausencia de efectos de una reserva en las relaciones 
entre los Estados contratantes y organizaciones con-
tratantes distintos de su autor 

[Sin perjuicio de que exista un acuerdo entre las par-
tes relativo a su aplicación,] una reserva no modifica las 
disposiciones del tratado respecto de las otras partes en el 
tratado en sus relaciones inter se.

B. Los efectos de las declaraciones interpretativas, 
las aprobaciones, las oposiciones, el silencio y las 
recalificaciones

237. Pese a existir una práctica muy antigua y bien 
asentada en la materia, ni la Convención de Viena de 
1969 ni la de 1986 contienen normas sobre las declara-
ciones interpretativas, y mucho menos sobre sus posibles 
efectos378.

238. Los trabajos preparatorios de las Convenciones 
explican esta laguna. Aunque los primeros Relatores Espe-
ciales eludieron por completo el problema de las declara-
ciones interpretativas379, el Sr. Waldock380 fue consciente 
tanto de las dificultades creadas por la práctica de esas 
declaraciones como de la solución, absolutamente obvia, 
que debía adoptarse. En efecto, varios gobiernos hicieron 
referencia, en sus observaciones sobre el proyecto de ar-
tículos aprobado en primera lectura, no sólo a la ausen-
cia de las declaraciones interpretativas y la distinción que 
debía hacerse entre esas declaraciones y las reservas381, sino 

principio de reciprocidad basta para «restablecer» el equilibrio entre las 
partes (Schermers, «The suitability of reservations to multilateral trea-
ties», pág. 356). En efecto, el apartado c del párrafo 2 del artículo 65 del 
Convenio Internacional del Azúcar de 1968 parecía prever la posibili-
dad de adaptar las disposiciones cuya aplicación se viera comprometida 
por la reserva: «En todos los demás casos en que se formulen reser-
vas [es decir, cuando la reserva formulada se refiera al funcionamiento 
económico del Convenio], el Consejo las examinará y, por votación 
especial, decidirá si han de aceptarse o no y, en caso afirmativo en qué 
condiciones*. Dichas reservas sólo entrarán en vigor una vez que el 
Consejo haya tomado una decisión al respecto». Véase también Imbert, 
op. cit., pág. 250; y Horn, op. cit., págs. 142 y 143.

378 Véase Anuario… 1999, vol. II (segunda parte), pág. 104, párr. 1 
del comentario de la directriz 1.2.

379 El Sr. Fitzmaurice se limitó a precisar que el término «reserva» 
«no comprende las simples declaraciones sobre la manera como se pro-
pone cumplir el tratado el Estado interesado, ni las declaraciones acerca 
de cómo se entiende o interpreta éste, a menos que tales declaraciones 
supongan una alteración de las condiciones o los efectos substanciales 
del tratado» (primer informe sobre el derecho relativo a los tratados, 
Anuario… 1956, vol. II, pág. 109, art. 13, apdo. l).

380 En su definición del término «reserva», el Sr. Waldock explicó 
que «[l]a declaración explicativa, o la declaración de intenciones o de 
la interpretación en cuanto al sentido del tratado, que no suponga una 
variación en los efectos jurídicos del tratado, no constituye una reserva» 
(primer informe sobre el derecho de los tratados, Anuario… 1962, 
vol. II, pág. 36, art. 1, apdo. l).

381 Véanse, en particular, las observaciones del Japón que aparecen 
resumidas en el cuarto informe sobre el derecho de los tratados del 
Sr. Waldock (Anuario… 1965, vol. II, pág. 48) y las observaciones del 
Reino Unido, según el cual «el artículo 18 se refiere sólo a las ‘reservas’ 

también a los elementos que debían tenerse en cuenta en la 
interpretación de un tratado382. En 1965, el Relator Especial 
trató de tranquilizar a esos Estados afirmando que la cues-
tión de las declaraciones interpretativas no había pasado 
desapercibida para la Comisión. Según el Sr. Waldock:

Sin embargo, las declaraciones interpretativas siguen constituyendo 
un problema y también posiblemente las declaraciones de principios o 
de política formuladas en relación con un tratado. La dificultad consiste 
en saber qué efectos han de producir esas declaraciones. Algunas nor-
mas pertinentes en la materia figuran en el artículo 69, especialmente 
en su párrafo 3, que trata del acuerdo entre las partes sobre la interpre-
tación del tratado y de la práctica que luego se sigue en su aplicación. 
También es pertinente a este respecto el artículo 70, que se ocupa de 
otros medios de interpretación383.

A diferencia de lo manifestado por algunos miembros de 
la Comisión384, los efectos de una declaración interpreta-
tiva «se [rigen] por las normas sobre interpretación»385. 
Aunque

[c]iertamente las declaraciones interpretativas no carecen de importan-
cia, [...] es discutible que haya[n] de ser objeto de disposiciones concre-
tas; pues el efecto jurídico de una declaración interpretativa dependerá 
siempre de las circunstancias concretas en que se haga386.

239. En la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho de los Tratados de 1968-1969 se volvió a debatir 
la cuestión de las declaraciones interpretativas, en parti-
cular a raíz de una enmienda presentada por Hungría a la 
definición del término «reserva»387 y al artículo 19 (que 
posteriormente se convirtió en el artículo 21), relativo a 
los efectos de una reserva388. La finalidad de esa enmienda 
era equiparar las declaraciones interpretativas y las reser-
vas, sin establecer ninguna distinción entre ambas catego-
rías, en particular en lo relativo a sus respectivos efectos. 
No obstante, varias delegaciones se opusieron claramente 

y supone que la cuestión de las cláusulas de interpretación se examinará 
en un informe posterior» (ibíd.).

382 Véanse las observaciones de los Estados Unidos a los proyec-
tos de artículos 69 y 70 relativos a la interpretación, resumidas en el 
sexto informe sobre el derecho de los tratados del Sr. Waldock (Anua-
rio… 1966, vol. II, pág. 101).

383 Anuario… 1965, vol. I, 799.ª sesión, pág. 172, párr. 13. Véase 
también ibíd., vol. II, pág. 51, párr. 2.

384 Véanse las observaciones del Sr. Verdross (ibíd., vol. I, 
797.ª sesión, pág. 158, párr. 36, y 799.ª sesión, pág. 173, párr. 23) y 
del Sr. Ago (ibíd., 798.ª sesión, pág. 169, párr. 76). Véanse también las 
observaciones del Sr. Castrén (ibíd., pág. 173, párr. 30) y del Presidente, 
Sr. Bartoš (ibíd., párr. 29).

385 Ibíd., 799.ª sesión, pág. 172, párr. 14. Véase también ibíd., vol. II, 
pág. 51, párr. 2 («Las declaraciones interpretativas no fueron incluidas 
por la Comisión en la presente sección por la sencilla razón de que no 
son reservas y se refieren a la interpretación de los tratados y no a la 
celebración de los mismos*»).

386 Ibíd., vol. II, pág. 51, párr. 2.
387 A/CONF.39/C.1/L.23, Documentos Oficiales de la Conferencia 

de las Naciones Unidas sobre el Derecho de los Tratados, períodos de 
sesiones primero y segundo, Viena, 26 de marzo a 24 de mayo de 1968 
y 9 de abril a 22 de mayo de 1969, Documentos de la Conferencia,  
A/CONF.39/11/Add.2, pág. 121, párr. 35, vi), e, propuesta de Hungría: 
«Se entiende por ‘reserva’ una declaración unilateral, cualquiera que 
sea su enunciado o denominación, hecha por un Estado al firmar, rati-
ficar, aceptar o aprobar un tratado multilateral o al adherirse a él, con 
objeto de excluir, modificar o interpretar los efectos jurídicos de ciertas 
disposiciones del tratado en su aplicación a ese Estado».

388 A/CONF.39/C.1/L.177, ibíd., pág. 150, párr. 199, ii) d, y iii). 
Véanse también las explicaciones facilitadas durante la Conferencia, 
en ibíd., primer período de sesiones, Viena, 26 de marzo a 24 de mayo 
de 1968, Actas resumidas de las sesiones plenarias y de las sesiones 
de la Comisión Plenaria, A/CONF.39/11, 25.ª sesión, págs. 150 y 151, 
párrs. 52 y 53.
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a esta equiparación389. El Sr. Waldock, en su calidad de 
Consultor Técnico, había

formulado una advertencia contra los peligros que supone la adición de 
declaraciones interpretativas al concepto de reservas. En la práctica, un 
Estado que formula una declaración interpretativa suele hacerlo porque 
no quiere verse envuelto en la red del derecho relativo a las reservas390.

En consecuencia, pidió

al Comité de Redacción que tuviese muy presente el delicado carác-
ter de la cuestión y no considerase que cabe asimilar las declaraciones 
interpretativas a las reservas sin dificultad alguna391.

240. Finalmente, el Comité de Redacción no aceptó la 
enmienda de Hungría. Aunque el Sr. Sepúlveda Amor, 
en nombre de México, señaló «la ausencia de una defini-
ción del instrumento a que se refiere el apartado b del pá-
rrafo 2 del artículo 27» [que posteriormente se convirtió 
en el artículo 31], cuando «las declaraciones interpretati-
vas de este tipo son de uso frecuente en la celebración de 
tratados»392, y sugirió que era «preciso diferenciar clara-
mente los efectos jurídicos que producen las reservas y los 
que producen las declaraciones»393, no se dedicó ninguna 
disposición especifica de la Convención de Viena a las 
declaraciones interpretativas. Así pues, las conclusiones 
del Sr. Waldock sobre los efectos de esas declaraciones394 
se ven confirmadas por los trabajos de la Conferencia.

241. Ni los trabajos de la Comisión ni los de la Con-
ferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho de los 
Tratados entre Estados y Organizaciones Internacionales 
o entre Organizaciones Internacionales, de 1986, aclara-
ron más la cuestión de los efectos concretos de una decla-
ración interpretativa.

242. La ausencia de una disposición específica en las 
Convenciones de Viena sobre los efectos jurídicos que 
puede producir una declaración interpretativa no signi-
fica, sin embargo, que esos instrumentos no contengan 
ningún indicio al respecto, como ponen de manifiesto las 
observaciones formuladas durante su elaboración395.

243. Como se desprende claramente de su nombre, el 
objetivo y la función de tales declaraciones es proponer 
una interpretación del tratado396. En consecuencia, de con-
formidad con la definición adoptada por la Comisión:

Se entiende por «declaración interpretativa» una declaración unila-
teral, cualquiera que sea su enunciado o denominación, hecha por un 
Estado o por una organización internacional, por la que ese Estado o esa 
organización se propone precisar o aclarar el sentido o el alcance que 
el declarante atribuye a un tratado o a algunas de sus disposiciones397.

389 Véase en particular las posiciones de Australia, ibíd., 5.ª sesión, 
pág. 33, párr. 81; Suecia, ibíd., pág. 34, párr. 102; los Estados Unidos, 
ibíd., pág. 35, párr. 116, y el Reino Unido, ibíd., 25.ª sesión, pág. 151, 
párr. 60.

390 Ibíd., pág. 151, párr. 56.
391 Ibíd.
392 Ibíd., 21.ª sesión, pág. 124, párr. 62.
393 Ibíd.
394 Véase la nota 387 supra.
395 Véase el párrafo 238 supra.
396 Anuario… 1999, vol. II (segunda parte), pág. 107, párr. 16 del 

comentario de la directriz 1.2.
397 Directriz 1.2 (Definición de las declaraciones interpretativas) y 

comentarios, ibíd., págs. 103 a 109.

Precisar o aclarar las disposiciones de un tratado es, jus-
tamente, interpretarlo, y por este motivo la Comisión 
había adoptado esos términos para definir las declara-
ciones interpretativas398. Pese a que, como precisa el 
comentario de la directriz 1.2 (Definición de las decla-
raciones interpretativas), la definición adoptada «no pre-
juzga en forma alguna la validez ni el efecto de dichas 
declaraciones»399, parece casi evidente que el efecto de 
una declaración interpretativa se produce esencialmente 
en el marco del proceso sumamente complejo de la 
interpretación.

244. Antes de examinar la función que puede desempe-
ñar una declaración de esa índole en el proceso de inter-
pretación, debe precisarse el efecto que no puede producir 
en ningún caso. De la comparación entre la definición de 
las declaraciones interpretativas y la de las reservas se 
desprende claramente que mientras las segundas tienen 
por objeto modificar el tratado o excluir algunas de sus 
disposiciones, las primeras sólo tienen por objeto precisar 
o aclarar su sentido. El autor de una declaración interpre-
tativa no pretende quedar exonerado de las obligaciones 
internacionales que le incumben en el marco del tratado, 
sino que quiere darles un sentido particular. Como explicó 
muy claramente el Sr. Yasseen:

El Estado que formula una reserva reconoce que el tratado tiene 
cierto alcance general pero desea, en lo que a él respecta, modificar, 
restringir o ampliar una o varias de sus disposiciones.

El Estado que hace una declaración interpretativa declara que, a su 
juicio, hay que interpretar de un modo determinado el tratado o uno de 
sus artículos; atribuye un valor objetivo y general a tal interpretación. 
En otros términos, se considera obligado por el tratado pero desea, por 
escrúpulo, expresar su parecer acerca de la interpretación que le da400.

Si el efecto de una declaración interpretativa consistiera 
en modificar el tratado, ya no se trataría de una decla-
ración interpretativa, sino de una reserva. El comentario 
de la Comisión sobre el artículo 2, párr. 1, apdo. d, de su 
proyecto de artículos de 1966 aclara esta dialéctica sin 
ambigüedad alguna:

[L]os Estados, al firmar, ratificar, aceptar, aprobar un tratado o adherirse 
a él, suelen formular declaraciones acerca de cómo entienden algunos 
asuntos o sobre su interpretación de determinadas disposiciones. Tal 
declaración puede ser una mera aclaración de la actitud del Estado o 
puede ser equivalente a una reserva, según modifique o no la aplicación 
de las cláusulas del tratado ya aprobado o la excluya401.

245. La CIJ también ha subrayado que la interpreta-
ción de un tratado no puede dar lugar a su modificación. 
Como destacó en su opinión consultiva Interprétation des 
traités de paix conclus avec la Bulgarie, la Hongrie et 

398 Ibíd., pág. 107, párr. 18 del comentario.
399 Ibíd., pág. 109, párr. 33 del comentario.
400 Anuario… 1965, vol. I, 799.ª sesión, pág. 173, párrs. 25 y 26.
401 Anuario… 1966, vol. II, pág. 209, párr. 11 del comentario. 

Véanse también las explicaciones del Sr. Waldock en Anuario… 1965, 
vol. I, 799.ª sesión, pág. 172, párr. 14 («lo esencial es que si la declara-
ción interpretativa constituye una reserva, sus efectos se determinarán 
por referencia a las disposiciones de los artículos 18 a 22. En tal caso, el 
consentimiento sólo se manifestará en forma de exclusión o aceptación 
de la reserva por los demás Estados interesados. En cambio, si con la 
declaración no se persigue alterar los efectos jurídicos de ninguna de 
las disposiciones del tratado en su aplicación al Estado que la hace, se 
tratará de una declaración interpretativa que se regirá por las normas 
sobre interpretación»).



 Reservas a los tratados 49

la Roumanie, «[l]a misión de la Corte es interpretar los 
tratados, no revisarlos»402.

246. De lo anterior cabe deducir que una declaración 
interpretativa en modo alguno puede modificar las dispo-
siciones del tratado. Con independencia de que la inter-
pretación sea correcta o no, su autor está vinculado por las 
disposiciones del tratado. No cabe duda de que ese es el 
sentido del pronunciamiento de la Comisión Europea de 
Derechos Humanos en el caso Belilos, en que afirmó que 
una declaración interpretativa

puede desempeñar una función en la interpretación de un artículo del 
Convenio. No obstante, si la Comisión o el Tribunal realizaran una 
interpretación diferente, el Estado interesado quedaría vinculado por 
ésta403.

En otras palabras, al basarse en la interpretación que ha 
propuesto unilateralmente, el Estado no queda liberado 
del riesgo de incumplir sus obligaciones internacionales. 
En caso de que su interpretación no corresponda «al sen-
tido corriente que haya de atribuirse a los términos del tra-
tado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto 
y fin» (art. 31, párr. 1, de las Convenciones de Viena), es 
muy probable que los actos de ejecución del tratado que 
haya realizado no sean conformes con lo que le imponen 
sus obligaciones convencionales404.

247. Sin embargo, la situación es ligeramente distinta 
en caso de que un Estado o una organización internacional 
formule una declaración interpretativa condicional en el 
sentido de la directriz 1.2.1 (Declaraciones interpretativas 
condicionales)405 y haga depender su consentimiento en 
quedar vinculado por el tratado de la interpretación que 
propone. Ciertamente, si la interpretación propuesta por 
el autor de la declaración y la interpretación del tratado 
que haga un órgano autónomo competente para ello406 
son coincidentes, no se plantea ningún problema: tal 
declaración sería meramente interpretativa y podría des-
empeñar, en el proceso de interpretación del tratado, una 
función idéntica a la de cualquier otra declaración inter-
pretativa. No obstante, en caso de que la interpretación 
del autor de la declaración interpretativa no corresponda 
a la interpretación del tratado establecida de manera obje-
tiva (siguiendo las reglas de las Convenciones de Viena) 
por un tercero imparcial, sí se plantea un problema, ya 
que el autor de la declaración no quiere quedar vincu-
lado por el tratado mientras se interprete de esa manera, 

402 Segunda fase, C.I.J. Recueil 1950, pág. 229. Véanse también 
las decisiones Droits des ressortissants des États-Unis d’Amérique 
au Maroc, fallo, C.I.J. Recueil 1952, pág. 196, y Sud-Ouest africain, 
segunda fase, fallo, C.I.J. Recueil 1966, pág. 48, párr. 91. Véase tam-
bién C.I.J. Resúmenes 1948-1991, págs. 20, 35 y 96, respectivamente.

403 Marlène Belilos c. Suisse, demanda 10328/83, dictamen de 7 de 
mayo de 1986, párr. 102.

404 Véase también McRae, «The legal effect of interpretative decla-
rations», pág. 161; Heymann, Einseitige Interpretationserklärungen zu 
multilateralen Verträgen, pág. 126; o Horn, op. cit., pág. 326.

405 Anuario… 1999, vol. II (segunda parte), págs. 109 a 112.
406 No es imaginable que la interpretación «auténtica» del tratado (es 

decir, la que hace el conjunto de las partes) se aparte de manera signi-
ficativa de la del autor de la declaración interpretativa: por definición, 
una interpretación auténtica emana de las partes en su conjunto (véase 
Salmon, op. cit., pág. 604 (Interpretación auténtica): «Interpretación 
realizada por el autor o por el conjunto de autores de la disposición 
interpretada (en particular, en el caso de un tratado, por todas las par-
tes), de manera tal que su autoridad no pueda ser cuestionada»; véanse 
también los párrafos 277 a 282 infra).

sino únicamente por el texto convencional interpretado y 
aplicado de la manera en que lo ha propuesto. Subordina 
entonces su consentimiento en quedar vinculado por el 
tratado a una «interpretación» particular que, en princi-
pio, no corresponde al sentido corriente que haya de atri-
buirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y 
teniendo en cuenta su objeto y fin (art. 31, párr. 1, de las 
Convenciones de Viena). En este caso, y únicamente en 
este caso, la declaración interpretativa condicional debe 
asimilarse a una reserva y sólo puede producir los efectos 
de una reserva si se cumplen las condiciones pertinentes. 
Esta posibilidad, que no es sólo hipotética, justifica, por 
tanto, que tal declaración interpretativa, que, según sus 
propios términos, no tiene por objeto modificar el tratado, 
quede no obstante sujeta al mismo régimen jurídico que 
las reservas. Como ha subrayado McRae:

Dado que el Estado autor de la declaración mantiene su interpretación 
con independencia de la verdadera interpretación del tratado, su inten-
ción es excluir o modificar los términos del tratado. Por tanto, deben 
aplicarse a esa declaración las consecuencias asociadas a la formula-
ción de reservas407.

248. Habida cuenta de lo anterior, la directriz 4.7.4 se 
refiere al caso concreto de las declaraciones interpretati-
vas condicionales, que no parece posible asimilar pura y 
simplemente a las reservas en cuanto a su definición, pero 
que producen los mismos efectos:

4.7.4 Efectos de una declaración interpretativa con- 
dicional

Una declaración interpretativa condicional produce los 
mismos efectos que una reserva de conformidad con las 
directrices 4.1 a 4.6.

249. En cambio, en el caso de una declaración interpre-
tativa simple, el mero hecho de proponer una interpreta-
ción que no es conforme con las disposiciones del tratado 
no altera en modo alguno la posición de su autor respecto 
del tratado. Sigue vinculado por él y debe respetarlo. Esta 
posición también ha sido confirmada por McRae:

[E]l Estado simplemente ha indicado su punto de vista sobre la inter-
pretación del tratado, que puede coincidir o no con la que será aceptada 
en un procedimiento arbitral o judicial. Al proponer esta interpretación, 
el Estado no ha excluido procedimientos de interpretación ulteriores ni 
la posibilidad de que su interpretación sea rechazada. Así pues, siempre 
que el Estado que formule la reserva siga contemplando la posibilidad 
de una interpretación oficial y definitiva que pueda apartarse de su pro-
pia posición, no hay motivo para tratar la declaración interpretativa del 
mismo modo que una tentativa de modificar o alterar el tratado408.

250. Aunque una declaración interpretativa no afecta, 
por tanto, al valor normativo y el carácter vinculante de las 
obligaciones que figuran en el tratado, no por ello carece de 
todo efecto o función en su interpretación. Ya se recordó, 
durante el examen de la cuestión de la validez de las decla-
raciones interpretativas409, que «en virtud de su soberanía, 

407 McRae, loc. cit., pág. 161. Véase también Heymann, op. cit., 
págs. 147 y 148, quien comparte el punto de vista según el cual una 
declaración interpretativa condicional debe tratarse como una reserva 
únicamente en el caso de que el tratado cree un órgano competente para 
hacer una interpretación autorizada de él. En los demás casos, considera 
que la declaración interpretativa condicional no puede en modo alguno 
modificar las disposiciones del tratado (ibíd., págs. 148 a 150).

408 McRae, loc. cit., pág. 160.
409 Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 

y Add.1 y 2, párr. 142.



50 Documentos del 62.º período de sesiones

cada Estado tiene derecho a indicar el sentido que da a los 
tratados en los que es parte en lo que a él respecta»410. Se 
trata de una necesidad: los destinatarios de una norma jurí-
dica deben necesariamente interpretarla para aplicarla y 
cumplir las obligaciones que les impone411.

251. Las declaraciones interpretativas son ante todo la 
expresión de cómo conciben las partes las obligaciones 
internacionales que les impone el tratado. En este sentido, 
son medios para determinar la intención con que los Esta-
dos u organizaciones contratantes han asumido las obliga-
ciones convencionales. Por este motivo, al ser elementos 
relacionados con la interpretación del tratado, la jurispru-
dencia412 y la doctrina han afirmado la necesidad de tener 
en cuenta tales declaraciones en el proceso convencional. 
Como precisa McRae:

De hecho, en eso reside la importancia jurídica de una declaración 
interpretativa: aporta pruebas de la intención a la luz de la cual debe 
interpretarse el tratado413.

252. Heymann comparte este punto de vista. Afirma, por 
un lado, que una interpretación que no es aceptada, o que 
sólo lo es por determinadas partes, no puede constituir un 
elemento de interpretación con arreglo al artículo 31 de 
la Convención de Viena, pero añade, por otro lado, que 
«ello no excluye, sin embargo, que pueda utilizarse, en 
determinadas circunstancias, como indicio de una volun-
tad común de las partes»414.

253. En Francia, el Consejo Constitucional ha sostenido 
el mismo punto de vista y ha circunscrito claramente el 
objeto y la función de una declaración interpretativa del 
Gobierno a la mera interpretación del tratado:

Considerando, por otro lado, que el Gobierno francés ha adjun-
tado a su firma una declaración interpretativa en que precisa el sen-
tido y alcance que pretende dar a la Carta [Europea de las Lenguas 
Regionales o Minoritarias] o a algunas de sus disposiciones a la luz 
de la Constitución; que tal declaración unilateral no tiene más fuerza 
normativa que la de ser un instrumento referente al tratado y contribuir, 
en caso de litigio, a su interpretación415.

254. La directriz 4.7, que encabeza la sección relativa 
a los efectos jurídicos de una declaración interpretativa, 
retoma estas dos ideas a fin de aclarar, por una parte, que 
una declaración interpretativa no afecta a los derechos y 
obligaciones derivados del tratado y, por otra, que sólo 
surte efectos en el proceso de interpretación. Dicha direc-
triz podría quedar redactada de la siguiente manera:

4.7 Efectos de una declaración interpretativa

Una declaración interpretativa no modifica las obli-
gaciones que resultan del tratado. Sólo puede precisar o 

410 Daillier, Forteau y Pellet, Droit international public (Nguyen 
Quoc Dinh), pág. 277. 

411 Abi-Saab, «‘Interprétation’ et ‘auto-interprétation’: Quelques 
réflexions sur leur rôle dans la formation et la résolution du différend 
international», pág. 14.

412 Véase la nota 404 supra.
413 McRae, loc. cit., pág. 169.
414 Op. cit., pág. 135.
415 Consejo Constitucional, decisión n.º 99-412 DC, 15 de junio 

de 1999, Charte européenne des langues régionales ou minoritaires 
(Journal Officiel de la République Française, 18 de junio de 1999, 
pág. 8965, párr. 4).

aclarar el sentido o alcance que su autor atribuye a un tra-
tado o a algunas de sus disposiciones y, por tanto, cons-
tituir un elemento que deba tomarse en consideración a 
efectos de interpretar el tratado.

255. Por otro lado, tampoco debe olvidarse que una 
declaración interpretativa también es una declaración 
unilateral que expresa la voluntad de su autor de aceptar 
una determinada interpretación del tratado o de sus dis-
posiciones. Así pues, aunque la declaración, en sí misma, 
no cree derechos y obligaciones para su autor o para las 
demás partes en el tratado, puede impedir que su autor 
esgrima una posición contraria a la expresada en ella. 
Poco importa que se bautice a este fenómeno como estop-
pel416 o no; se trata, en cualquier caso, de un corolario 
del principio de buena fe417: en sus relaciones internacio-
nales, el Estado no puede jugar con dos barajas. No puede 
declarar que interpreta cierta disposición del tratado de 
determinada manera y adoptar la posición contraria ante 
el juez o el árbitro internacional418.

256. No cabe deducir de ello que el autor de una decla-
ración interpretativa esté vinculado por la interpreta-
ción que propone (que, por otra parte, puede carecer de 

416 Como explicó el magistrado Alfaro en la importante opinión 
separada que adjuntó al fallo de la CIJ en el caso Temple de Préah 
Vihéar, «[c]on independencia del término empleado para denominar 
este principio aplicado en el ámbito internacional [estoppel, preclu-
sión, exclusión, aquiescencia], su sustancia es siempre la misma: la 
contradicción entre las reclamaciones o alegaciones de un Estado y su 
comportamiento anterior en ese ámbito no es admisible (allegans con-
traria non audiendus est). Su objetivo es siempre el mismo: un Estado 
no está autorizado a sacar provecho de sus propias contradicciones en 
detrimento de otro Estado (nemo potest mutare consilium suum in alte-
rius injuriam). [...] Por último, el efecto jurídico de este principio es 
siempre el mismo: la parte que, mediante su reconocimiento, asevera-
ción, declaración, comportamiento o silencio, ha mantenido una actitud 
manifiestamente contraria al derecho que pretende reivindicar ante un 
tribunal internacional no está autorizada a reclamar ese derecho (venire 
contra factum proprium non valet)» (fondo, fallo, C.I.J. Recueil 1962, 
pág. 40; véase también C.I.J. Resúmenes 1948-1991, pág. 81). Véase 
también el fallo de la CPJI de 12 de julio de 1929, Emprunts serbes, 
1929, C.P.J.I. série A, n.o 20, págs. 38 y 39; y los fallos de la CIJ de 
20 de febrero de 1969, Plateau continental de la mer du Nord, C.I.J. 
Recueil 1969, pág. 26, párr. 30; de 26 de noviembre de 1984, Activités 
militaires et paramilitaires au Nicaragua et contre celui-ci (Nicaragua 
c. Estados Unidos), competencia y admisibilidad, C.I.J. Recueil 1984, 
pág. 415, párr. 51; o de 13 de septiembre de 1990, Différend frontalier 
terrestre, insulaire et maritime (El Salvador/Honduras), solicitud de 
intervención de Nicaragua, C.I.J. Recueil 1990, pág. 118, párr. 63. Para 
los casos de la CIJ precedentemente mencionados, véase también C.I.J. 
Resúmenes 1948-1991, págs. 100, 188 y 270, respectivamente.

417 Véase el fallo de 12 de octubre de 1984, Délimitation de la 
frontière maritime dans la région du golfe du Maine, C.I.J. Recueil 
1984, pág. 305, párr. 130. Véase también C.I.J. Resúmenes 1948-1991, 
pág. 177. Por lo demás, la doctrina coincide en este punto. Así, Bowett 
explicaba, hace más de medio siglo, que la razón de ser del estoppel 
residía en el principio de buena fe: «El fundamento de la norma es el 
principio general de buena fe y, como tal, figura en muchos ordena-
mientos jurídicos» («Estoppel before international tribunals and its 
relation to acquiescence», pág. 176). Véase también Crawford y Pellet, 
«Aspects des modes continentaux et Anglo-Saxons de plaidoiries 
devant la C.I.J.».

418 Véanse los Principios rectores aplicables a las declaraciones 
unilaterales de los Estados capaces de crear obligaciones jurídicas, 
aprobados por la Comisión en 2006, principio 10 («Una declaración 
unilateral que ha creado obligaciones jurídicas para el Estado que hace 
la declaración no puede ser revocada arbitrariamente. Para determinar 
si una revocación sería arbitraria, habrá que tener en cuenta: […] b) la 
medida en que los sujetos a quienes se deba el cumplimiento de las obli-
gaciones se hayan basado en ellas»), Anuario… 2006, vol. II (segunda 
parte), pág. 183.
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fundamento). El valor de esta interpretación depende de 
otras circunstancias y sólo puede apreciarse a la luz de 
las reglas por las que se rige el proceso de interpretación. 
A este respecto, se puede suscribir el análisis de Bowett:

El estoppel se basa en la representación de hechos, mientras que el 
comportamiento de las partes al interpretar sus respectivos derechos y 
deberes no parece tanto una representación de hechos como una repre-
sentación de derecho. No obstante, la interpretación de los derechos 
y deberes de las partes en un tratado debería corresponder en última 
instancia a un tribunal internacional imparcial y no sería correcto per-
mitir que el comportamiento de las partes al interpretar esos derechos 
y deberes se convirtiera en una interpretación vinculante para ellas419.

257. Sin embargo, al realizar una interpretación en un 
determinado sentido, el autor de una declaración interpre-
tativa crea expectativas en las demás partes contratantes, 
que pueden de buena fe, tenerla en cuenta y confiar en 
ella420. Por tanto, el autor de una declaración interpretativa 
no podrá cambiar de posición a voluntad mientras su decla-
ración no haya sido retirada o modificada. Por lo demás, 
conviene recordar que, en virtud de las directrices 2.4.9 
(Modificación de una declaración interpretativa)421 y 
2.5.12 (Retiro de una declaración interpretativa)422, el 
autor de una declaración interpretativa es libre de modifi-
carla o retirarla en cualquier momento.

258. Al igual que el autor de la declaración interpretativa, 
el Estado u organización internacional que haya aprobado 
tal declaración tampoco podrá esgrimir una interpretación 
diferente respecto del autor de la declaración.

259. A la luz de estas observaciones, procede incluir 
en la Guía de la práctica una directriz 4.7.2 que tenga en 
cuenta la oponibilidad de una declaración interpretativa a 
su autor:

4.7.2 Valor de una declaración interpretativa respecto 
de su autor

El autor de una declaración interpretativa o el Estado u 
organización internacional que la haya aprobado no puede 
invocar una interpretación que sea contradictoria con la 
propuesta en su declaración.

260. Debido a la propia naturaleza de la operación de 
interpretación (que es un proceso423, un arte más que una 
ciencia exacta424), sólo es posible, con carácter general 
y abstracto, apreciar el valor de una interpretación recu-
rriendo a la «regla general de interpretación» que figura 
en el artículo 31 de las Convenciones de Viena, que no 
cabe cuestionar ni «reexaminar» en el presente informe. 

419 Bowett, «Estoppel before international tribunals and its relation 
to acquiescence», pág. 189. Véase también McRae, loc. cit., pág. 168.

420 Véase Heymann, op. cit., pág. 142.
421 «Salvo que el tratado disponga que una declaración interpreta-

tiva únicamente puede hacerse o modificarse en momentos determina-
dos, una declaración interpretativa podrá ser modificada en cualquier 
momento» (Anuario… 2004, vol. II (segunda parte), pág. 114).

422 «Una declaración interpretativa podrá ser retirada en cualquier 
momento, siguiendo el mismo procedimiento aplicable a su formula-
ción, por las autoridades competentes para este fin» (ibíd., pág. 115).

423 Una operación «lógico-intelectual», según Sapienza («Les 
déclarations interprétatives unilatérales et l’interprétation des traités», 
pág. 623).

424 Anuario… 2009, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/614 
y Add.1 y 2, párrs. 140 y 141.

Por tanto, cualquier investigación realizada en el marco 
del presente estudio debe limitarse necesariamente a la 
cuestión de la autoridad de una interpretación propuesta 
en una declaración interpretativa y su valor probatorio 
para cualquier tercero competente para la interpretación, 
es decir, el lugar que ocupa y la función que desempeña 
en el proceso de interpretación.

261. Por lo que respecta a la primera cuestión (la auto-
ridad de la interpretación propuesta por el autor de una 
declaración interpretativa), no debe perderse de vista 
que, según su definición, una declaración interpretativa 
es una declaración unilateral425. Por tanto, la interpre-
tación propuesta no es más que una interpretación uni-
lateral que, como tal, no tiene especial valor ni puede, 
obviamente, vincular a las demás partes en el tratado. 
Este principio de sentido común ya fue afirmado por De 
Vattel:

[N]inguno de los interesados ni de los contratantes tiene derecho a 
interpretar el acto o el tratado a su voluntad426.

Durante los debates sobre el proyecto de artículo 70 (que 
posteriormente se convirtió en el artículo 31), relativo a 
la regla general de interpretación, el Sr. Rosenne estimó

que puede darse el caso de que, por ejemplo, el Senado de los 
Estados Unidos interprete un tratado de una manera unilateral que no 
siempre sea aceptada por la otra parte. Tal declaración interpretativa 
meramente unilateral hecha en relación con la conclusión de un tratado 
no puede vincular a las partes427.

262. El Órgano de Apelación del Órgano de Solución 
de Diferencias de la OMC expresó la misma idea de la 
siguiente manera:

La finalidad de la interpretación de los tratados con arreglo al ar-
tículo 31 de la Convención de Viena es determinar la intención común 
de las partes. Esta intención común no puede establecerse basándose en 
las «expectativas», subjetivas y determinadas unilateralmente, de una 
de las partes en un tratado428.

263. Dado que se trata de la mera intención unilateral 
del autor de la declaración (o, en el mejor de los casos, de 
una intención compartida, si ha sido aprobada por varias 
partes en el tratado429), no es posible, en modo alguno, 
atribuirle un valor objetivo, oponible erga omnes, y 
menos aún el valor de una interpretación auténtica acep-
tada por todas las partes430. Aunque no es determinante a 

425 Anuario… 1999, vol. II (segunda parte), pág. 98.
426 Le droit des gens, ou Principes de la loi naturelle appliqués à 

la conduite et aux affaires des nations et des souverains, pág. 462, 
párr. 265. En español puede consultarse Emer de Vattel, Derecho de 
gentes, o Principios de la ley natural aplicados a la conducta y a los 
negocios de las naciones y de los soberanos, t. 1, París, Casa de Mas-
son, 1824.

427 Anuario… 1964, vol. I, 769.ª sesión, pág. 322, párr. 52.
428 Decisión de 5 de junio de 1998, Comunidades Europeas – Cla-

sificación aduanera de determinado equipo informático, WT/DS62-67-
68/AB/R, párr. 84.

429 A este respecto, Heymann (op. cit., pág. 135) ha explicado que 
«si una declaración interpretativa simple sólo es aceptada por algunas 
de las partes contratantes, la interpretación compartida no es un factor 
de interpretación autónomo en el sentido de la Convención de Viena 
sobre el derecho de los tratados. Ello es así porque, al interpretar un 
tratado, deben tenerse en cuenta las intenciones de todas las partes, y la 
interpretación compartida sólo expresa la voluntad de un grupo más o 
menos grande de partes contratantes». 

430 A este respecto, véanse los párrafos 277 a 282 infra.
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efectos del sentido que debe atribuirse a los términos del 
tratado, tiene sin embargo cierta incidencia en el proceso 
interpretativo.

264. No obstante, es difícil determinar con exactitud el 
motivo por el cual una declaración interpretativa forma 
parte del conjunto de «elementos» de interpretación de 
los artículos 31 y 32 de las Convenciones de Viena. El 
Sr. Waldock fue especialmente prudente y no disipó todas 
las dudas sobre esta cuestión:

Las declaraciones interpretativas no fueron incluidas por la 
Comisión en la presente sección por la sencilla razón de que no son 
reservas y se refieren a la interpretación de los tratados y no a la cele-
bración de los mismos. En suma, parecen corresponder más bien a los 
artículos 69 a 71. En éstos se establece que «a efectos de su interpreta-
ción», el contexto del tratado se entenderá que comprende «cualquier 
otro acuerdo o instrumento relacionado con él y que hubiere sido esta-
blecido o redactado con motivo de su celebración» (párrafo 2 del ar-
tículo 69); que «todo acuerdo entre las partes sobre la interpretación 
del tratado» y «toda práctica posterior en la aplicación del tratado que 
evidencie claramente una interpretación concorde de todas las partes 
en el tratado» se han de tener en cuenta «juntamente con el contexto» 
del tratado a efectos de su interpretación (párrafo 3 del artículo 69); 
que entre «otros medios de interpretación» se podrá acudir a los «tra-
bajos preparatorios del tratado y a las circunstancias de su celebración» 
(artículo 70); y que se podrá dar a un término un sentido que no fuere 
su sentido corriente si se establece de modo concluyente que las par-
tes tuvieron la intención de darle dicho sentido especial. Cualquiera de 
estas disposiciones puede entrar en juego al estudiar los efectos jurídi-
cos de una declaración interpretativa en un caso determinado. […] A 
juicio del Relator Especial, la Comisión estuvo en lo cierto al decidir 
que la cuestión corresponde a los artículos 69 a 71 y no a la presente 
sección431.

265. La consideración de las declaraciones interpreta-
tivas como uno de los elementos que deben tenerse en 
cuenta para interpretar el tratado depende, en lo esencial, 
del contexto de la declaración y del asentimiento de los 
demás Estados partes. Pero es de particular interés subra-
yar que en 1966 el Relator Especial se negó muy clara-
mente a incorporar las declaraciones unilaterales o los 
acuerdos inter partes a ese «contexto» cuando los Esta-
dos Unidos así lo sugirieron por medio de una enmienda. 
El Relator Especial explicó que sólo cierto grado de asen-
timiento de las demás partes en el tratado habría permi-
tido la incorporación de las declaraciones o los acuerdos 
inter partes al contexto interpretativo:

Respecto del contenido del párrafo 2, […] [l]a indicación del 
Gobierno de los Estados Unidos de que se aclare si la palabra «con-
texto» incluye 1) los documentos unilaterales y 2) aquellos documen-
tos en que hubiesen convenido varias de las partes en un instrumento 
multilateral, pero no todas, origina problemas de fondo y de forma que 
ya tuvo presentes la Comisión en 1964, pero no encontró fáciles de 
resolver en el 16.º período de sesiones. […] Pero, en principio, parece 
claro que un documento unilateral no puede ser considerado como parte 
del «contexto» a los efectos de interpretar un tratado, a menos que las 
demás partes acepten su idoneidad a los efectos de interpretar el tratado 
o determinar las condiciones de aceptación del tratado por determinado 
Estado. Análogamente, en el caso de un documento que emane de un 
grupo de partes en un tratado multilateral, el principio general parece 
ser que la pertinencia del documento en relación con el tratado habrá 
de ser aceptada por las demás partes. Que un documento «unilateral» o 
de «un grupo» forme parte del contexto dependerá de las circunstancias 
concretas de cada caso y por ello el Relator Especial no cree oportuno 
que la Comisión intente ir más allá de enunciar el aspecto esencial del 
principio: la necesidad del consentimiento expreso o tácito432.

431 Anuario… 1965, vol. II, pág. 51, párr. 2 de las observaciones y 
propuestas del Relator Especial sobre los proyectos de artículos 18 a 20.

432 Anuario… 1966, vol. II, pág. 106, párr. 16 de las observaciones y 
propuestas del Relator Especial sobre los proyectos de artículos 69 a 71.

266. Sapienza también llega a la conclusión de que las 
declaraciones interpretativas que no han recibido la apro-
bación de las demás partes no están comprendidas en el 
ámbito de aplicación del artículo 31, párr. 2, apdo. b, de 
las Convenciones de Viena: 

En primer lugar, cabría preguntarse por el significado que debe atri-
buirse a la expresión «aceptado por las demás como instrumento 
referente al tratado». ¿Significa que el asentimiento de las demás 
partes debe limitarse al hecho de que el instrumento en cuestión se 
refiere efectivamente al tratado o debe, en cambio, abarcar también 
el contenido de la interpretación? Me parece que, en realidad, no se 
plantea ninguna alternativa, ya que el párrafo 2 afirma que se ten-
drán en cuenta los documentos en cuestión «para los efectos de la 
interpretación». En consecuencia, la aceptación por las demás partes 
de los instrumentos mencionados en el apartado b sólo podrá ser un 
consentimiento para que la interpretación contenida en la declaración 
se utilice en la reconstrucción del contenido normativo de las disposi-
ciones convencionales de que se trata, incluso respecto de los demás 
Estados433.

267. Sin embargo, aunque a primera vista tales declara-
ciones interpretativas no parecen estar comprendidas en 
el ámbito de aplicación de los artículos 31 y 32 de las 
Convenciones de Viena, lo cierto es que constituyen la 
expresión (unilateral) de la intención de una de las partes 
en el tratado y, como tal, pueden desempeñar cierta fun-
ción en el proceso de interpretación.

268. En su opinión consultiva Statut international du 
Sud-Ouest africain, la CIJ señaló lo siguiente en relación 
con las declaraciones de la Unión Sudafricana sobre sus 
obligaciones internacionales resultantes del Mandato:

Estas declaraciones constituyen un reconocimiento por el Gobierno 
de la Unión Sudafricana de la continuación de sus obligaciones en vir-
tud del Mandato y no una mera indicación sobre el comportamiento 
futuro de ese Gobierno. Si bien la interpretación de instrumentos jurí-
dicos realizada por las propias partes no es concluyente para determi-
nar su sentido, tiene al menos un gran valor probatorio cuando supone 
el reconocimiento por una de las partes de sus obligaciones en virtud 
de un instrumento. En el presente caso, las declaraciones de la Unión 
Sudafricana corroboran las conclusiones alcanzadas por la Corte434.

269. La CIJ precisa así que las declaraciones de los 
Estados sobre sus obligaciones internacionales tienen 
«valor probatorio» para la interpretación de los términos 
de los instrumentos jurídicos a que se refieren y sirven 
para apoyar o «corroborar» una interpretación ya reali-
zada por otros métodos. Así pues, una declaración inter-
pretativa puede confirmar una interpretación basada en 
los elementos objetivos enumerados en los artículos 31 y 
32 de las Convenciones de Viena.

270. En el caso Délimitation maritime en mer Noire 
(Rumania c. Ucrania)435 se planteó de nuevo ante la CIJ 
la cuestión del valor de una declaración interpretativa. Al 
firmar y ratificar la Convención de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar, Rumania había formulado la 
siguiente declaración interpretativa:

433 Sapienza, Dichiarazioni interpretative unilaterali e trattati inter-
nazionali, págs. 239 y 240. Véase también Jennings y Watts, Oppenheim’s 
International Law, pág. 1268 («Sin embargo, una interpretación aceptada 
únicamente por algunas de las partes en un tratado multilateral puede no 
ser determinante, ya que es posible que deban tomarse en consideración 
los intereses e intenciones de las demás partes»).

434 C.I.J. Recueil 1950, págs. 135 y 136. Véase también C.I.J. Resú-
menes 1948-1991, pág. 17. 

435 Fallo, C.I.J. Recueil 2009, pág. 61.
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Rumania declara que, con arreglo a las exigencias de equidad que 
resultan de los artículos 74 y 83 de la Convención sobre el Derecho del 
Mar, las islas deshabitadas y sin actividad económica propia no pueden 
afectar en modo alguno a la delimitación de los espacios marítimos 
pertenecientes a las costas principales de los Estados ribereños436.

Sin embargo, la Corte no prestó atención en su fallo a la 
declaración de Rumania y se limitó a señalar lo siguiente:

Por último, por lo que respecta a la declaración de Rumania 
[…], la Corte señala que el artículo 310 de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar no impide que un Estado 
formule tales declaraciones al firmar o ratificar la Convención o adhe-
rirse a ella, siempre que tales declaraciones no tengan por objeto excluir 
o modificar los efectos jurídicos de las disposiciones de la Convención 
en su aplicación al Estado autor de ellas. Por tanto, la Corte aplicará 
las disposiciones pertinentes de la Convención tal como las ha inter-
pretado en su jurisprudencia de conformidad con el artículo 31 de la 
Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, de 23 de mayo de 
1969. La declaración de Rumania como tal no tiene ninguna incidencia 
en la interpretación de la Corte437.

271. La formulación es radical y parece poner en tela 
de juicio toda utilidad de las declaraciones interpretati-
vas. Da a entender que la declaración no tiene «ninguna 
incidencia» en la interpretación de las disposiciones de la 
Convención que corresponde hacer a la CIJ. Sin embargo, 
la utilización de la expresión «tal como» permite matizar 
esta observación radical: la Corte no se considera vincu-
lada por la interpretación unilateral propuesta por Ruma-
nia, pero ello no impide que tal interpretación unilateral 
tenga influencia como medio de prueba o elemento capaz 
de corroborar la interpretación de la Corte «de conformi-
dad con el artículo 31 de la Convención de Viena sobre el 
derecho de los tratados».

272. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha 
adoptado un enfoque similar. Después de que la Comisión 
Europea de Derechos Humanos afirmara en su momento 
que una declaración interpretativa «puede desempe-
ñar una función en la interpretación de un artículo del 
Convenio»438, el Tribunal adoptó el mismo enfoque en la 
causa Krombach c. France: las declaraciones interpretati-
vas pueden confirmar una interpretación alcanzada según 
las reglas pertinentes en la materia. Así, a fin de respon-
der a la cuestión de si el órgano jurisdiccional superior en 
materia penal puede limitarse a analizar las cuestiones de 
derecho, el Tribunal examinó primero la práctica de los 
Estados, luego su propia jurisprudencia en la materia y, 
por último, hizo referencia a una declaración interpreta-
tiva francesa:

El Tribunal recuerda que los Estados contratantes disponen, en prin-
cipio, de un amplio margen de apreciación para decidir las modalidades 
de ejercicio del derecho previsto en el artículo 2 del Protocolo n.º 7 
del Convenio. Así, el examen de la declaración de culpabilidad o de la 
condena por un órgano jurisdiccional superior puede referirse a cues-
tiones tanto de hecho como de derecho o limitarse exclusivamente a las 
cuestiones de derecho; además, en algunos países los interesados que 
deseen presentar un recurso a veces deben solicitar autorización para 
hacerlo. No obstante, las limitaciones establecidas por las legislaciones 
internas al derecho de recurso mencionado en esta disposición deben, 
por analogía con el derecho de acceso a los tribunales establecido en 
el artículo 6, párrafo 1, del Convenio, perseguir un objetivo legítimo 
y no menoscabar la esencia misma de ese derecho (Haser c. Suisse 
(decisión), n.º 33050/96, 27 de abril de 2000, inédita). Esta disposición 
es, en sí misma, conforme con la excepción que autoriza el párrafo 2 

436 Traités multilatéraux… (nota 35 supra), cap. XXI.6.
437 C.I.J. Recueil 2009, pág. 78, párr. 42.
438 Véase la nota 404 supra.

del artículo 2 y queda corroborada por la declaración interpretativa de 
Francia, según la cual «a los efectos del artículo 2, párrafo 1, el examen 
por un órgano jurisdiccional superior puede limitarse a un control de la 
aplicación de la ley, como el recurso de casación»439.

273. Los Estados también invocan sus propias declara-
ciones interpretativas por ese motivo. Así, en sus alega-
ciones orales en el caso Licéité de l’emploi de la force 
(Yougoslavie c. États-Unis d’Amérique), el agente de 
los Estados Unidos, a fin de demostrar que la mens rea 
specialis era un elemento sine qua non de la calificación 
de genocidio, basó su argumentación, de manera acce-
soria, en la declaración interpretativa realizada por los 
Estados Unidos:

[E]n la declaración interpretativa formulada por los Estados Unidos al 
ratificar la Convención se afirmó claramente la necesidad de demos-
trar en tales circunstancias la existencia de la intención específica que 
requiere la Convención. En esa declaración interpretativa se dice que 
«los actos cometidos en el transcurso de conflictos armados sin la 
intención específica que requiere el artículo II no bastan para consti-
tuir genocidio en el sentido de la presente Convención». La República 
Federativa Socialista de Yugoslavia no formuló ninguna objeción a esa 
declaración interpretativa y el demandante no ha hecho aquí ningún 
intento de cuestionarla440.

274. Así pues, de la práctica y de los análisis doctri-
nales se desprende que las declaraciones interpretativas 
sólo intervienen como medio auxiliar o complementario 
de interpretación, a fin de corroborar el significado de 
los términos del tratado a la luz del objeto y fin de éste. 
Por tanto, no producen efectos autónomos: cuando surten 
efecto, están asociadas a otro instrumento de interpreta-
ción al que, en la mayoría de los casos, sirven de apoyo.

275. Por consiguiente, el intérprete puede apoyarse en 
declaraciones interpretativas para confirmar sus conclu-
siones sobre la interpretación de un tratado o una disposi-
ción del tratado. Esas declaraciones son la expresión de un 
elemento subjetivo de interpretación (la intención de uno 
de los Estados partes) y, como tales, pueden confirmar el 
«sentido corriente que haya de atribuirse a los términos 
del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta 
su objeto y fin». En este sentido, también conviene tener 
en cuenta las reacciones que las demás partes (que son 
otros tantos posibles intérpretes del tratado) hayan podido 
manifestar respecto de la declaración interpretativa. Una 
declaración interpretativa que ha sido aprobada por uno o 
varios Estados tiene, ciertamente, mayor valor probatorio 
de la intención de las partes que una declaración interpre-
tativa que ha sido objeto de una oposición441.

276. Este efecto de «confirmación» de las declaraciones 
interpretativas es objeto de la directriz 4.7.1, que podría 
quedar redactada de la siguiente manera:

4.7.1 Aclaración de los términos del tratado por una 
declaración interpretativa

Una declaración interpretativa puede contribuir a 
aclarar el sentido corriente que haya de atribuirse a los 

439 Sentencia de 13 de febrero de 2001, demanda n.º 29731/96, 
párr. 96, Recueil des arrêts et décisions, 2001-II.

440 C.I.J. Mémoires, Licéité de l’emploi de la force (Yougoslavie 
c. États-Unis d’Amérique), Acta literal 1999/35, 12 de mayo de 1999 
(Sr. Andrews). 

441 McRae, loc. cit., págs. 169 y 170.
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términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en 
cuenta su objeto y fin de conformidad con la regla general 
de interpretación de los tratados.

Al evaluar la importancia que debe darse a una declara-
ción interpretativa en la interpretación del tratado, se ten-
drán debidamente en cuenta las aprobaciones y oposicio-
nes de que ha sido objeto por otros Estados contratantes y 
organizaciones contratantes.

277. Sin embargo, el asentimiento de las demás par-
tes en el tratado respecto de una declaración interpreta-
tiva altera la situación radicalmente. Así, el Sr. Waldock 
recordó, en el seno de la Comisión, que ésta había

admitido que la posibilidad de utilizar las declaraciones de las partes a 
fines de interpretación dependerá de si reflejan un acuerdo mutuo entre 
ellas. El asentimiento de las demás partes es imprescindible442.

278. El acuerdo unánime de todas las partes es, por 
tanto, un verdadero acuerdo interpretativo que representa 
la voluntad de los «dueños del tratado» y, como tal, cons-
tituye una interpretación auténtica443. Un ejemplo de ello 
es la aprobación unánime por los Estados contratantes en 
el Tratado general de renuncia a la guerra como instru-
mento de política nacional (Pacto Kellogg-Briand) de la 
declaración interpretativa de los Estados Unidos sobre el 
derecho de legítima defensa444.

279. En este supuesto, también es difícil determinar si 
el acuerdo interpretativo forma parte del contexto interno 
(art. 31, párr. 2 de las Convenciones de Viena) o externo 
(art. 31, párr. 3) del tratado. En realidad, todo depende de 
las circunstancias en que se haya formulado la declara-
ción y en que haya sido aprobada por las demás partes. 
En efecto, en caso de que la declaración se realice antes 
de la firma del tratado y sea aprobada cuando (o antes 
de que) todas las partes expresen su consentimiento en 
quedar vinculadas, la combinación de la declaración y de 
su aprobación unánime parece un acuerdo interpretativo 
que puede entenderse como un «acuerdo que se refiera al 
tratado y haya sido concertado entre todas las partes con 
motivo de la celebración del tratado», en el sentido del 
artículo 31, párr. 2, apdo. a, o como un «instrumento for-
mulado por una o más partes con motivo de la celebración 
del tratado y aceptado por las demás como instrumento 
referente al tratado», en el sentido del párrafo 2, apdo. b, 
del mismo artículo. Sin embargo, si el acuerdo interpre-
tativo se produce después de la celebración del tratado, 
cabe preguntarse si se trata de una simple «práctica ulte-
riormente seguida en la aplicación del tratado por la cual 

442 Anuario… 1966, vol. I, parte I, 829.ª sesión, págs. 48 y 49, 
párr. 53. Véase también Kolb, Interprétation et création du droit inter-
national, pág. 609.

443 Véase la nota 406 supra. Véase también Heymann, op. cit., 
págs. 130 a 135; Voïcu, De l’interprétation authentique des traités 
internationaux, pág. 134; o Herdegen, «Interpretation in International 
Law», párr. 34.

444 «Notes between the United States and other Powers, July 8-20, 
1928», AJIL, Supplement, vol. 23, n.º 1 (enero de 1929), págs. 1 a 13.

conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación 
del tratado», en el sentido del artículo 31, párr. 3, apdo. b, 
o si, en razón de su carácter formal, la combinación entre 
declaración y aprobación unánime constituye un auténtico 
«acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpreta-
ción del tratado o de la aplicación de sus disposiciones» 
(art. 31, párr. 3, apdo. a)445.

280. Sin resolver realmente la cuestión, la Comisión 
expuso lo siguiente en su comentario del artículo 27 (que 
posteriormente se convirtió en el artículo 31, párr. 3, 
apdo. a), de su proyecto de artículos:

A veces puede plantearse la cuestión de hecho de si un acuerdo a que se 
ha llegado en las negociaciones acerca del sentido de una disposición 
tenía o no por finalidad constituir una base convenida para su interpre-
tación. Sin embargo, está bien sentado que, cuando se determina que el 
acuerdo sobre la interpretación de una disposición ha sido concertado 
antes de la celebración del tratado o en el momento de esa celebra-
ción, debe considerarse que forma parte del tratado. Así, en el asunto 
Ambatielos, la Corte dijo que «las disposiciones de la Declaración tie-
nen el carácter de cláusulas de interpretación y, como tales, deben ser 
consideradas como parte integrante del tratado». Análogamente, un 
acuerdo sobre la interpretación de una disposición al que se haya lle-
gado después de la celebración del tratado constituye una interpretación 
auténtica por las partes que debe ser tenida en cuenta a efectos de la 
interpretación del tratado446.

281. En cualquier caso, un acuerdo entre las partes sobre 
la interpretación del tratado debe ser tenido en cuenta al 
mismo tiempo que el texto.

282. La directriz 4.7.3 refleja esta práctica de las decla-
raciones interpretativas aprobadas por todas las partes en 
el tratado:

4.7.3  Efectos de una declaración interpretativa apro-
bada por todos los Estados contratantes y organiza-
ciones contratantes

Una declaración interpretativa que ha sido aprobada 
por todos los Estados contratantes y organizaciones con-
tratantes constituye un acuerdo acerca de la interpretación 
del tratado.

283. Aun en el caso de que no pueda lograrse un 
acuerdo unánime sobre una declaración interpretativa, 
ésta no pierde todo su interés. Así como una declaración 
de esa índole puede servir de base para un acuerdo sobre 
la interpretación del tratado, también puede impedir que 
se alcance tal acuerdo447. McRae ha señalado lo siguiente 
a este respecto:

La «declaración interpretativa simple» sirve de aviso de la posición que 
adoptará el Estado que la formula y puede anunciar un posible conflicto 
entre ese Estado y otras partes contratantes448.

445 En este sentido, véase en particular Heymann, op. cit., pág. 130.
446 Anuario… 1966, vol. II, pág. 243, párr. 14 del comentario. Para 

el caso Ambatielos, excepción preliminar, fallo, véase C.I.J. Recueil 
1952, pág. 28; véase también C.I.J. Resúmenes 1948-1991, pág. 31. 

447 Heymann, op. cit., pág. 129.
448 McRae, loc. cit., págs. 160 y 161.


